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			1.  El acotamiento de un período histórico es inevitablemente convencional incluso aunque se refiera a un tiempo a primera vista tan bien definido como el que se estudia en el presente libro: las Cortes constituyentes de 1836-1837 (desde octubre de 1836 a noviembre de 1837), que por coherencia temática se extiende a los Ministerios coetáneos de Calatrava (del 20 de agosto de 1836 al 18 de agosto de 1837) y de Bardají (del 18 de agosto al 16 de diciembre de 1837). Se trata en cualquier caso de una fase inequívocamente progresista –la progresista por antonomasia- de la Regencia de María Cristina, como luego vendría otra del mismo signo durante toda la Regencia de Espartero.  




			Esta evidente sustantividad material no evita, sin embargo, el carácter convencional de cualquier partición histórica porque la evolución de un pueblo es un fenómeno biológico que no puede trocearse impunemente, aunque el historiador tenga que hacerlo por necesidades del trabajo que se ha propuesto realizar. Pero siempre a conciencia de que se trata de una operación intelectual, de una disección anatómica que interrumpe el curso natural de una vida. Lo cual quiere decir que la obra del Ministerio Calatrava-Mendizábal, eje del libro, no puede separarse de la del anterior Ministerio de Mendizábal ni ésta de las de Toreno y Martínez de la Rosa y así usque ad ovum; y lo mismo si proyectamos la vista hacia adelante en el tiempo. 




			Los diputados de 1836-1837 creían que estaban escribiendo la primera página de la auténtica historia del liberalismo español cuando en realidad no eran sino los continuadores, más o menos originales, de los procuradores y próceres de los estamentos del Estatuto Real y, sobre todo, de los parlamentarios del Trienio. Nada hicieron las Cortes constituyentes ni sus correspondientes Ministerios que no se hubiera ensayado ya entre 1820 y 1823. Aunque también es verdad que esos diez años de intervalo no habían pasado en balde, los protagonistas habían adoptado otras actitudes y cambiado sus posiciones. En los Congresos del Trienio rivalizaban moderados y exaltados, mientras que en las constituyentes, excluidos los moderados, se desarrollaba una lucha implacable entre las facciones progresistas templada, avanzada y radical. Los Ministerios del Trienio tenían que soportar la enemiga del Rey y de las Cortes, mientras que el Ministerio Calatrava-Mendizábal estaba protegido por la mayoría de la Cámara, aunque sus relaciones con Palacio fueran más que tensas. En el Trienio, el ejército tenía también una fuerza enorme, pero, a diferencia de lo que sucedería después, no llegó a operar como árbitro político ya que no había encontrado aún su identidad histórica, oscilando entre el atolondramiento de Riego y la severidad de Morillo. En cuanto al pueblo (entendiendo por tal a estos efectos las reducidas minorías urbanas políticamente sensibilizadas), empleaba su energía en acaloradas tertulias de café, sociedades patrióticas y tumultos callejeros, que en el Trienio fueron constantes y en 1835-1837, intermitentes. En definitiva: otra partida en el mismo tablero y con las mismas fichas, que se mantendría indefinidamente en tablas hasta que el Alto Generalato impuso unas nuevas reglas de juego. 




			2. Quiera o no quiera cada generación termina reescribiendo la historia que le enseñaron, aunque las alteraciones que introduce no son siempre igual de bruscas. Las historias actuales de la Regencia de María Cristina, sin romper la solución de continuidad, han dado un salto cualitativo respecto de la anterior y no sólo por disponer de una mayor información sino por su actitud ante los hechos y ante las interpretaciones recibidas de los mismos. 




			La verdad es que desde Marliani hasta Villaurrutia siempre se ha estado repitiendo sustancialmente lo mismo y es difícil encontrar alguna novedad en las crónicas y hagiografías que con el nombre de historias circulaban en el siglo XIX. Siempre se escribe desde un bando: con escasas excepciones desde el de los liberales, sean progresistas, moderadas o demócratas, y apenas se da cuenta del punto de vista del contrario. Tradición que todavía se prolonga hasta nuestros días. Justo al cerrarse el siglo XX Ramón del Río (14 ss.) puso de relieve cómo la contaminación ideológica de los historiadores del siglo XIX se había prolongado en los siguientes que, en su opinión, habían escrito o bien desde una perspectiva franquista o bien desde la contraria, antifranquista y marxista. 




			En los últimos años, no obstante, se han producido novedades importantes hasta tal punto que puede hablarse de una auténtica renovación en diversos aspectos. En el campo de la información se ha redescubierto (porque ya se conocía antes parcialmente) la obra monumental de Villiers, quizás el mejor testigo de la Regencia de María Cristina y el crítico más implacable de sus personajes políticos y militares, sin desconocer su soberbia arbitrariedad; y casi lo mismo puede decirse del resto de la documentación diplomática y consular. Así lo han comprobado y demostrado Janke y Rodríguez Alonso. Por otra parte, los autores –precedidos por otro gran maestro, Artola– se han decidido a bucear en las dilatadas profundidades de los archivos nacionales y extranjeros rescatando manuscritos esclarecedores (Urquijo, Bullón, Revuelta). Otros (Adame, Nieto), sin llegar a los archivos, se han adentrado en el bosque de la prensa periódica y del Diario de Sesiones de las Cortes, que, a falta de monografías especializadas coetáneas, siguen siendo todavía, a nuestro juicio, la mejor fuente de información de la época. El resultado lógico de esto ha sido la correlativa ampliación de las perspectivas de análisis y la iluminación de rincones hasta hace poco desconocidos y ni siquiera imaginados. Paso a paso, además, el destino de España se va integrando ya en el de Europa y de las Américas. 




			Lo anterior se complementa con una renovación metodológica no menos importante: el «giro localista», es decir, el estudio de los acontecimientos locales, principalmente de Cataluña y Levante (Burdiel, Anguera, Mundet, Santirso, Rúcula y tantos más) pero también de otras regiones singularmente afectadas por la guerra, como las Provincias vascongadas, Navarra, La Mancha y Andalucía. De esta manera y partiendo de lo pequeño, de lo parcial, se está componiendo un retablo gigantesco, casi completo y desde luego incomparablemente más fiable que el que nos había dejado la historia tradicional. La extraordinaria calidad de los cultivadores de estas historias locales está permitiendo, como mínimo, dos tipos de rupturas: desde los relatos pormenorizados de unos acontecimientos bélicos se ha podido saltar al trasfondo económico y social de los escenarios; y por otro lado, desde las incidencias de la política provincial, a primera vista menudas, se ha podido saltar al trasfondo de la política «nacional y parlamentaria». Estudios como los de Burdiel y Santirso (y no solamente de ellos, claro es) están contribuyendo a dar profundidad al conocimiento de la época que ya no se detiene en la superficie, es decir, en los referidos del Diario de Sesiones de las Cortes y de la Gaceta de Madrid sino que demuestran la interrelación e interacción de los acontecimientos de la Corte sobre los de las provincias y los de éstas sobre los de aquélla: de tal manera que hoy tenemos la prueba de que unos sin los otros serían inimaginables y, por supuesto, ininteligibles. 




			Algo que todavía no ha logrado superarse, sin embargo, es la sectorialización de las investigaciones, de las que la guerra civil sigue siendo aún, como lo ha sido siempre, la protagonista por más que las obras de Bullón o de Anguera están ya muy lejos de la épica tradicional meramente narrativa. El interés por la desamortización, antes obsesivo, empieza sensatamente a disminuir completándose ahora con el estudio del diezmo y de los censos, cuya importancia se está poniendo debidamente de relieve, así como las graves cuestiones de los exclaustrados, del arreglo del clero y de las relaciones con Roma. Hoy la cuestión de moda (si se permite la expresión) es desde luego la financiera, incluyéndose aquí la fiscal. Artola y Fontana abrieron una brecha por la que hemos ido penetrando otros mucho más modestamente, aunque forzoso es reconocer que en este campo queda demasiado por hacer y es el que ofrece mejores perspectivas a los futuros investigadores. La vertiente constitucional no ha avanzado mucho desde Sánchez Agesta y Villarroya y la historia administrativa apenas si se ha iniciado con una voluminosa y pionera obra de Nieto. Aún más abandonada está, con todo, la historia social y la económica pero la cenicienta es, si cabe, la política, que constituye el hilo más importante del presente libro, documentada fundamentalmente en los oceánicos textos del Diario  de Sesiones, de la Gaceta y de la prensa. 




			Hay que subrayar también con singular énfasis el cambio de actitud de los historiadores actuales respecto del objeto de sus estudios. Porque ya han pasado los tiempos de los apologetas aunque queden algunos y de los que se colocan en un bando para seguir apostrofando a los contrarios, prolongando así en el siglo XX las tensiones de principios del siglo XIX. Ahora, salvo excepciones, cuando se coge la pluma no se escribe como torenista o mendizabalista. Y consecuentemente se respeta, sin ditirambos ni denuestos, a los carlistas vencidos (como Urquijo, como Bullón) o se critica sin agresiones verbales a los vencedores (como Santirso, como Amedo) o se descubre a los que se había maliciosamente ocultado (como Anna García). El historiador nunca podrá ser imparcial, cierto, pero hoy al menos se esfuerza en conservar la neutralidad, relatar con mesura y valorar con justicia; en la medida, claro está, en que el observador puede distanciarse de lo observado y más cuando éste se halla cerca. En cualquier caso, entre unas cosas y otras, ahora estamos empezando a conocer más fiablemente el período, pero aún son tantas las lagunas y tan espesas que no podemos prescindir todavía de ese cauteloso «empezar». 




			3.  En el presente libro se manejan, como en todos los que pretenden «hacer historia», tres clases de materiales: los de información, los de valoración y los interpretativos. 




			Por lo que atañe a lo primero, se han procurado evitar hasta el máximo las repeticiones inútiles de lo que ya se ha dicho en cientos de obras  anteriores, que aquí se da por sabido. Nos hemos limitado, pues, a recordar lo imprescindible para ofrecer un marco de referencia en el que encajar el relato. El énfasis se ha puesto en las informaciones nuevas, aunque no sean en rigor desconocidas sino simplemente no manejadas antes o no manejadas lo suficiente. El Diario de Sesiones de las Cortes y la prensa diaria siempre han estado a disposición de los curiosos, pero su masa es tan enorme que nunca han sido examinados exhaustivamente, al menos en este período, y los investigadores en el mejor de los casos se han limitado a realizar calas en determinadas materias. Dejar hablar a los protagonistas –sin intermediarios que resumen como les parece o seleccionan lo que les gusta– es la forma de conocerles. Ahora bien, conocer lo que dicen no es saber lo que de veras piensan y mucho menos adivinar lo que pretenden con sus discursos o detectar quién ha influido en su redacción; pero es requisito imprescindible para entender lo que hacen. 




			La valoración es otra cosa. En este campo domina la ideología y los autores escriben, deliberadamente o no, a favor o en contra de Mendizábal, haciendo crítica o propaganda del progresismo como si estuvieran en 1836 y con frecuencia no se repara en descontextualizar o en realizar los juicios anacrónicos más apasionados. Para un buen militante reescribir el pasado es un medio eficaz de, en el sentido orwelliano, dominar el presente y el futuro. Pero se trata de un pecado prácticamente inevitable aunque suela cometerse sin intención deliberada. 




			Los prácticos de la informática insisten machaconamente en la abundancia y accesibilidad de la información: basta con apretar unas teclas para que podamos disponer al instante de «todos» los datos. Éste no es el caso, sin embargo, de la Historia porque si bien es cierto que ya se han procesado y almacenado millones de datos que antes había que buscar trabajosamente en archivos y bibliotecas, todavía son más los que no han sido capturados. Aunque los verdaderos problemas son los de selección. Por ejemplo, primero: ¿quiénes y con qué criterios han sido recogidos los datos disponibles?; segundo: ¿quién y con qué criterios ha hecho disponibles esos datos dejando en el olvido, cuando no enterrando deliberadamente, los demás?; tercero: ¿cómo seleccionar dentro de ese montón ingente los datos útiles para la investigación, puesto que son tantos que resultan inmanejables en su conjunto?; y cuarto: ¿qué es lo que lo que para las intenciones del autor (llamémoslo ideología) se considera útil? Si el análisis de los modestos materiales que aquí se han manejado nos ha costado doce años, ¿cuántas vidas serán necesarias para iluminar lo mucho que falta? Y más aún: ¿qué entuertos no habremos producido al silenciar, con buena o mala voluntad, tantas cosas como hemos dejado a un lado? 




			Los cronistas relatan lo que han visto o se les ha contado a ellos: informan y por eso son imprescindibles. Los historiadores, además de informar, pretenden dar sentido a los hechos, pero el salto desde la pretendida realidad de los hechos a su interpretación es notoriamente arriesgado. El sentido del pasado no pasa nunca de ser una hipótesis interpretativa dependiente del autor y del momento en que se formula. Por ello son tan frágiles y duran tan poco. La historia la escribe Sísifo, que pacientemente recoge la piedra que le han rodado y vuelve a empezar por un nuevo camino. 




			Manuel Santirso (95) ha puesto de relieve hasta qué punto la historiografía producida sobre esta época no ha sido capaz de mantener la correlación de estos dos elementos constatando que «la gran cantidad de obras producidas en el siglo XIX había aportado un buen montón de datos fácticos, pero casi ningún esquema interpretativo y, en cambio, los estudios recientes enunciaban muchas interpretaciones pero pasaban de prisa sobre los hechos políticos e ignoraban por completo los bélicos. La consecuencia de este divorcio y, más en general, de una historia no concebida como una alianza entre la erudición y la interpretación fueron de un lado la confirmación de una serie de tópicos rotundamente desmentidos por los hechos y, de otra, la colaboración en la pérdida de una memoria histórica que las mismas generaciones posteriores a la guerra y la revolución se habían esforzado en borrar». Mientras que Anna García Rovira ha confesado con sinceridad (18) que «a lo largo del texto apenas he separado los espacios dedicados a la descripción y a la interpretación (…) El historiador, en mi opinión, se ve obligado a moverse constantemente en dos niveles, el de la realidad y el de la imagen que los protagonistas tienen de ellos mismos, tanto por lo que hace a su propia experiencia histórica como por la memoria de los hechos pasados». 




			Más todavía: cuando el autor abandona el simple relato y deja de ser cronista para ejercer de historiador, se amplían tanto sus posibilidades que corre el riesgo de dejar de ser historiador para convertirse en ensayista e incluso en novelista de ficción: una tentación propia e inevitable del oficio y que no puede ser descartada de antemano. Por acogernos a la autoridad de Jover (y casualmente en un trabajo referente a esta época: 1981, LXVII), «hasta hace poco estaban mal vistos en la obra del historiador o del político, los futuribles, es decir, las especulaciones acerca de lo que hubiera podido ocurrir si. Hoy se abre paso entre algunas de las mejores cabezas la noción de contingencia, y me acojo a esta tendencia para preguntarme cuál hubiera podido ser el legado de la España ochocentista de no haber existido las guerras carlistas» y –añadimos nosotros– las múltiples contingencias que iremos encontrando: si los bienes desamortizados se hubieran repartido entre los campesinos, si no se hubiera impuesto la gestión administrativa centralizada, si la Reina Gobernadora no se hubiera inclinado hacia el moderantismo, si los generales no se hubieran apoderado del poder civil. De la historia a la novela media un buen trecho, pero sólo hay un paso entre la historia y la historia-ficción y más cuando se trata de un período (todavía) tan oscuro como el que nos ocupa. 




			En este libro abundan las hipótesis interpretativas y las conjeturas: imprescindibles cuando se trabaja en una zona temporal en la que nunca se ha prestado demasiado interés a la historia política, de la misma manera que tampoco se han seguido con minuciosidad suficiente los hechos de alcance político directo o indirecto, siempre postergados por los acontecimientos militares y las revueltas populares o provinciales, la Deuda, la desamortización y el régimen legal de la propiedad y la economía. Con esta mentalidad ha venido repitiéndose perezosamente la imagen de la rivalidad entre progresistas y moderados y su alternancia en el ejercicio del Poder. Un esquema básicamente correcto, desde luego, pero demasiado simple, porque es el caso que nos encontramos con una trama con demasiados hilos cuyo trazado resulta difícil de seguir. Un mosaico con demasiadas piezas difíciles de encajar y más si se tienen en cuenta las peripecias bélicas, la insuficiencia crónica del Tesoro, las erráticas maniobras de Palacio, la creciente presión del Alto Generalato, la ambigua posición de la Iglesia y la partida internacional en cuyo tablero se estaban moviendo las fichas españolas. Un magma revuelto y convulso del que no cabía esperar un desarrollo coherente. Si el Estado liberal constitucional nació en las Cortes gaditanas y su influencia se desarrolló en el Trienio, en la Regencia de María Cristina atravesó la crisis de la adolescencia y muy particularmente en las Cortes de 1836-37. En los dos años que ahora nos ocupan no había nada estable y el futuro resultaba imprevisible como en todo tiempo de maduración. De aquí la dificultad de entender lo que estaba sucediendo. 




			Visto así el panorama se explica la atención que hemos dedicado a los autores coetáneos. La verdad es que informaron muy poco sobre lo que había ocurrido puesto que lo daban por conocido de sus lectores dada la proximidad cronológica de éstos, que todavía habían de tener presentes las minuciosas crónicas parlamentarias y bélicas de la prensa. Pero en cambio son singularmente valiosos a la hora de reflejar las opiniones tanto de los protagonistas políticos como del hombre de la calle, cuya conciencia ellos mismos estaban formando. Con estos libros podemos saber, al menos, lo que entonces se pensaba y esto importa mucho aunque ahora creamos, y hasta estemos convencidos, de que estaban equivocados. Para llegar al meollo de los asuntos no hay mejor camino que escuchar a los actores y a sus comentaristas inmediatos, aunque fueran errados e incluso aunque pretendieran deliberadamente engañarnos. Pero como punto de referencia son imprescindibles y más cuando disponemos de tan pocas fuentes de primera mano. 




			Sobre las ventajas de los testimonios vividos es interesante recordar un texto de Pacheco (Historia, prólogo, 7) valioso por sí mismo y por quien lo suscribe, testigo y protagonista de los acontecimientos políticos más importantes, jurista esclarecido, periodista de nota e historiador con autoridad: «Para dar una idea más cierta, si no tan ingeniosa y admirable de los hechos que se refieren, es mucho más ventajosa la posición del que escribe sobre los acontecimientos de que fue testigo, que la de aquel otro, separado de ellos por largos años y que sólo los pudo conocer por relaciones ya desfiguradas, por escritos confesadamente de polémica y discusión, o por los documentos de oficio, que se publican del modo que todos saben y con la notoria inexactitud, que en donde quiera les distingue. Hay siempre una gran parte de la verdad, la cual se desvanece con los mismos sucesos y que no se consigna en ningún escrito contemporáneo; y esta verdad la conoce más completamente el historiador de la época que otro historiador venido después, cuando aquélla había perdido su viveza y se conservaba sólo truncada y adulterada por las tradiciones». 




			Unos fueron protagonistas que sabían bien, por tanto, de lo que se trataba aunque no acertaran siempre en su valoración: Alcalá Galiano, Pacheco, Javier de Burgos, San Miguel, Miraflores, Borrego. Otros estuvieron cerca del escenario: Marliani, Castillo, Fernández de los Ríos, Fernando Garrido, Gebhard, Fernández Manrique. Otros tuvieron trato personal con los actores: Hiráldez y Trujillo, García Tejero y el aventajado Segundo Flórez. Y otros, en fin, recogieron meticulosamente información de los testigos: Bermejo, Morayta y el infatigable Pirala, sin olvidar a los gárrulos presuntuosos como Rico y Amat. De la mano de todos ellos hemos intentado «entrar dentro» de las personas y de los acontecimientos. Luego, con la ayuda de la distancia y de las posteriores hipótesis interpretativas de los autores más modernos, hemos podido construir las nuestras a conciencia de su fragilidad.  




			La existencia de los hechos del pasado se puede demostrar con ayuda de instrumentos convencionalmente reconocidos: por lo común documentos auténticos. La conexión y el sentido de los hechos son indemostrables por naturaleza ya que se trata solamente de propuestas interpretativas, es decir, de creaciones intelectuales en las que no cabe pronunciar juicios de realidad sino de corrección, que en ningún caso están en condiciones de superar el nivel de plausibilidad. Las conjeturas son verosímiles o inverosímiles y el juicio se desprende de los hechos en que se basan y de la fuerza lógica de sus argumentaciones. Algunas terminan aceptándose porque se necesitan para dar algún sentido a los relatos, a sabiendas de que han de convivir con algunas contrarias y en la seguridad de que un día serán sustituidas por otras que en contextos ideológicos distintos se considerarán más verosímiles. 




			4.  El protagonista de este libro es, desde luego, Juan Álvarez de Mendizábal, mas no por especial devoción del autor hacia él sino porque fue realmente el que marcó las pautas de la vida política de la época, ya que recogió lo que le pareció oportuno de la ideología exaltada corriente, la estructuró a su gusto y acertó a imponerla mejor o peor, pero con una imaginación y una tenacidad realmente admirables; y de paso se bautizó aquella herencia con el nombre de progresismo que haría fortuna y que, adoptando mil y una manifestaciones, ha llegado en un milagro de ambigüedad hasta nuestros días. El progresismo decimonónico levantó dos mitos intocables: el civil de Mendizábal y el militar de Espartero; pero el apogeo de este último se escapa ya de los límites temporales del libro. 




			Los prohombres moderados no dejaron en este tiempo la menor huella oficial puesto que se apresuraron a emigrar después del golpe de La Granja. La vida política de 1836 y 1837 se desarrolló, pues, en condiciones tristemente unilaterales, aberrantes sin paliativos. ¿Qué liberalismo podía haber sin Martínez de la Rosa ni Toreno? Pero, al menos, de los bancos parlamentarios, monótonamente progresistas, terminaron emergiendo de forma sorprendente, casi inexplicable, dos grandes figuras del moderantismo inmediatamente posterior: Castro y Mon. 




			Otros personajes de talla encontrará el lector, que la historia ha tratado con su acostumbrada desigualdad (López, Argüelles, Gómez Becerra, Sancho, Antonio González) y que en su mayor parte han perdido con los años su aureola gloriosa. Mientras que otros (como Madoz, Olózaga o Castro) en los primeros pasos de su carrera, desde su primera intervención parlamentaria ya demostraron su altura política, anunciando de inmediato el brillante destino que les esperaba. Siendo imprescindible, finalmente, recoger los nombres de dos personajes extraordinarios –Fermín Caballero y Aniceto de Álvaro– hoy casi olvidados, pero que, dentro y fuera de las Cortes, eran los únicos adversarios de Mendizábal que estaban a su altura. En el foro político hemos podido rescatar la poderosa personalidad de Pita Pizarro; y en el foro parlamentario, a la descollante figura de Gómez Becerra que, sin estar lastrada por la pedantería ni la ambición, no era respetado únicamente por su ancianidad (como Argüelles) sino por la serenidad de su juicio y por el soberano dominio que demostraba cotidianamente en casi todas las materias de política, administración y derecho. 




			La lectura paciente del Diario de Sesiones de las Cortes y de las crónicas parlamentarias de la prensa nos ha permitido, además, conocer y familiarizarnos con los que suelen llamarse personajes de segunda y tercera fila, cuyos nombres no se asoman casi nunca a los libros de historia, pero que también la hicieron y en no escasa medida. Progresistas entusiastas como Pascual, moderados constantes como Pizarro, parlamentarios fervorosos como Sosa, catalanistas sin desaliento como Vila, intelectuales sorprendentes como Gorosarri, cascarrabias como García Blanco, víctimas sin redención como Tarín, clérigos venerables como Tarancón; y sin desconocer tampoco la nutrida manada de las «mulos de reata». Cuando se enfocan debidamente los bancos del Congreso, a su luz alcanza cada diputado una individualidad propia y la política adquiere una vida inesperada, mucho más compleja, además, de la que se supone. Un cuadro tanto más difícil de entender cuanto más se ahonda en sus detalles. 




			5. El presente libro, tal como anuncia su título, se centra en la historia política del momento, que es la que menos viene llamando la atención de los autores, perezosamente instalados de ordinario, además, en el cómodo estereotipo de la lucha entre moderados y progresistas. Esta tensión fue ciertamente la clave de la historia de la España isabelina una vez que se decidió con las armas la lucha entre absolutistas y liberales; mas no fue, en verdad, el eje de las Cortes constituyentes. Con la Primera Guerra Carlista puede entenderse (simplificando bastante las cosas) que se cerró el Antiguo Régimen y que con la modernidad iba a instalarse el liberalismo en la rutinaria alternancia de moderados y progresistas. La experiencia de las Cortes constituyentes nos obliga, no obstante, a modificar un tanto tal visión y esto es lo que hace más atractivo el estudio del período. 




			Por lo pronto, todavía no existían, como tales, los «partidos» sino que se trataba de meras tendencias, estados de opinión, talantes que estaban buscando una forma concreta de expresión política depurando la confusa herencia del Trienio, que se consideraba obsoleto en sus personas y en sus ideas y nada digamos de la anterior herencia gaditana. 




			En estas condiciones las reglas del juego político no podían ser, por tanto, las de ahora y el pensar en una lucha entre partidos es un anacronismo. Nuestro primer objetivo ha sido, en consecuencia, precisar esas reglas de juego propias de un sistema que era parlamentario sólo formalmente, pero no vertebrado en partidos políticos (ni en sus sucedáneos de sociedades patrióticas, sociedades secretas y tertulias de café), sino en agrupaciones de tendencias conducidas por prohombres singulares. 




			El resultado a que hemos llegado ha sido el de sustituir el esquema tradicional de progresistas versus moderados por el de una lucha entre las distintas fracciones del progresismo: los templados de Mendizábal, los avanzados de Caballero y los radicales de Álvaro. Un fraccionamiento congénito del progresismo puesto que se conservó durante la Regencia de Espartero en grupos que se hacían y deshacían constantemente pero con el rasgo común de un cainismo suicida. Los alvaristas terminaron desapareciendo de la escena política, los templados se hicieron declaradamente tibios, próximos ya sin tapujos al moderantismo y los avanzados, con los inseparables López y Caballero al frente, ensayaron un gobierno propio que se agostó en unas semanas. 




			El tiempo dirá hasta qué punto va a aceptar la historia dominante este modo de ver las cosas que, además, debe ser completado con otra proposición: la de que en la Regencia de María Cristina al cuajarse al fin las tendencias en partidos, la fórmula resultante por lógica y moderna que pareciera fue flor de un día, puesto que el progresismo civil (como el moderantismo) dejó pasar su breve oportunidad histórica de consolidarse en un sistema europeo moderno y cedió el puesto a un sistema de partidos tutelados por Generales o, por mejor decir, a una Monarquía sometida a protectorado militar. En cualquier caso los dos primeros y largos capítulos se dedican íntegramente al análisis político del momento y respaldan las tesis indicadas. En estos dos capítulos se analiza también la historia interna de los Ministerios de Calatrava-Mendizábal y de Bardají-Pita al tiempo que se ensaya una identificación de las fracciones parlamentarias y de sus presumibles componentes: una tarea de realización difícil y de verificación imposible pero que parecía necesario intentar al disponer ya de unos materiales casi suficientes. 




			Ésta no es, por otra parte, una obra de Derecho constitucional, que harto y bueno se ha escrito ya sobre el particular, pero como en este tiempo apareció la constitución de 1837 se ha considerado imprescindible hablar algo de ella, aunque no desde una perspectiva jurídica sino política, o sea, examinando lo que políticamente significó la aparición de un texto moderno y realista. Moderno porque ya estaba muy alejado de 1812; y realista porque acertó a poner los pies en la tierra descolgándose de las ilusas ambiciones de Cádiz. La constitución de 1837 demostró que los liberales españoles, aunque fuera a la sombra de Bentham y del doctrinarismo francés, habían madurado ya y que acertaron a redactar un texto con futuro y liberal de pura cepa, es decir, no exclusivamente progresista (aunque las Cortes que lo aprobaran lo fueran) sino inspirado en el tronco liberal común a las dos ramas de progresistas y moderados.  




			En el capítulo cuarto se examinan algunos aspectos, más o menos interesantes pero poco conocidos, del funcionamiento del Congreso y en él se inserta un fichero biográfico parlamentario de los diputados, cuya amplitud y el esfuerzo que ha costado elaborarlo no se corresponden quizás con la importancia de sus resultados. Pero así puede el lector conocer uno a uno a los protagonistas de la historia y consecuentemente entenderlos mejor. Es sorprendente, en verdad, el avance que ha dado la prosopografía histórica en los últimos años. 




			La organización administrativa del Estado ya ha sido estudiada en un extenso libro anterior, cabalmente titulado Historia administrativa de la Regencia de María Cristina, pero no se podía dejar ahora completamente al margen puesto que importaba poner de relieve sus ejes políticos fundamentales: la tensión entre el elemento burocrático de la Administración nacional y el elemento popular de los ayuntamientos y diputaciones provinciales, es decir, las corporaciones populares; el ambiguo apéndice de las provincias ultramarinas; y, en fin, dentro de la Península el régimen foral específico de la región vasconavarra y la variante provincialista con vocación prevista para toda España pero impulsada, aunque sin éxito, desde Cataluña. 




			En el largo capítulo quinto se ha esquivado deliberadamente la tentación de relatar –una vez más y sin datos originales de mérito– la Primera Guerra Carlista. El título que lleva de «política parlamentaria militar» es suficientemente significativo y en él se describe cómo se veía la guerra desde el Congreso y sobre todo cómo pretendieron, sin éxito naturalmente, darla fin desde allí del modo más rápido posible 




			Por la política eclesiástica parlamentaria y ministerial se pasa de puntillas puesto que es desde luego la mejor conocida y ya son más que abundantes las interpretaciones que contamos sobre la desamortización y en general con lo que se refiere al clero secular. Donde se ha puesto un énfasis singular, en cambio, ha sido en la supresión de los diezmos: un tema a caballo entre la política eclesiástica y la fiscal, pero que explica perfectamente la conexión de ambas. En los diezmos es donde mejor se manifiesta la pretendida revolución liberal pues por su supresión pasaron, inextricablemente unidos en un ovillo enmarañado, los hilos de la política eclesiástica y de la fiscal incluso con sus concomitancias militares (contribución de guerra), políticas (destrucción del poder institucional  de la Iglesia) y estatales (conversión del culto en un servicio público atendido por funcionarios). En definitiva, para entender la obra liberal hay que empezar inevitablemente por los diezmos. 




			Por lo que se refiere a la Hacienda, cuanto más se estudia mejor se llega al convencimiento de lo mucho que queda por hacer. Mendizábal ocultaba por sistema sus operaciones y el aparato burocrático a su servicio era rudimentario: los datos que se conservan no coinciden ni hay forma de que cuadren las cuentas. 




			6.  Es posible que muchos lectores consideren que el análisis que en este libro se hace es demasiado implacable, cruel incluso, y que sus conclusiones son demasiado negras; pero el autor ha procurado documentar sus afirmaciones y ser prudente en sus juicios. Aun así el balance final ha de ser inevitablemente negativo. El liberalismo español, no obstante sus indiscutibles buenas intenciones, fracasó en todos sus proyectos durante la Regencia de María Cristina, descarrilando el tren de la modernidad o, si se quiere, desaprovechando la oportunidad de meter a España en el tren europeo, que tuvo que coger con muchos años de retraso. El hecho es que aquí se empezó mal y ya no hubo ocasión de rectificar los errores iniciales. El régimen constitucional que quiso establecerse terminó en una Monarquía sometida a la tutela militar. 




			Estos hechos son precisamente los que explican el atractivo histórico que inspira la época: porque no se trata solamente de lo que sucedió en ella sino del curso que impuso al destino posterior del Estado constitucional liberal, que hubiera sido otro, sin duda, si otros hubieran sido sus comienzos. 




			 


			

			El pensamiento anacrónico 




			



			 




			1.  Si cuando se escribe sobre el pasado siempre es difícil escapar del pensamiento anacrónico, el riesgo aumenta cuando se trata de los años 1836 y 1837 en los que se manejaba una terminología tan similar a la actual que casi inevitablemente el historiador tiende a aplicar a ellos sus propios esquemas intelectuales, y aun emotivos, sin percatarse del grave anacronismo, de la desviación analítica que ello significa, puesto que aquellos tiempos y aquellas Cortes estaban mucho más lejos de lo que sugieren las palabras y las fechas. En 1837, al igual que en 2011, se hablaba también de constitución, de Poderes estatales, de Consejo de ministros, de diputaciones provinciales, de elecciones, de partidos y, en suma, de conceptos e  instituciones que hoy son de uso corriente; pero con un alcance y significación tan distintos que la equiparación, más allá de la semántica, es  un espejismo engañoso. 




			La constitución de entonces, por ejemplo, a diferencia de las actuales, no gozaba de la primacía jerárquica que hoy le caracteriza y era, por ende, vulnerable a agresiones de cualquiera de las demás normas y hasta de decisiones singulares del Ejecutivo. El Consejo de ministros no estaba constituido por un grupo de hombres vinculados por una ideología formalizada y mucho menos por una organización de partido, sino que cada uno tenía sus ideas personales y así podían convivir en ellos Toreno y Mendizábal, Pita y San Miguel, no obstante los abismos que les separaban. Era la Reina Gobernadora, y no el presidente, la que a veces designaba a los miembros del Gabinete imponiéndoles compañeros de viaje y de responsabilidad incluso sin consultarles, con la consecuencia de que los ministros pasaban de un Gobierno a otro en las combinaciones más extrañas. Mendizábal, sin ir más lejos, procedía del Ministerio Toreno cuando se le nombró presidente del Consejo y de allí pasó al de Calatrava como simple ministro (y años más tarde al de Gómez Becerra, que había sido un día ministro suyo). En estas condiciones, ¿quién preparaba y dirigía la política? Además, la subordinación del Gobierno al Congreso era absoluta y no sólo porque aquél precisase de la confianza de éste sino también porque todas sus decisiones importantes tenían que ser parlamentariamente ratificadas. Ahora bien, como entonces el Congreso, a diferencia de lo que ahora sucede, no estaba vertebrado por los partidos políticos –que no existían como grupos parlamentarios–, resulta temerario, y desde luego anacrónico, hablar de política progresista o moderada siendo así que no había un órgano que pudiera formularla sistemáticamente ni un grupo de ideólogos que la hubiera elaborado. Nadie reconocía la disciplina de un partido y a todo lo más los cronistas nos hablaban de reuniones esporádicas de diputados en alguna casa particular –de las que no se levantaban actas ni se conservan testimonios directos– con objeto de decidir ciertas maniobras de corto vuelo y algunas votaciones conjuntas. 




			Quede por tanto claro –y dicho sea de una vez por todas– que cuando aquí se habla de moderados y progresistas, y más todavía del partido  moderado y del partido progresista, no deben entenderse estas expresiones en el sentido actual sino con el alcance que nos hemos cuidado de precisar en sus lugares correspondientes. Precaución tanto más necesaria cuanto que fue cabalmente en estos años de 1836 y 1837 cuando empezaron a consolidarse los usos modernos de estas palabras y a precisarse conceptos que hasta entonces sólo habían tenido un significado difuso de simple evocación aproximativa. 




			Las Cortes constituyentes estuvieron asentadas entre dos épocas, de tal manera que la mayor dificultad para entenderlas era la circunstancia de que utilizaban una terminología nueva dentro de un sistema viejo. Fue, por tanto, un momento de transición, de demolición sistemática de instituciones y el anuncio de muchas cosas, de las cuales unas cuajarían y otras no. Era notorio que la constitución de 1812 ya no valía, pero no menos evidente resultaba que para que la de 1837 pudiera funcionar resultaba imprescindible dotar a sus palabras de contenido preciso. Y eso tardaría aún varios años, aunque se estuviera ciertamente en las vísperas. Transición del Antiguo Régimen al Nuevo Régimen Liberal; pero también entre el liberalismo doceañista de corte ilustrado revolucionario y un nuevo liberalismo ya decimonónico y moderno: la distancia que separaba a Olózaga de Argüelles, compañeros en el Congreso, era mayor que la que mediaba entre éste y Jovellanos. En las Cortes constituyentes apenas hubo asientos para diputados verdaderamente modernos como Castro o Madoz. 




			El aparato estatal estaba vertebrado por la Corona y no por los partidos políticos, como hoy sucede. Un extremo capital que separa dos períodos históricos y que tantas confusiones provoca cuando se piensa que aparentemente todo giraba en torno a dos partidos –el moderado y el progresista– que cabalmente no existían.  




			Sin necesidad de añadir más ejemplos –que irán apareciendo prolijamente a lo largo del libro– basta con lo dicho para percatarse de la importancia de que para comprender el discurso político de la época haya que ir deshaciendo en cada caso la ambigüedad de todas y cada una de las palabras utilizadas entonces y ahora, para determinar el significado preciso que tenían en 1836, que tan lejos estaba de ser el de hoy. 




			La historia española de 1835 a 1837 está empedrada, en efecto, de conceptos ya que no necesariamente falsos, sí desde luego vehementemente sospechosos de serlo desde la perspectiva actual y en todo caso gravemente contaminados. En el presente libro no se van a revisar, como es obvio, todos los términos en uso, pero al menos se va a intentar una modesta operación depuradora para reducir en lo posible la enorme confusión dominante, tal como están realizando ya desde hace algún tiempo los historiadores actuales. El relato homérico habitual de tirios y troyanos, de moderados y progresistas agrupados en bandos perfectamente identificados suena hoy demasiado rudimentario, como un revuelto de burdas simplificaciones. Cuando se examinan con cuidado las fuentes y se verifica lo realmente sucedido, los conceptos de progresismo y moderantismo –y nada digamos de liberalismo, burguesía, revolución o libertad– se nos escapan de entre los dedos como el humo. 




			Nosotros vamos a centrarnos en una breve etapa, desde agosto de 1836 a noviembre de 1837, que con su precedente inmediato e inseparable desde septiembre de 1835 a mayo de 1836 constituye una época histórica perfectamente definida, que aquí llamamos convencionalmente del progresismo civil, que objetivamente se caracteriza por la influencia política personal de Mendizábal. En rigor debería hablarse, por tanto, de un período mendizabalista, cuya transposición conceptual al progresismo –y más todavía al progresismo «civil»– no deja de ser arriesgada. Cronológicamente el núcleo lo constituye el Ministerio Calatrava-Mendizábal (agosto de 1836 a agosto de 1837), con la coda del Ministerio Bardají (agosto a diciembre de 1837) y el precedente del Ministerio Mendizábal (septiembre de 1835 a mayo de 1836): trinidad aceptablemente homogénea, que es la que permite dar el salto desde un hombre (Mendizábal) a un partido (el progresista). El liberalismo casi adolescente de la Regencia de María Cristina se desarrollaba con ímpetu, quemando etapas (por así decirlo) para recuperar el tiempo perdido desde 1814 e incorporarse lo más pronto posible –aunque a contrapié porque en Europa cabalmente dominaban dentro del liberalismo los vientos de la reacción moderada– a los países europeos de referencia, Francia y Bélgica en primera línea. Esto fue lo que (casi) se logró en 1837 y lo que dio unidad interna a la fase, explicando en último término la elaboración de este libro. Apurando el argumento podría decirse, pues, en frase lapidaria aunque reduccionista, que la España política moderna empezó precisamente aquí, sin desconocer, claro es, los antecedentes, aunque no confundiendo los anuncios con los resultados. 




			La rotunda identificación de esta época («el apogeo del progresismo civil») se afirma todavía más cuando se examina lo que vino después. Porque es el caso que la homologación con la Europa liberal a que acaba de aludirse, estaba condicionada por la guerra civil: una especie de condición suspensiva, aceptada por todos, hasta tal punto que se daba por supuesto que el Estado liberal constitucional no podría consolidarse hasta después de la paz. Y aquí vino la gran frustración. Porque después de la paz de Vergara no vino la consolidación sino mayor confusión aún, de tal manera que a partir de entonces España escogió su propio camino muy distinto del europeo: primero una Regencia militar y luego una Monarquía militarmente tutelada que ocuparía todo el reinado de Isabel II. El progresismo civil fue, en suma, flor de un día porque el progresismo posterior más o menos consolidado ya estaba muy distante del imaginado por Mendizábal aunque sólo fuera –en la hipótesis más benévola– porque buena parte de sus objetivos ya habían sido alcanzados. 




			2.  En el centro del liberalismo parece estar el progresismo y el corazón de éste parece ser Mendizábal, que se tiene por la cifra de la revolución burguesa. Este personaje nos puede proporcionar en consecuencia la clave de la situación política del momento. Sin el antecedente del Ministerio Mendizábal, en efecto, no puede entenderse el de Calatrava-Mendizábal ni el posterior de Bardají. Tal afirmación es indiscutible, pero obliga a revisar el verdadero alcance de los conceptos de progresismo y revolución en este momento concreto de 1835-1837 eliminando en lo posible las contaminaciones procedentes de otros años: los del Trienio primero y luego los del final de la Regencia de María Cristina y de toda la de Espartero. 




			En este esfuerzo depurador la primera víctima de la precisión es el concepto mismo de partido político. La prensa coetánea hablaba sin reservas de los partidos progresista y moderado, pero con estos títulos no se estaba refiriendo ni mucho menos a partidos en sentido moderno –partidos electorales, parlamentarios, con organización propia– sino a partidos de opinión, meras tendencias sociales de afinidad ideológica carentes por completo de organización extraparlamentaria y sin disciplina parlamentaria alguna. En las Cortes constituyentes no existía un partido progresista sino grupos de diputados inspirados por un líder, uno de los cuales –y cabalmente el más importante– era Mendizábal. La calificación progresista de Mendizábal vino más tarde: para 1836 resulta a todas luces falsa; como también la de Espartero. No puede olvidarse por tanto que las dos cabezas del progresismo isabelino –la civil de Mendizábal y la militar de Esparterono eran ni podían ser (por las razones dichas) progresistas en 1836. 




			La segunda víctima de este esfuerzo de depuración es la pretendida autonomía de la política progresista, no sólo por la indicada explicación, sino además porque en el fondo resultaba imposible de separar de la política moderada, teóricamente enfrentada a ella. De hecho, durante los años que vamos a estudiar, la política llamada progresista no era tal sino  sencillamente liberal, al menos en su mayor parte, en la medida en que  también era compartida por los moderados. 




			En estas correcciones básicas de los parámetros de referencia pueden comprenderse ya las rectificaciones concretas que han de realizarse en el significado político de Mendizábal y en el progresismo civil. Aunque conviene adelantar, sin embargo, que en este libro no se pretende realizar una «revisión historiográfica» total de la época sino, mucho más modestamente, iluminar algunos puntos que hasta ahora se habían dejado en la oscuridad o al menos en la ambigüedad del claroscuro. 




			Es fácil separar el pensamiento absolutista del liberal. Los liberales, en manifiesta oposición a los absolutistas, defendían en abstracto la soberanía de la nación y en concreto la existencia de un órgano constitucional integrado por representantes de un reducido número de ciudadanos que compartían con el monarca la suprema potestad de dictar leyes y al tiempo la de mantener en sus cargos a los consejeros de la Corona (a través del mecanismo de la «segunda confianza») y de controlar sus decisiones y vigilar su comportamiento. Lo que ya no resultaba tan fácil era separar dentro de la familia liberal el pensamiento propio de la estirpe progresista del de la estirpe moderada. Porque si hasta aquí todos los liberales estaban de acuerdo era innegable que se habían formado dos grupos, no partidos, políticos, el progresista y el moderado, que luchaban con encarnizamiento por ocupar el Poder. Y ya no estaba tan claro qué era lo que pretendían imponer en concreto esos grupos desde el Poder. Aquí había también tantas opiniones, definiciones y autodefiniciones como se quiera. Algo tan difuso como actualmente lo de derechas e izquierdas. Además, para complicar más las cosas, la estirpe progresista absolutamente hegemónica en las Cortes constituyentes, estaba rota en tres fracciones que eran reflejo de sus capitanes: la templada o mendizabalista, la avanzada o caballerista y la radical o alvarista. De esta suerte la historia del período se desarrolló en las siguientes vertientes: una externa (la guerra civil de los partidos liberal y carlista en el acertado título de la clásica obra de Pirala), otra parlamentaria (entre las tres fracciones indicadas) y otra extraparlamentaria (entre progresistas y moderados); sin olvidar, en fin, las vertientes de la historia oculta de las ambiciones de Palacio, de las Potencias extranjeras, el Ejército y las sociedades secretas, no por mal conocidas menos importantes. Éstos son los mimbres con que se ha tejido el presente libro: una tarea nada sencilla en verdad cuando se dejan a un lado los estereotipos y lugares comunes habituales. 




			Nuestra intención, en suma, es abandonar la conocida historia anacrónica de dos partidos imaginarios que todavía no existían puesto que cabalmente se fueron gestando en aquellas Cortes. Cuando se prescinde de tales partidos se explican las aparentes contradicciones de aquellos años: la ausencia de una política definida, la improvisación constante, las traiciones frecuentes, los encuentros y desencuentros apasionados. En el fondo de este barullo sólo encontramos suelo firme en la presencia de determinadas personalidades que actuaban acompañadas de séquitos incondicionales, en la ambición de una clase social emergente que sabía lo que quería y estaba dispuesta a conseguirlo sin cuidarse de las etiquetas políticas, en la soberbia de un Generalato oportunista y en la tenacidad de una Reina Gobernadora obsesionada por la responsabilidad de asegurar a su hija el Trono. Todo este magma confuso es lo que suele denominarse liberalismo, del que surgieron, cuando las aguas se decantaron, los partidos políticos modernos. Y precisamente el mayor atractivo de las Cortes constituyentes de 1836-37 consistió en que fue en ellas donde cristalizó el proceso indicado al cabo de tantos años de gestación convulsa. 




			3.  El pensamiento anacrónico lleva consigo necesariamente un anacronismo conceptual y en último extremo terminológico. De donde resulta la tendencia a entender conceptos y palabras empleados en el pasado con el sentido y alcance que tienen hoy, provocándose con ella una distorsión semejante a la que resulta del enfoque con una lente no ajustada. Cuando leemos la palabra «democracia» o «ministerio» en un texto de 1836 y pretendemos entenderla en el sentido de uso actual estamos cometiendo una verdadera falsificación histórica, pues estamos obligados a contextualizarla, es decir, a encajarla en el mundo concreto en el que estaba manejándose. Reconstrucción histórica que desemboca en una correlativa reconstrucción lingüística, o sea, la puesta a punto del «juego de lenguaje» determinado en que se mueve para, al final, traducirlo al nuestro de hoy. Las palabras, como las monedas, sólo corren dentro de su propio sistema y de la misma manera que es inútil pretender realizar pagos el año 2011 con reales de 1836, tampoco debe intentarse, por ejemplo, homologar el progresismo liberal con el presente. 




			Lo anterior parece obvio y es fácil de decir, pero su realización es difícil y hasta imposible de llevar a cabo rigurosamente. Aceptando que el concepto de democracia de 1836 no puede equipararse al de 2011, ¿cómo precisar lo que entonces significaba? Exactamente no lo sabemos ni podremos saberlo nunca por la sencilla razón de que tampoco lo sabían con precisión los liberales coetáneos. Volviendo a la imagen monetaria, en el mismo año tiene un euro un valor adquisitivo diferente según esté corriendo en la lujosa sociedad marbellí o en el mercado rural de la serranía aunque sea a escasos quilómetros de distancia. Y las palabras y los conceptos son aún más flexibles que las monedas. 




			Como han escrito Fernández Sebastián y Fuentes (en la Introducción a su Diccionario, p. 35), «forjados al calor de las refriegas interpartidarias, desgarrados por todo tipo de tensiones, cargados muchas veces de connotaciones emocionales, los términos –y sobre todo los conceptos– políticos son siempre complejos y controvertidos, inevitablemente sesgados, fluidos y elusivos y sería ingenuo pedirles una objetividad exquisita y una precisión meridiana. Decididamente los lenguajes borrosos de la política se avienen más con la metáfora de la bruma que con la claridad intensa del mediodía, y esas fotografías borrosas que son los conceptos no pueden ser presentados bajo perfiles perfectamente nítidos y coherentes sin volver la espalda a lo más sustancial de su naturaleza histórica». 




			La moraleja final de cuanto acaba de decirse se traduce en la insistente reclamación de una lectura histórica de los acontecimientos políticos de 1836-37 o lo que es lo mismo, abstenerse de interpretarlos desde la mentalidad actual, de no establecer nunca equiparaciones entre reales y euros (pues no existe una oficina válida de cambios) aunque sea al precio de resignarse a vivir en un mundo borroso, impreciso, tanto de ideas como de hechos, puesto que, quiérase o no, no es posible nunca observar los hechos sin una lente intermedia de ideas prejuiciosas. 




			El uso imprudente del pensamiento anacrónico ha dado lugar a malentendidos muy curiosos. El más conocido es quizás el vuelco que dio Mommsen a la historia de la República Tardía Romana, a la que por primera vez consiguió dar sentido valiéndose de las tensiones y luchas de los partidos de los optimates y populares. Un relato perfectamente comprensible para los lectores de su tiempo puesto que era una transposición al siglo I antes de Cristo de lo que estaban viendo y viviendo los nuevos Estados constitucionales europeos. Vistas las cosas desde esta perspectiva, encajaban, en efecto, todas las piezas que habían dejado sueltas los historiadores romanos. Lo malo era, sin embargo, que en la República Tardía Romana los partidos, la constitución, el Senado y los militares poco tenían que ver con las instituciones homónimas de la Europa del siglo XIX, por lo que la homologación de Mommsen resultaba una trampa. La consecuencia final ha sido que, al tomar conciencia de ello, últimamente ha tenido que reescribir todo volviendo a las fuentes romanas originarias aunque así se haya perdido la admirable –y anacrónica– coherencia que había dado el autor alemán. 




			Es un error peligroso salirse del tiempo a la hora de escribir una historia y de intentar darle sentido con instrumentos anacrónicos. Para entender las Cortes de 1836-37 hay que empezar cambiando el valor de todos los términos que hoy se están usando y que entonces también eran comunes, y lo mismo con el alcance de las instituciones. O sea, darles el significado que entonces tenían y no el actual. Hay que pensar, por tanto, en un Parlamento sin electorado universal, en un sistema confesadamente oligárquico y rabiosamente antidemocrático, en unos diputados votados por un grupo de amigos personales, en una constitución que no determinaba con precisión las facultades de los Poderes del Estado y que se derogaba o suspendía por una simple circular ministerial o un bando militar, en un gobierno cuyo destino dependía del capricho de Palacio y de la presión de un general y, sobre todo, en una vida política no vertebrada por partidos. En definitiva, que para entrar en el mundo de la Regencia de María Cristina hace falta prescindir de casi todo lo que ahora sabemos para caminar literalmente a tientas. Algo difícil, y más si se piensa que cabalmente en aquellos años se estaba incubando el universo político inmediatamente posterior que se instalaría en Europa durante los cien años siguientes. 
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1.  LA POLÍTICA PROGRESISTA 




			



			 




			Progresismo y liberalismo.– Progresistas y moderados.– Apogeo del progresismo civil.– Los programas de Mendizábal de septiembre de 1835.– La revolución progresista: excurso.– Pensamiento político de Mendizábal.- La revolución de Mendizábal en marcha: febrero y marzo de 1836.– Lo que se debió a Mendizábal y lo que se debió a las Cortes. 




			



			 




			Progresismo y liberalismo 




			



			 




			En las siguientes líneas va a adelantarse un juicio global y aproximativo de la obra de un Ministerio –o, si se quiere, de un partido– que luego se analizará minuciosamente a lo largo de este extenso libro. Pero inmediatamente comprobaremos lo difícil que es imputar a los gobiernos progresistas unas realizaciones concretas, puesto que la mayor parte deben llevar la etiqueta de «liberales» y no la de «progresistas» en sentido estricto. 




			La Constitución, por lo pronto, fue aprobada por unas Cortes progresistas ciertamente, mas está fuera de duda que su contenido fue el resultado de una combinación de elementos moderados y progresistas, quizás con predominio de aquéllos. Fue, por tanto, una equilibrada constitución liberal que no debiera ir acompañada de otras calificaciones restrictivas. 




			La desamortización  eclesiástica tampoco fue, contra lo que suele afirmarse, una aportación genuina del progresismo y mucho menos de Mendizábal, ya que venía de antes, del Antiguo Régimen y se prolongó durante todos los períodos constitucionales. Los gobiernos progresistas recogieron esta tradición aunque en el último momento la exacerbaron incluyendo la supresión total de las corporaciones eclesiásticas, que fue su aportación original al proceso. El arreglo del clero tampoco fue nada original puesto que los trabajos habían comenzado ya bajo el Ministerio de Toreno, mientras que la supresión del diezmo se había iniciado durante el Trienio de 1820 a 1823. De esta manera la reforma eclesiástica y la transformación de la Iglesia Católica y su inmediata repercusión en la estructura social deben imputarse al liberalismo y no, como acaba de indicarse, a su estirpe progresista. La política nobiliaria fue todavía más conservadora incluso. Los liberales, que se habían enfrentado resueltamente a la Iglesia, no se atrevieron a hacerlo con los nobles, con los que pactaron en la capital cuestión de los señoríos. La pérdida de los privilegios políticos de los nobles y señores se había producido ya en 1812 y en la constitución de 1837 se atenuó en cierta medida a través del Senado. Algo parecido debe decirse sobre la propiedad, ciertamente transformada hasta convertirse en una propiedad «burguesa»: liberal pero en modo alguno progresista. Lo que también es aplicable a las actividades industriales, comerciales y profesionales, inequívocamente liberales. 




			Los progresistas nada específico hicieron de relevancia en punto a la organización territorial e institucional del Estado; el reconocimiento de la independencia de los nuevos Estados americanos fue la sanción ya indiscutible de un hecho recibido, mientras que la cuestión foral se les escapó de las manos y el régimen de las provincias ultramarinas fue un simple acto de saqueo en beneficio de las clases superiores de la burocracia, el Ejército y el comercio. El régimen de libertad de imprenta careció de singularidades propias del progresismo. Y, en fin, los generales terminaron apoderándose de la guerra, patrimonializada en su beneficio y en el de los capitalistas. 




			Entonces, ¿en qué consistió la «grandeza» de la política progresista? No, desde luego, en su originalidad, como acaba de verse, sino en su  efectividad, ya que tuvo el acierto de saber recoger el acervo liberal y el  haber logrado realizarlo, al menos en parte, en los sucesivos gobiernos  de Mendizábal, Calatrava y Bardají.  




			Conforme aumenta la distancia cronológica, se van borrando las diferencias de las estirpes progresista y moderada, que inicialmente formaban el eje histórico de la época, al tiempo que se comprende cada vez mejor la artificiosidad de sus aparatosas contradicciones. La perspectiva de altura permite escapar del estruendo de lo cotidiano así como percibir voces antes no escuchadas. Poco a poco se afirma la conciencia de que «las grandes cuestiones» no eran las que obsesionaban a los cronistas coetáneos ni preocuparon a los historiadores inmediatamente siguientes. 




			



			 




			Progresistas y moderados 




			



			 




			Acabamos de ver la dificultad de identificar en la época que nos ocupa una política progresista genuina, es decir, inequívocamente distinta de la moderada. El enfatizar lo que unía a las dos estirpes liberales frente a lo que las separaba es muy fácil y parece evidente: el origen social y la formación ideológica de sus representantes, el pasado compartido en el poder, en la emigración y en la cárceles, el mismo enemigo absolutista y sobre todo la comunidad de intereses económicos. Todo esto parecía tener más peso que lo que les separaba, que en último extremo podía reducirse a rivalidades personales entre los prohombres y la repartición del botín  del Poder entre sus seguidores. Impresión que se confirma al analizar las decisiones fundamentales. Podrá decirse que ésta es una visión demasiado simple y descaradamente materialista del pasado, pero en verdad resulta difícil encontrar una lucha de ideas auténticas en los feroces enfrentamientos entre Istúriz y Mendizábal, entre Espartero y Narváez: sólo se ven intereses económicos y ambiciones personales. Y éste era el panorama que, por ejemplo, fue describiendo cada día el embajador de S. M. británica en Madrid: un testigo insobornable de todo lo malo y todo lo pequeño que hacían los españoles en aquel momento. Pronto podrá comprobarse que en todos los epígrafes de este libro estará presente la cuestión de la diferencia entre progresistas y moderados, templados y radicales. 




			Con un conocimiento personal directo de la situación pero aprovechándose de la perspectiva que le proporcionaba una distancia de diez años, pudo escribir Balmes en El pensamiento de la Nación de 14.12.1846 que en la época de las Constituyentes los progresistas creían en y usaban de la fuerza y se apoyaban en la industria y el comercio, mientras que los moderados se apoyaban en la inteligencia y en la riqueza territorial, resumiendo en una frase ingeniosa que «los progresistas son hombres de acción revolucionaria y los moderados de goce revolucionario» como habían probado beneficiándose, sin mancharse las manos, de la desamortización eclesiástica que sus adversarios habían realizado. 




			La elocuencia de estos hechos no permite, sin embargo, pasar por alto una actitud cainita de la política de la época expresada en discursos apasionados y en una práctica diaria de áspera enemistad: exclusión implacable de los adversarios en los bancos del Congreso y en las filas de la Administración, dureza de las acusaciones recíprocas, retórica periodística, maniobras de sociedades secretas, posicionamiento enfrentado respecto a la intervención militar extranjera, ferocidad de las bullangas callejeras... ¿Cómo dar entonces tanta importancia a los lazos familiares cuando desde el Gobierno se condenaba a los moderados emigrados y se les secuestraban sus bienes? ¿Cómo entender, y en su caso armonizar, estas tesis tan incompatibles?  




			Las relaciones políticas, como todas las sociales, son siempre complejas y se desarrollan en una pluralidad de vertientes que generan tensiones aparentemente insuperables. En el panorama español de 1836-1837 se dibujaron inequívocamente dos partidos –el liberal y el carlista– con fronteras aparentemente nítidas, aunque con el tiempo se comprobaría que no lo eran tanto. Y dentro del liberalismo fueron diferenciándose varios grupos como estirpes de una misma familia: progresistas y moderados. Pues bien, para la historia tradicional la vida política de la Regencia de María Cristina fue sencillamente la lucha entre estas dos estirpes que durante la etapa de las Cortes constituyentes se caracterizó por el aplastamiento de uno de estos dos bandos, el de los moderados, que permitió el gobierno pacífico y fructífero de sus contrarios. 




			El examen detallado de los acontecimientos que tuvieron lugar entre agosto de 1836 y diciembre de 1837, tal como se ha realizado en este libro, nos ha obligado, sin embargo, a rectificar el relato tradicional puesto que, dejando a un lado el frente carlista, la verdadera lucha de los liberales no fue entre progresistas y moderados sino que tuvo lugar, dentro del progresismo, entre sus fracciones templada, avanzada y radical, entre sus alas derecha e izquierda si quiere emplearse esta terminología hoy más usual. El Diario de Sesiones de las Cortes y la Prensa nos ofrecen testimonios irrecusables de que el núcleo de las tensiones políticas se encontraba entre estos dos bandos de la misma estirpe y no entre las dos estirpes de la familia liberal. Los moderados no podían protagonizar una batalla parlamentaria de la que habían sido excluidos de antemano en una maniobra electoral previa. 




			Ahora falta esperar que el tiempo confirme o rechace –y en todo caso afine– esta interpretación de las Cortes constituyentes de 1836-37 y del destino del progresismo civil. Y sin perder nunca de vista una cautela general, a saber, que los conceptos que hoy usamos como valor fijo no tenían entonces un alcance preciso sino más bien aproximativo, brumoso, incierto, con fronteras borrosas que impedían identificar lo progresista y lo moderado. Ésta es la tesis de Burdiel (1987, 276) que le permitió decir que «la conocida identificación apriorística del gobierno Mendizábal con el liberalismo avanzado progresista, concebido éste como un todo homogéneo, tenía tan poco sentido en el momento de abrirse las Cortes (1835) como la identificación de la oposición al mismo como un bloque moderado o conservador de similares características». 




			



			 




			Apogeo del progresismo civil 




			



			 




			El Ministerio Calatrava-Mendizábal inició su gobierno, y lo mantuvo durante un año completo, en unas condiciones óptimas que permitieron el apogeo de la política progresista civil, que entonces era la única imaginable. Tenía, además, a sus espaldas un año –con el breve, aunque perturbador, paréntesis de Istúriz– del Gobierno de Mendizábal que le había permitido poner en marcha, e incluso desarrollar apreciablemente su programa inicial. Con este respaldo tuvo por delante otro año entero para completar sus propósitos, contando como contaba con el apoyo de unas Cortes exclusivamente progresistas y sin la zozobra de la amenaza de revueltas populares (tal como le habían garantizado Caballero y López al asociarse al Gobierno), aunque sí de conspiraciones y con la incomodidad de saberse no querido en Palacio. En estas condiciones nada tiene de particular su éxito. 




			La política progresista llegó a su cenit, desde luego, en el año 1837,  pero no alcanzó sus objetivos puesto que fracasó en casi todos los puntos  fundamentales y sus logros, por otra parte, no pueden atribuirse exclusivamente a este partido, según acabamos de ver. Con la sorprendente peculiaridad de que al alcanzarse el apogeo no se produjo después un lento declive sino un derrumbamiento súbito y tan demoledor que cuando resurgió el partido progresista unos años después, ya era otra cosa sustancialmente distinta, puesto que volvió a golpe de espada y por vivir bajo la tutela militar, merece el nombre de «progresismo militar». La verdad es que, según se ha aludido ya, el progresismo civil fue en España flor de un día abrasada pronto por su profundo fraccionamiento y por el implacable fuego militar. 




			Por utilizar las palabras de un historiador rigurosamente coetáneo, el continuador de la Historia de Mariana (que en esta edición no fue Chao, como suele decirse) escribió a este propósito en 1842 (120) que «el plazo que se señaló para llevar a cabo la grande obra de la pacificación espiró antes de que hubieran podido plantearse las más indispensables reformas. Esta especie de empirismo político con que quiso halagar las esperanzas de una nación ansiosa de paz y de beneficios, no fue parto de una ambición mezquina sino fruto del mejor deseo: con todo falló el pronóstico y los que antes habían apurado las frases de alabanza creyéronse autorizados ahora para retractarse solemnemente (...) y en aquel mismo Congreso de quien esperaba Mendizábal su triunfo, se enrobusteció el poder que tardó poco en derrocarle». 




			Cuando se examinan con cuidado los episodios de aquella época, inmediatamente se comprueba que las circunstancias no eran tan favorables al Gobierno como parecían a primera vista, mientras que las dificultades se abultaban desmesuradamente. Por lo pronto el Ministerio tenía un problema de legitimación, puesto que nació en la cuna espuria de La Granja y, aunque no faltaron fáciles justificaciones, la realidad se vengó de tal manera que lo que empezó entre sargentos de La Granja acabó entre oficiales de Pozuelo. 




			En segundo lugar, la exclusión total de los moderados en el Congreso resultó a la larga inútil, cuando no perjudicial, puesto que las ideas moderadas se introdujeron subrepticiamente en la Constitución de 1837. En cualquier caso, la falta de adversarios exteriores, que hubieran fomentado la unidad para hacerlos frente, fomentó la división interna de los progresistas: al calor precisamente de una constitución demasiado escorada hacia el moderantismo y de una revolución social débilmente ensayada que frustró las esperanzas de los radicales. 




			La constitución de 1812 fue la piedra de escándalo del nuevo régimen porque estando escrita en su bandera y habiéndola puesto en la boca de las masas y en los sables de los sargentos sublevados, de repente desapareció y el nuevo lema consistió en la redacción de otra (lo que por lo demás ya había prometido el derribado Ministerio Istúriz). Como puede suponerse, este escamoteo irritó a los diputados que seguían siendo fieles al texto gaditano, quienes acusaron inmediatamente al Ministerio de traidor. Porque si estaban dispuestos a tolerar una reforma, no desde luego una sustitución y menos por otra de tintes tan moderados. El otro motivo de disidencia fue la revolución social, de la que se distanció Mendizábal temperamentalmente, ya que nada le horrorizaba tanto como la democracia, el desorden público y la reivindicación social entendida en el sentido propugnado por el ala izquierda (al estilo de Diego Montoya o Flórez Estrada). Al menos así lo vemos ahora nosotros porque, por el contrario, para su hagiógrafo coetáneo García Tejero (I, 244), «pensaba Mendizábal que era necesario en España anticipar la revolución social a la revolución política, caminando en ésta con lentitud al paso que rápidamente en aquélla. Porque suponía, y con razón, que en 1814 y 1823 se había perdido la libertad por no haber creado intereses materiales y que la aplicación de las teorías políticas no podía ser bien apreciada de los muchos cuando eran comprendidas de muy pocos. Sólo mejorando las condiciones de bienestar de las diferentes clases de la sociedad, desde la más baja a la más alta, era como los gobiernos podían tener derecho a que los pueblos se armaran en masas». Un juicio que ya no podían compartir –y ni siquiera entender– los analistas del siglo XX y mucho menos los del XXI. 




			En cualquier caso las fisuras constitucionales y sociorrevolucionarias provocaron una fractura irremediable del bloque aparentemente firme de la mayoría progresista, que facilitó la aparición de fracciones ciertamente progresistas pero antimendizabalistas, que con su tenacidad fueron deteriorando golpe a golpe al Ministerio y facilitaron el tiro de gracia definitivo, que vino de fuera –de Palacio instigado por los militares– pero que sin las divisiones internas previas quizás no hubiera podido justificarse. 




			Sea como fuere, Artola (1986, 171), a la hora de hacer un balance de la obra del progresismo civil, no ha vacilado en afirmar con elogio que «a pesar de la falta de apoyo que el programa progresista encontraba en Palacio, fue en estos pocos años cuando se produjeron los grandes cambios políticos, militares, sociales, económicos y financieros que hicieron entrar al país en el liberalismo».  




			Entrar en el liberalismo pero ¿a qué precio?: ésa era la cuestión que un poco antes (1981, p. XIII) había planteado Jover con toda crudeza. Porque para este autor la implantación del régimen liberal se había realizado a través de un doloroso proceso «en el cual una sangrienta guerra civil, el escamoteo de una auténtica revolución campesina y la conformación definitivamente oligárquica y ambigua del régimen liberal español servirán de contrapunto, de sombrío reverso, a un gran logro histórico: la implantación de un régimen constitucional y parlamentario». 




			Para ciertos ideólogos existen fenómenos históricos que suponen «un bien absoluto», de tal manera que cuando se producen es cuando la Humanidad avanza, caiga quien caiga y lo que caiga: la superación del feudalismo, la imposición de la civilización europea y de la religión cristiana por medio de la colonización de países salvajes, la independencia de Estados nuevos, hoy la democracia formal. Pues bien, para los que así piensan, es claro que cuando se alcanza uno de estos hitos hay que pasar por alto «el reverso sombrío» del fenómeno y por supuesto no hay que tener en cuenta la opinión de los presuntos beneficiados y perjudicados efectivos, que se supone fruto de su ignorancia como, en expresión célebre, los niños que lloran cuando se les quiere lavar. 




			Lo que sucede es que en muchos casos las nuevas fórmulas históricas van acompañadas de determinadas «malformaciones» que, como mínimo, hacen dudar de si se trata de un paso adelante y que el propio Jover ha identificado sin vacilar (p. XLVI): En primer lugar, la conformación oligárquica del poder político; en segundo lugar la suplantación del sufragio: la administración tiende a sustituir, o sustituye de hecho, a la representación; en tercer lugar, la estructura de los partidos políticos no responde a la función que les atribuye un régimen representativo; y en cuarto lugar la confusión entre poder civil y poder militar. En suma –resume este autor– una suplantación de un orden constitucional y una realidad social conformada a través de una revolución burguesa incompleta. A fin de cuentas la elogiosa constatación de Artola no es incompatible con las prudentes cautelas de Jover: las realizaciones progresistas trajeron a España el sistema liberal, pero lo hicieron en condiciones tan deplorables que distorsionaron su futuro durante más de un siglo. Como ya hemos dicho nosotros en la Historia administrativa de la regencia de María Cristina (1994), en España el Estado liberal constitucional «nació mal» y con ello se condicionaría sin remisión su destino futuro desperdiciándose entonces la oportunidad de seguir el curso de los Estados europeos que se tenían por modelo. En el presente libro podremos ver confirmada esta tesis. El Estado liberal constitucional español no llegó a ser una simple caricatura pero sí, desde luego, una falsificación del que se quiso implantar y que todavía hoy sigue publicitándose. 




			El apogeo del progresismo civil ofrece, en definitiva, unas características singularísimas y un tanto contradictorias que importa conocer para poder entender no sólo lo que sucedió en España en aquellos breves años sino en las décadas siguientes. En primer lugar, su mejor acierto fue el de haber aprobado una constitución conciliadora con la ideología de sus adversarios los moderados. Su política, en cambio, no puede enjuiciarse favorablemente puesto que, además de ser en gran parte rabiosamente sectaria, fracasó por completo y su expresión normativa fue pésima sin paliativos. Pero aún resultó más grave, con todo, la implosión que padeció, de tal manera que el progresismo se hundió no por culpa de sus fracasos, ni mucho menos por la oposición de los moderados, sino por su suicidio: por el fraccionamiento de su mayoría parlamentaria desgarrando un bloque inicialmente poderoso en unos bandos intestinos sin otra preocupación que la de destrozarse. Triste destino el de esta estirpe condenada a sufrir tales implosiones siempre que llegaba al Poder, como sucedería más adelante durante la Regencia de Espartero. A los historiadores actuales compete el grave compromiso de desmitificar esta leyenda tan maliciosamente formada, separando el grano de la paja, poniendo las cosas en su lugar y, sobre todo, escuchando la voz de los que hasta ahora han permanecido forzosamente en silencio o, en otras palabras, visitando la cara oculta de la luna. Una tarea que exige tanta paciencia como coraje y que seguro llevará mucho tiempo, pero en la que ya se han dado los primeros pasos. 




			 


			

			Los programas de Mendizábal de septiembre de 1835 




			



			 




			1. Apartándose de las prácticas políticas de la época, el primer acierto de Mendizábal cuando llegó al Poder en el verano de 1835 fue publicar un Programa –el famoso «programa de septiembre», que convertiría a su autor en el «hombre de septiembre»– en el que anunciaba las líneas concretas de la política que pensaba desarrollar, que encandiló de inmediato a los progresistas y animó las esperanzas de todos los liberales, harto apagadas a la sazón por el escaso éxito –en la guerra, en la Hacienda y en la gestión administrativa– de los Ministerios anteriores de Martínez de la Rosa y de Toreno. Los políticos de entonces acostumbraban a moverse entre vaguedades retóricas, mientras que ahora el nuevo astro ofrecía objetivos algo más precisos. Seducidos por esta novedad, de la noche a la mañana se convirtieron buena parte de los liberales al «credo programista», que era confesarse mendizabalistas netos y progresistas sin saberlo. Porque Mendizábal había aparecido súbitamente en el horizonte con los atributos favorables de un hombre nuevo: sin el peso de la tradición fernandina de Cea ni los acartonamientos de Martínez de la Rosa o la sospechosa moral de Toreno. Con él percibía la nación que iba a empezar una época distinta, que la transición se cerraba, que se abrían otros caminos y nadie mejor para ensayarlos que este hombre adiestrado no en el parlamento sino en los negocios: un mago de la Bolsa, ya de por sí milagrosa, que venía acreditado, además, por sus pasados éxitos en Portugal. ¿Por qué no iba a poder repetir en España lo que ya había logrado, aunque no se supiese bien cómo, en el país vecino? 




			Los liberales exaltados le recibieron bien puesto que su pasado le avalaba en tal sentido; mientras que los moderados confiaban en la prudencia que forzosamente tenía que haber aprendido en sus años de emigración y por su experiencia de banquero. El 4 de octubre de 1835 La  Abeja se pronunciaba sin reservas a su favor: «La marcha del actual Ministerio satisface a todos los que de buena fe quieren tranquilidad, orden y libertad». 




			Veamos, pues, qué decía este precioso documento, al tiempo ambicioso y prudente, cuyo objetivo último, cifra de la concordia nacional, era «procurar y afianzar en las prerrogativas del Trono los derechos y los deberes de los pueblos»:  




			



			 




			constituido un Ministerio compacto, fuerte, homogéneo y sobre todo responsable, que se robustezca con la simpatía y el apoyo de la representación nacional, el Gobierno de V.M. habrá de intentar simultánea e incansablemente sus conatos y tareas a poner breve y glorioso fin sin otros recursos que los nacionales a esta guerra fratricida (...); a fijar de una vez y sin vilipendio la suerte futura de las corporaciones religiosas; a consignar en leyes sabias todos los derechos que emanan y son, por decirlo así, el único y sólido sostén del gobierno representativo; a reanimar, vigorizar, por mejor decir, a crear y fundar el crédito público.  




			



			 




			Esto era todo: hoy nos parece reducido y vago; pero en el momento de su aparición supuso un catecismo minucioso de creencias y de objetivos, una aurora de ilusiones que vivificó los páramos resecos de la política española. 




			Como puede verse, nada de revolucionario había aquí. Se trataba más bien de «un justo medio», que ningún político, ni progresista ni moderado, podía rechazar. En esto consistía su principal atractivo, junto con la circunstancia de su (relativa) concreción, que permitía ahora saber a los españoles a dónde iban a ser conducidos. Por supuesto que en él faltaban muchas cosas: unas vedadas por el contexto, silenciadas otras por la prudencia y otras, en fin, no aparecían sencillamente porque, con el apresuramiento de su venida a España y su inexperiencia de gobierno, nada tenía pensado todavía el novel presidente, el moisés dispuesto a conducir a través del desierto al pueblo liberal escogido hasta la tierra prometida del progresismo feliz. 




			La mayor parte de los liberales deseaban una constitución, preferentemente la de 1812 con o sin reformas, que era la que conocían; pero no podían echar en cara al autor su ausencia en el Programa porque se sabía que su creación precisaba de la aquiescencia, más o menos forzada, de la Reina Gobernadora y lograrlo era cosa de las Cortes, según se había visto ya en la reciente práctica de los Estamentos. Eso vendría, por tanto, después y caería por sí sola del árbol como fruta madura. 




			La segunda ausencia importante era la de las contribuciones, que agobiaban a los pueblos tanto como la guerra civil con la que estaban tan íntimamente relacionadas. Era extraño, pues, que no se aludiese a esta cuestión anunciando, al menos, su estudio y reforma, porque lo más grave no era el montante de los impuestos sino las deficiencias del sistema, de tal manera que era evidente que así no se podía continuar ni en la guerra ni en la paz. Pero es el caso que Mendizábal en aquel momento no tenía idea alguna sobre el particular: ni genérica ni concreta. Era un especialista del crédito y creía que con el crédito y la Bolsa podía arreglarse todo, como le había sucedido a él por experiencia personal. Luego se vería que en los dos años de su gobierno nada se hizo sobre este punto, salvo encomendar a un puñado de expertos la realización de un estudio profundo, cuyas conclusiones llegarían demasiado tarde, cuando ya no estaba en el Poder y sus sucesores no se atrevieron a recogerlas. 




			Con estas breves alusiones a lo que faltaba en el Programa podemos pasar a hacer un repaso de lo que en él se decía. Por lo pronto, el principio del texto no pudo resultar más desafortunado. El Programa presuponía, en efecto, la constitución de «un ministerio compacto, fuerte y homogéneo» y esto es algo que no consiguió hacer nunca Mendizábal, cuyo Ministerio –parafraseando a Larra– fue él, sin otra compañía que la de Gómez Becerra, pues su fuerte personalidad y su confianza en sí mismo le impedían gobernar desde un gabinete colegiado y prefirió acumular en su persona, por muy incongruente que resultara, varias secretarías del Despacho. Lo que, por cierto, no se repitió bajo la presidencia de Calatrava; aunque bien es verdad que los despropósitos fueron aún mayores con Bardají, hasta tal punto que parecía que los progresistas civiles no tenían hombres capaces para formar un Ministerio «compacto, fuerte y homogéneo». Ni tampoco «responsable», cuarto adjetivo de su Ministerio ideal, porque, aunque se intentó con cierta sinceridad, el hecho es que se consumieron las tres legislaturas progresistas sin llegar a aprobarse la ley de responsabilidad ministerial. En definitiva, por tanto, el fracaso del Programa en este punto fue total, sin excusas ni paliativos. 




			El segundo extremo del Programa se refería a la colaboración entre el Ejecutivo y el Legislativo, puesto que aquél debía «estar robustecido con la simpatía y el apoyo de la representación nacional». Esta expresión era ambigua y hasta sospechosa desde el punto de vista constitucional, pero muy realista. Las ideas de Mendizábal no podían ser más claras en este punto: el Gabinete era el motor del aparato político, a quien las Cortes debían robustecer y apoyar, es decir, sin menguar su protagonismo; un presidencialismo inequívoco frente a la fórmula parlamentarista de la constitución gaditana. Y para lograrlo no tuvo nunca demasiados escrúpulos. Las Cortes moderadas de 1835 le eran favorables; pero a la primera vacilación que tuvieron, en febrero de 1836, no dudó en disolverlas para reunir otras de fidelidad absoluta; y nada digamos de las constituyentes cuyo comportamiento se analizará en este libro con todo detalle. Un comerciante, un bolsista, no podía pensar de otro modo. Desde que se independizó mercantilmente para fundar su propia Casa, Mendizábal había actuado solo, tomando por sí mismo las decisiones, sin consejos de administración ni asambleas de accionistas, y así había triunfado. Ahora ya no podía cambiar y le costó luego mucho acostumbrarse a las reglas de comportamiento del juego parlamentario en el que de pronto, sin experiencia anterior alguna, iba a participar. 




			El objetivo primero del Gobierno había de ser –según el Programa- «poner breve y glorioso fin a esta guerra fratricida». Como éste era el evidente deseo de todos los ciudadanos, nada nuevo se decía aquí salvo un añadido capital, a saber, que esta tarea se pensaba realizar «sin otros recursos que los nacionales». Con esta acotación se marcaba una nota específica del progresismo, frente al afán intervencionista de los moderados. Ahora bien, ¿a qué recursos se estaba haciendo referencia? Porque bajo su patrocinio estaban las tres legiones extranjeras, la flota británica y la enorme cantidad de armamento inglés que constantemente se recibía. Y si no llegaron créditos extranjeros suficientes fue porque no pudieron obtenerse, aunque bien se intentó. En cualquier caso, de sobra es sabido que mientras Mendizábal estuvo en el Poder, la guerra fratricida andaba más lejos que nunca de tener un fin breve y glorioso. 




			Otra promesa no cumplida fue –pero en este caso de forma deliberada– la de «fijar de una vez y sin vilipendio la suerte futura de las corporaciones religiosas». Esta frase, dentro de su ambigüedad, suponía una continuación de la línea seguida por los gobiernos anteriores y no comprendía desde luego su extinción, que fue lo que realmente se hizo después. Ni tampoco pueden incluirse aquí las medidas adoptadas con el clero secular en las importantes leyes del diezmo, arreglo y venta de alhajas y campanas. La posterior legislación eclesiástica, en suma, nada tuvo que ver tampoco con la anunciada en el Programa. 




			La expresión «derechos que emanan y son el único y sólido sostén del gobierno representativo» no  puede ser más enigmática; aunque en cualquier caso es innegable que los progresistas atendieron cuidadosamente este capítulo de los «derechos» sin perjuicio de que por las circunstancias de la guerra no dudaron en limitar drásticamente su ejercicio en materias tan sensibles como la inviolabilidad personal y la libertad de imprenta. 




			Y, por último, el crédito público que se prometió «reanimar, vigorizar y, por mejor decir, crear», de hecho fue literalmente arruinado como consecuencia del impago de los intereses de la Deuda exterior, aunque en su haber pueda contarse la continuación de la política de Toreno sobre liquidación de obligaciones y consolidación de los títulos. Muy negativo fue, en cambio, el dato de la opacidad de sus operaciones, de las que mil veces se le exigieron cuentas y siempre se las arregló para no darlas. 




			La Gaceta, portavoz oficioso del Gobierno, publicó inmediatamente después un artículo en el que explayaba el programa en los siguientes términos: «El Gobierno español está seguro de terminar pronto y gloriosamente la guerra de las Provincias Vascongadas con sólo los recursos nacionales. Restablecida ya la confianza, bastará el movimiento rápido y ascendente del crédito público para proporcionar medios; y para conseguir este resultado no habrá necesidad de aumentar en un maravedí la deuda pública, bastando los recursos ordinarios y los del crédito (...) Cuando penetren (las tropas) en el país enemigo, no les ha de faltar un solo hombre del número que se juzgue necesario para concluir la guerra en pocos días. Es probable que el actual ministro de Hacienda tenga concebido un sistema administrativo de este ramo (...) pero se guardará muy bien en emprender su planta en la totalidad hasta que lleguen las circunstancias propicias para el buen éxito. (...) Un pedante se apresurará siempre a manifestar lo poco que sabe; un empírico promete y alucina aunque no sepa si podrá cumplir sus promesas; el verdadero publicista, el hombre de conciencia ni hace más promesas que las que está seguro de realizar ni emprende la ejecución de su plan hasta que llegan las circunstancias oportunas y la estación conveniente». Palabras premonitorias con las que él mismo estaba trenzando la cuerda con la que luego se había de ahorcar. 




			Una visión oficialista que no compartiría años más tarde Marrast (505) cuando escribió comentando este ambiente que «se produjo un serio malentendido en torno a la declaración de septiembre de 1835, que sentaba las bases de un contrato consensual y se presentaba como lo que iba a dotar a España de una verdadera monarquía tradicional según el modelo inglés: los liberales exaltados vieron en ella esperanzas de una ampliación de las libertades y cierto espíritu democrático; y los moderados vieron un proceso de prosperidad para la burguesía de los negocios y del comercio». Con el resultado final de un malentendido que no tardaría en provocar tensiones crecientes. 




			Resumiendo: el célebre Programa de septiembre, que tanta popularidad dio inicialmente a Mendizábal, aparte de haber fracasado casi en  su totalidad no puede considerarse como una referencia fiable de la política progresista ya que fue un engaño deliberado o, en el mejor de los  casos, tratándose de una apresurada improvisación, sus intenciones se  alteraron sustancialmente sobre la marcha.  




			Mayores consecuencias prácticas tuvieron las disposiciones contenidas en el Proemio del Real decreto de 28 de septiembre del mismo año, que pueden considerarse como un complemento de las de su programa político propiamente dicho. En este Real decreto se declaró, en efecto, la necesidad generalmente reconocida de celebrar una reunión de Cortes del reino, «de acuerdo con la autoridad del Cetro». Ahora bien –se añadía– «tres arbitrios ocurren para lograr tan deseado fin: 1.º La convocatoria de nuevas Cortes en virtud de un sistema de elección, también nuevo, promulgado por V.M. 2.º La convocatoria de nuevas Cortes en virtud de la ley electoral que actualmente rige. 3.º La convocatoria de las Cortes actuales para formar una nueva ley de elecciones». 




			Como es sabido esta tercera fue la opción escogida para la convocatoria que en la misma fecha se realizaba y en la que se establecía que estas Cortes, que se reunirán a la mayor brevedad posible, «revisarán, de acuerdo con la autoridad de la Corona, el Estatuto Real para asegurar de una manera estable y permanente el entero cumplimiento de las antiguas leyes fundamentales de la monarquía; desenvolverán los principios de gobierno contenidos en la exposición de 14 de septiembre (...) y que he tenido a bien aprobar; y en fin, constituirán definitivamente la gran sociedad española». 




			Así completado el programa inicial, la política de Mendizábal marcaba una ruptura aperturista hacia el constitucionalismo liberal sin otro límite que el de la conformidad con la Corona y que anunciaba un proceso pacífico y controlado con un paso que parecía inevitable: la redacción de una nueva constitución que dejase atrás para siempre las pautas del Estatuto Real pero de creación original, es decir, sin volver la vista atrás para recuperar la constitución de 1812. Una opción política plausible que se frustró inesperadamente para dar paso a otra completamente distinta. El Ministerio de Istúriz, que sustituyó bruscamente al de Mendizábal en mayo de 1836, recogió esta idea y hasta llegó a formular un proyecto de constitución en tal sentido que, sin embargo, no hubo tiempo para desarrollar, puesto que las sublevaciones provinciales de aquel verano y el motín de La Granja rompieron las reglas previstas del juego para imponer la alternativa de la Constitución de 1812. Con ello, el proceso aperturista de  septiembre de 1835 se transformó en una ruptura, el liberalismo se convertía a la fe progresista y el progresismo encontró su propio camino,  sus señas de identidad. Esto es lo que históricamente anunciaba el Ministerio Calatrava-Mendizábal y a lo largo de este libro veremos hasta qué punto se consumó su prometedor destino. 




			2.  Los programas políticos de Mendizábal de 1835 nos dan pie para examinar algunas de las cuestiones más oscuras de la historia de España de aquellos años y que tanto habían de incidir posteriormente en el resto del siglo: ¿por qué se llamó a Mendizábal y qué se esperaba de él? Sin perjuicio de que estas preguntas han de aparecer repetidas veces a lo largo del libro, conviene adelantar ya una primera aproximación. 




			El motivo de la llamada sigue siendo desconocido y mientras no aparezca alguna nueva fuente aclaratoria así continuaremos. Este personaje no había tenido en España ninguna actuación política relevante. Su prestigio venía de la solidez de su Casa de Banca en Londres aun sin haber llegado a ser un banquero de primer orden europeo y, sobre todo, su brillante intervención en Portugal. Pero con su presencia se rompió una tradición de gobierno habida cuenta de que Mendizábal no era un político profesional como Cea, Martínez de la Rosa o Toreno. Un dato que nos sirve para conjeturar la hipótesis de que no fue nombrado para dirigir la política nacional sino para atender el Ramo de su especialización, es decir, la Hacienda. Hasta aquí nada había de extraordinario en su nombramiento aunque desde luego común no fuera. Lo verdaderamente sorprendente fue el paso posterior, cuando saltó de simple secretario de Despacho a presidente del Consejo de Ministros sin perjuicio de que fuera formalmente interino, porque este cargo exigía ya una responsabilidad universal y más cuando se piensa que ocupó simultáneamente varias carteras. 




			Por otro lado, ¿qué se esperaba de él como presidente de un Ministerio liberal? Desde luego no una línea progresista porque no existía; y menos aún una radical porque sus ideales juveniles y su cargo de intendente del ejército de Riego no suponían un aval seguro en tal sentido. Si se hubiera querido un personaje de esta calidad, el hombre ideal hubiera sido Istúriz. Cuando Mendizábal llegó a España –luego hemos de verlo– se había pronunciado a su paso por París en términos inequívocamente moderados y en general encajaba perfectamente en un Gabinete encabezado por Toreno, sin que tampoco pudiera valorársele por su Programa de septiembre, aceptablemente avanzado, ya que, como simple ministro, todavía no lo había publicado. 




			En su primera y decisiva entrevista con Toreno adoptó, no obstante, una postura que permite caracterizarle: aun cuando no estaba de acuerdo con las juntas populares provinciales de aquel verano, tampoco estaba dispuesto a disolverlas por la fuerza sino que pretendía integrarlas pacíficamente en el sistema mediante una fórmula de compromiso. Un gesto con el que marcó su distancia con Toreno. En el dilema Toreno versus Mendizábal la Reina Gobernadora se inclinó por este último, no por predilección personal ni política sino por temor a las juntas provinciales que parecían dispuestas a continuar derramando sangre y estaban sacudiendo el Trono con tanta violencia como los carlistas. 




			Como consecuencia de esta presión popular cayó Toreno y se volvió la página política que resultó ser progresista pero más bien por azar, ya que nadie esperaba que Mendizábal lo fuera con la contundencia que empleó a partir del voto de confianza. Quede claro, por tanto, que la iniciativa no había partido de él sino de las juntas populares, que fueron las que dieron el empujón. Como debe quedar claro también que, una vez iniciada la senda progresista, quien la recorrió sin vacilar, aunque con prudencia, fue Mendizábal y no las Cortes, puesto que el grueso de la política más avanzada tuvo lugar cuando las Cortes no estaban reunidas. Siendo de notar finalmente que luego, durante las Cortes constituyentes, la política ministerial perdió buena parte de su energía: lo que posiblemente haya que atribuir al distanciamiento de Caballero y López que habían sido los instigadores del ímpetu avanzado inicial de Mendizábal. 




			



			 




			La revolución progresista: excurso 




			



			 




			Con la palabra revolución estamos invocando deliberadamente uno de los fantasmas que más obsesionaron a los políticos de aquellos años y que más quebraderos de cabeza han proporcionado a los historiadores y politólogos de todos los tiempos. 




			Mucho se ha escrito, en efecto, sobre el pretendido carácter revolucionario del progresismo y es de notar que la literatura siempre ha tendido a imputar personalmente a Mendizábal el impulso revolucionario casi como si el resto de los políticos de la época fueran meros comparsas o ejecutores, como si la mano de este personaje hubiere dirigido las Cortes de Cádiz y los Ministerios del Trienio. En la clásica formulación de Fernández de los Ríos (Estudios, I, 235), donde se enumeran las distintas piezas que componen la revolución, «la obra de Mendizábal (...) viene a ser la cifra de las reformas revolucionarias en la España moderna. Si se borrara de nuestra legislación la ley de señoríos, si desapareciera la desvinculación, si renaciesen los privilegios contra la agricultura, si se restableciera el diezmo, si renacieran los privilegios contra la agricultura, si se resucitaran los conventos, si se devolvieran al clero sus fincas rústicas y urbanas, si se anulara la redención de los censos, si volviese a amortizarse otra vez la propiedad del municipio, la instrucción y la beneficencia, la sangre derramada y el dinero gastado en aquella guerra civil, representaría simplemente la imbecilidad del pueblo español». 




			Aceptada esta autoría directa o metafórica se explican los odios y las devociones que despertó Mendizábal entre sus coetáneos y que se mantienen todavía en la actualidad. Porque de hecho fue combatido desde «la derecha» por sus excesos revolucionarios y al mismo tiempo desde «la izquierda» cabalmente por su templanza. En estas condiciones, y frente a la tesis de la cita de Fernández de los Ríos, hay que empezar preguntándose si fue de veras un revolucionario o, por el contrario, manejó deliberadamente el freno de la revolución e incluso la traicionó a sangre fría, como sostuvieron sus enemigos del ala radical del progresismo. 




			La filiación revolucionaria de Mendizábal fue en cualquier caso muy cautelosa. Nunca pretendió empujarla sino frenarla e incluso desactivarla de sus rasgos más ásperos: «domesticarla» sería quizás la expresión más propia. Para él era un movimiento social ajeno aunque aspirase a introducirse en ella con el fin de controlarla desde dentro. Ya lo manifestó así en París, camino de Madrid antes de tomar posesión de su primer ministerio y en la correspondencia privada a Luis Fernández de Córdova (en Memorias íntimas de su hermano Fernando, p. 227) insistió sobre ello en términos inequívocos: «Si no aprovechamos el tiempo, la revolución se nos viene encima y nos arrastra»; «marcha delante de nosotros la revolución; los patriotas liberales deben contenerla» (cartas de 3 de abril y 29 de mayo de 1835). 




			La explicación de estas aparentes contradicciones no se encuentra sólo en la ambigüedad del político o de su partido sino también en el concepto mismo de revolución como puede comprobarse con la lectura de Pérez Garzón, B. Clavero, Ruiz Torres, Álvarez Junco y tantos otros. En la clásica formulación de Artola (en el «Estudio preliminar» I, XLVI, al Examen histórico de Argüelles, «la revolución es una acción organizada y violenta dirigida contra el poder con objeto de cambiar el régimen y eventualmente crear una nueva sociedad». En general, para los historiadores y politólogos revolución implica el cambio brusco de una determinada situación que se sustituye por otra contra la voluntad de los privilegiados anteriores, a los que suceden los nuevos dispuestos a operar con otras reglas de juego. La violencia puede aparecer, o no, en este proceso, pero no es una nota esencial sino meramente accidental del fenómeno revolucionario. En este  sentido de un cambio brusco, aunque no violento, de las instituciones, el  progresismo fue una ideología que impuso una realidad revolucionaria;  y consecuentemente Mendizábal fue un revolucionario. 




			Este concepto revolucionario español está tomado literalmente de Andrés Borrego quien así escribía en El Español de 18.5.1836: «Por revolución entendemos los cambios violentos en los cuales la fuerza material se emplea en destruir el antiguo orden de cosas para sustituirle por otro nuevo». Esto era casi un lugar común. La originalidad de Borrego consistía en su afirmación de que esta práctica era inevitable en el pasado, pero que se había hecho inútil con la aparición del constitucionalismo que permitía ya los cambios no violentos sino consensuados en una discusión pacífica. Tal era la esencia de un mensaje que estuvo predicando toda su vida, desafortunadamente sin éxito. Y también en la prensa, pero desde otro bando, en El Eco del Comercio de 14.8.1837 encontramos el siguiente texto: «El Gobierno para restablecer la paz y el equilibrio no ha podido mandar revolucionariamente porque esto no hubiera asegurado la calma ni hecho otra cosa que sustituir a la violencia de los partidos la violencia de la administración». 




			En el imaginario popular –de entonces y de ahora, lo mismo en 1836 que en 1936– la revolución tiene un significado muy distinto, que se asocia con el desorden, las bullangas callejeras, los incendios, los saqueos y asesinatos, aunque las instituciones políticas y sociales no se toquen y todo siga igual al cabo de unas semanas. Desde tal perspectiva, revolucionarios son los que queman conventos (no los que suprimen por ley comunidades religiosas), los que saquean palacios (aunque respeten la aristocracia de la sangre y el dinero), los que asaltan edificios públicos (aunque respeten las instituciones del Estado) y se manifiestan tumultuosamente en una plaza (aunque al día siguiente vuelvan mansamente al trabajo). Lo que queda en el recuerdo es el asesinato de un puñado de frailes, el descuartizamiento de unos militares: de Bassa en Barcelona, de Quesada en Madrid, de Saint-Just en Málaga. Pues bien, en este sentido nadie puede acusar a Mendizábal de revolucionario puesto que tales escenas le horrorizaban y siempre procuró apagar estos fuegos aunque, eso sí, después de haberse calentado en ellos. El partido progresista llegó a especializarse en la promoción de bullangas, asumiendo el precio de los saqueos y asesinatos, mediante la manipulación de unas masas que le allanaban el camino del poder; si bien luego, alcanzado éste, se apresuraba a mandarlas a casa, dando un puntapié, por así decirlo, a la escalera que había utilizado para llegar arriba. Parece que sin los sargentos de La Granja Mendizábal no hubiera accedido en septiembre de 1836 a su silla ministerial y, sin embargo, nadie como él se distanció tan expresamente de este episodio y condenó con tanta energía a sus autores. La distinción entre estas dos acepciones del término la vio muy bien Ferro Montaos en su discurso de 21.3.1837: «Porque no se haya verificado en España desde el 33 al 37 una revolución terrible y sangrienta, una revolución que haya trastornado el edificio social desde sus cimientos hasta su cúpula ¿ha dejado, sin embargo, de verificarse una revolución pacífica y por lo mismo más notable, sublime y gloriosa? ¿Tendría la revolución, tal cual se ha verificado, menos importancia porque no se haya derramado a torrentes la sangre española o hecho rodar la cabeza de su rey desde el cadalso?». 




			En la imagen pública de Mendizábal coincide además una nota que ha contribuido decisivamente a su deformación histórica. El imaginario popular se forma necesariamente a través de burdas simplificaciones, de generalizaciones tan cómodas como incorrectas. La memoria histórica no admite precisiones y mucho menos matices, puesto que sólo sabe manejar símbolos y nombres simbólicos cuidadosamente seleccionados. Esto ha sucedido, por ejemplo, con la desamortización eclesiástica, de la que conocidamente Mendizábal no fue el único autor; pero como se necesitaba un nombre simbólico, a tientas –o por deliberada autocomplacencia de Mendizábal– se le escogió a él y no, como hubiera podido también hacerse, a Gómez Becerra o a Landero. La desamortización eclesiástica de medio siglo de duración ha terminado siendo la «desamortización de Mendizábal» (pasando por alto incluso el pecado mucho más grave de la transformación de los diezmos) y todavía más, a la desamortización se asoció la quema de conventos y las matanzas de frailes en las que el político nada tuvo que ver y así se consiguió salpicarlo con la segunda acepción –la violenta, la sangrienta– de la palabra revolución. 




			Volviendo a la cuestión principal, aquí tenemos sin duda alguna una  revolución política (por la que se cambiaron profundamente las instituciones públicas del Antiguo Régimen), a través de la cual se realizó una  revolución jurídica no menos contundente (al sustituirse el ordenamiento normativo tanto público como privado) y otra revolución eclesiástica  profunda pero incompleta (mediante la estatalización del culto católico  y la funcionarización de sus ministros) así como una importante, aunque no sustancial, revolución administrativa (que se manifestó en su contaminación política más que en sus aspectos organizativos y burocráticos); sin llegarse a lograr, no obstante, una sensible revolución social, puesto que ni aparecieron clases nuevas ni se disolvieron las antiguas y continuaron las mismas relaciones de dominación en el sentido apuntado por Tuñón de Lara. Esta fragmentación del fenómeno revolucionario desluce el brillo del discurso pero con ella se gana precisión en un campo que tanto lo necesita habida cuenta del abuso con que se ha manejado un concepto de tan sospechosa equivocidad. Puntualizaciones que, además, pueden llevarnos a la delicada distinción entre reforma y revolución, tema permanente de la praxis política y de las polémicas intelectuales en el que deliberadamente no queremos entrar, aunque valga la pena saludarle al menos con una breve cita de Martínez Falero en la sesión parlamentaria de 25.1.1837: «Es necesario que la reforma política vaya acompañada de la reforma económica. Nada adelantaremos en dar leyes constitucionales si no hacemos ver a los pueblos que disminuimos los empleos y los gastos». 




			Para Josep Fontana –autor de un libro que con el significativo título de «la revolución liberal» influyó tan poderosamente en la bibliografía posterior– los acontecimientos que en aquellos años tuvieron lugar merecen el nombre de «revolución liberal» y no progresista ni moderada porque ambos bandos estaban de acuerdo en lo esencial de su contenido, que no era otro que la transformación del régimen de la propiedad convirtiéndola en una propiedad desconocida en el Antiguo Régimen, o sea, en la variante burguesa de acuerdo con la vieja concepción romanista que había desaparecido en Europa desde la Edad Media y que ahora se recuperaba para fundamentar el sistema de producción capitalista. «Esta revolución –ha escrito (p. 259)– fue más duradera, honda y trascendente que las que culminaban en un mero cambio de constitución, puesto que cuajó en el establecimiento de un régimen de propiedad que había de durar tanto como el capitalismo y el predominio burgués». 




			En el presente libro se reconoce desde luego la importancia de esta revolución en materia de propiedad y su trascendencia social y económica pero no se considera como la revolución liberal por antonomasia sino una más de las varias que el liberalismo trajo consigo y que se produjeron simultáneamente. Porque no menos trascendencia tuvo la revolución constitucional que admitió la soberanía nacional y creó un órgano representativo para la dirección y gestión de la política así como permitió la formación de los partidos políticos (revolución política). Y tampoco se puede dejar a un lado la revolución social que supuso la castración política del clero al privarle de su fuente autónoma de financiación y convertir a sus miembros en empleados públicos, así como la supresión de las órdenes religiosas eliminando de un golpe su enorme fuerza económica y social; pero denunciando al tiempo la ausencia de otra revolución social –la de la emergencia del proletariado y del campesinado– que tuvo que esperar casi un siglo en aparecer. Y, en fin, la revolución fiscal, que cerró el proceso iniciando una época de inmovilización de lo adquirido frente a las nuevas presiones del capitalismo avanzado, del socialismo y de la democracia. 




			Vistas así las cosas parece confirmarse la obsolescencia de la vieja cuestión de la pretendida «revolución burguesa», superada ya en la historiografía europea según ha verificado minuciosamente Jesús Cruz y confirmado por sus propios estudios. Los grupos dominantes que flotaban en la masa social española a mediados del siglo XIX seguían siendo sustancialmente los mismos que los de fines del siglo XVIII y mejor que de burgueses podría hablarse de «notables» (Burdiel, Cruz). En definitiva –y puestos a precisar– se sale ganando mucho si se dejan a un lado las ambigüedades inevitables a la expresión de «revolución burguesa» y se sigue, como Artola, la más propia de «revolución liberal» aunque con ella se abra una nueva problemática: ¿revolución liberal o revolución progresista? Cuando Burdiel (1987, 27) escribe en términos lapidarios que «el proyecto radical de revolución burguesa en España, implícito como posibilidad teórica en la Constitución de 1812 y en la práctica política del Trienio liberal, pareció quebrarse definitivamente en 1834», ¿a qué se está refiriendo: a la revolución burguesa o solamente al proyecto radical de ella? 




			Lo que sucede, sin embargo, es que las palabras y las ideas circulan en la sociedad –en todos sus estratos, desde los más bajos a los más cultos– en su forma más amplia e imprecisa porque es la que permite una mejor comunicación aunque sea a costa de frecuentes malentendidos. Así se explica la habitualidad del uso de expresiones como «revolución burguesa» o «revolución liberal», que forma parte del acervo común de la cultura española sin perjuicio de que  algunos analistas hayan  denunciado luego su ambigüedad. Resulta inevitable, por tanto, aceptar su curso corriente que, además, no siempre induce a confusión, antes al contrario sirve para poner de relieve la importancia de determinadas creencias tanto más extendidas cuanto que no han pasado el filtro de la crítica histórica o ideológica. En palabras de Marrast (535), «habiendo tenido posibilidad de llevar a cabo una revolución democrática, Mendizábal se limitó a dar inicio a una revolución burguesa y acabó disgustando a todos y creando una confusión mayor en la política española». 




			Esto se ve muy bien en un importante artículo de Rodríguez Alonso de 1989, titulado «La revolución liberal de espaldas a la sociedad (1833-1839)», en el que recoge minuciosamente los testimonios del embajador Villiers. Aquí nos es indiferente el concepto preciso, exacto, del término, pues lo fundamental es lo que pensaba Villiers al efecto y, sobre todo, lo que él estaba observando en los españoles. Según el embajador, los partidarios de la Reina pretendían hacer la revolución (cualquiera que fuese) «desde arriba y no desde abajo». «Piensan con toda justicia que las circunstancias de la actual revolución difieren totalmente de las de todas las demás, que la mejora que se está realizando ha comenzado desde arriba, no desde abajo, que les es dada y que ellos la toman» (carta el duque de Wellington de 7.12.1834). Siguiendo con la metáfora, puede afirmarse que la llamada revolución liberal se hizo del brazo de la burguesía y la nobleza, de espaldas al pueblo y frente a la Corona y a la Iglesia. 




			Si queremos citar a otros autores coetáneos, ahora españoles, valgan las palabras de Donoso Cortés: «Con la jura de la constitución (de 1837) dieron fin las Cortes a su revolución política; pero aprobando el proyecto de ley sobre diezmos y discutiendo el arreglo del clero, dan principio a la revolución social». En el horizonte vital apocalíptico en que se movía la retórica donosiana el tema de la revolución había de serle muy grato: «Si votáis la ley (electoral de fórmula indirecta) tened entendido que votáis la revolución. Cierto que la revolución no es inminente merced a que las masas duermen aquí todavía el sueño de la inocencia y a que no están preparadas para responder al llamamiento de la ley, pero al fin resonarán en sus oídos y se levantarán» (Obras completas, ed. BAC, I, 200).  




			Evaristo San Miguel en una obra escrita en 1837 (Las próximas Cortes) ha escrito unas palabras dignas de ser recordadas habida cuenta del papel que jugó su autor en el desarrollo de la «revolución progresista»: «Estamos en revolución desde el año 1808, o si se quiere, desde el año 1810, época de la reunión de las Cortes extraordinarias. En revoluciones raramente los hechos son resultado de voluntades, de planes o designios fijos. Pocos hombres, o ninguno, pueden encadenar las circunstancias, ser dueños de los acontecimientos y asegurar los resultados de sus combinaciones. Todos saben el punto de donde parten, ninguno puede señalar el límite de su carrera. Por lo regular todos van más lejos de lo que en principio imaginaron y trabajan en beneficio de cosas y personas desconocidas y tal vez rivales». 




			En resumidas cuentas, resulta tarea imposible –y, por ende, inútiltratar de determinar si los progresistas, templados o radicales, fueron auténticamente revolucionarios, porque  la revolución es un concepto relativo que admite tantas acepciones como se quieran. Es una «palabra-comodín» a la que el jugador puede dar libremente el valor que le convenga: de aquí el éxito de su uso y la imposibilidad de manejarla con un mínimo de precisión. Es un término de comunicación pasional en un mitin o en un tumulto callejero, pero que no sirve para la comunicación intelectual: lo que hace desaconsejable su empleo en contextos como el presente. Para los carlistas los liberales eran revolucionarios; y para los moderados también lo eran los progresistas empezando por Mendizábal. Y todos tenían razón manejando sus propios baremos.  




			Más allá de los progresistas había otros que agitaban una bandera revolucionaria muy distinta: los anarquistas, los comunistas, algunas sociedades secretas y, trabajando a la luz del día, los demócratas y los republicanos. En la monumental obra de Henao, significativamente titulada Los Borbones y la revolución, esta dinastía no tuvo otro destino que hacer frente a la revolución; y para el mejor y más apasionado defensor de esta tesis, Fernando Garrido (singularmente en su Historia del último Borbón), los progresistas desperdiciaron una oportunidad histórica inmejorable para introducir la revolución en España, aunque estuvieron a punto de lograrlo en 1854. Desde esta perspectiva realista dejemos a cada uno con su idea propia de revolución y con las ilusiones de haberla fomentado o impuesto e, inversamente, de haberla combatido o aplastado. En general, los autores que vivieron directamente los acontecimientos de 1836 –empezando por los coetáneos como Pacheco, Alcalá Galiano, Marliani y Fernández Manrique hasta los postrimeros como Burgos, Pirala, Fernández de los Ríos y Bermejo– consideraron que el motor de la historia de España en el siglo XIX fue la revolución, alternativamente impulsada o combatida. Hoy, sin embargo, en la línea anunciada por Henao y Garrido suele considerarse más bien que la revolución decimonónica en España no tuvo lugar en parte por la enorme fuerza de la reacción y en parte también por falta de empuje de los revolucionarios y seudorrevolucionarios. 




			En definitiva, de la revolución en general y de la revolución española disponemos de tantos conceptos como queramos. Porque también cabe negar su existencia y reducir lo que entonces sucedió a puras bullangas dolorosas pero superficiales. Ésta fue la opinión de Balmes (en Situación  de España, 1840, p. 56): «¿Qué significa la palabra revolución aplicada a nuestra situación actual? ¿Qué es lo que se quiere revolver? (...) Cuando hay privilegios antiguos, instituciones antiguas, entonces si se hace la revolución sabemos a dónde se dirige, será a la destrucción de aquellos privilegios e instituciones. (Pero) si privilegios e instituciones y todo lo antiguo se ha echado por el suelo ¿qué objeto tendrá la revolución? ¿qué se pretende destruir? (...) No puede ser más que una época de motines pasajeros, de trastornos, de violencias y desgracias; pero sin producir ningún resultado ni político ni social; sin asegurar el triunfo de una idea, de un sistema, ni la preponderancia de nuevo interés».  




			En el presente libro se maneja con reiteración el sintagma de la revolución liberal (y mejor todavía en plural) y no el de revolución burguesa (por las razones dichas) y menos aún el de revolución progresista, dado que el progresismo añadió muy poco al acervo ideológico liberal y que los grandes «logros revolucionarios» fueron obra conjunta de las dos fracciones de la familia liberal tanto en 1820-1823 como en 1834-1837. Quizás la única originalidad del progresismo consistiera en el anticlericalismo y su indudable éxito fue el hecho de que las transformaciones más profundas se realizaron, o al menos se iniciaron, durante su mandato. A los progresistas, en suma, cupo la suerte –y la gloria– de sacar del horno el pan amasado por los liberales que llevaba cociendo durante varios años. 




			



			 




			Pensamiento político de Mendizábal 




			



			 




			1. La identificación política de Mendizábal no es tarea sencilla porque decir simplemente que era progresista es una tautología, como inmediatamente vamos a comprobar. 




			En sus primeros años conocidos, antes de su emigración a Inglaterra, por liberal y exaltado se le tenía a la vista de su comportamiento en el Trienio. Pero en 1835 esta calificación poco significaba y no tenía otro alcance que el de subrayar la discordancia con la política moderada del justo medio de Martínez de la Rosa. Al repasar minuciosamente su correspondencia londinense, Janke (128 ss.) ha constatado que su posición no era demasiado radical puesto que estaba dispuesto, llegado el caso, a aceptar el Estatuto Real y, camino ya de España, a su paso por París expuso al duque de Broglie sus intenciones de gobierno, que horrorizaron a su interlocutor: contemporizar con la revolución (es decir, lo que los conservadores europeos entendían por tal) porque «la única manera de detenerla era ponerse al frente de ella y darla una dirección menos mala». Un principio capaz de alarmar también a la Reina Gobernadora, pero que no nos aclara suficientemente su ideología. La realidad era que entonces carecía de un pensamiento político definido confiando sencillamente «en sus propios impulsos» como escribió a lord Holland, o «a su noble corazón que jamás le había engañado», como confesó a su socio Ramón y Carbonell. Bajo estos presupuestos es ocioso cualquier intento de indagar sus proyectos, puesto que a la sazón ninguno tenía y de sus impulsos y corazonadas sólo podía salir una política imprevisible y errática, como efectivamente sucedería. 




			Su posición empezó a concretarse recién llegado a Madrid cuando, en su primera entrevista en La Granja con Toreno, ambos se percataron de inmediato de que eran incompatibles en un mismo Ministerio puesto que Mendizábal no estaba dispuesto a admitir el decreto de prohibición de las Juntas provinciales que tenía preparado Toreno y éste sufrió un desengaño al comprobar que su nuevo ministro de Hacienda, no obstante su total inexperiencia de gobernante, no estaba dispuesto a dejarse manipular como había esperado el conde, pese a la edad y autoridad de éste, cuando aceptó incluirle en su Gabinete. 




			Un desencuentro que marcaría el futuro de ambos, pero que reclamaba de momento una solución inmediata: vista la incompatibilidad indicada ¿cuál de los dos iba a quedarse? La Reina Gobernadora se inclinaba por Toreno pues no se fiaba de Mendizábal; pero Villiers, que entonces admiraba al gaditano-londinense, convenció a Cristina, sobre la que ejercía una gran influencia, para que se inclinase por él asegurando que no era, ni mucho menos, el revolucionario que se temía, antes al contrario que se apresuraría a hacer abortar el levantamiento con la connivencia de sus amigos radicales y que «desde dentro» podrían controlar sin dificultades su evolución. La Regente se dejó convencer por el embajador aunque adoptando una fórmula inesperada: hizo salir a Toreno pero cautelarmente nombró presidente del Consejo al general Álava con la comisión de vigilar al recién venido. Algo que no llegó a intentarse siquiera puesto que el flamante presidente no se molestó en venir a España y dejó su silla «provisionalmente» a disposición indefinida de Mendizábal, presidente interino. 




			Una vez en el poder Mendizábal se pronunció, al fin, de manera oficial; pero su famoso programa de septiembre fue, como sabemos, simplemente liberal sin que nadie pudiese tacharle de radical. Por lo que para conjeturar su posición política tenemos que fiarnos, aunque con cautela, de los apoyos que encontró, que nos pueden servir de referencia fiable. En primer lugar estaban los liberales no moderados de provincias (es decir, los promotores de las Juntas, que habían quedado contentos de su actitud contemporizadora) así como los prohombres de Madrid del mismo signo que habían impulsado las revueltas de la capital (el conde de las Navas, Istúriz, Alcalá Galiano). Sin olvidar el apoyo decidido de la Milicia nacional, que hizo de él su primer icono (al que añadiría más tarde el de Espartero). Joaquín María Alba cuenta la actitud de ella en la primavera de 1836 cuando empezaba ya a hablarse de la posible caída de su ministerio: «Se han recogido muchas firmas de la Guardia nacional para una exposición en que se pide a S.M. que no destituya a Mendizábal. Las firmas se han recogido como Dios ha querido y es vergüenza oír detalles. Pero la exposición ha hecho su efecto». Y el mismo Alba testimonió también que «hasta los chisperos están ganados para hacer uso del pópulo soberano para apoyar a Mendizábal» (cartas a Luis Fernández de Córdova de 28.3  y 15.4.1836, en las Memorias íntimas de Fernando Fernández de Córdova, p. 221). Esta fidelidad de la Milicia nacional se correspondía al notorio y constante interés que él tuvo con ella, a la que perteneció y con la que colaboró personalmente antes y después de ser ministro. Según informa Janke (158) en abril de 1836 levantó una escuela en Aranjuez para huérfanos de milicianos y durante toda su vida colaboró generosamente en un fondo establecido para los internos. 




			Hasta aquí le vemos situado en un contexto radical proclive a la revolución; mas no hay que olvidar que al mismo tiempo su mejor apoyo estaba en los grandes capitalistas madrileños (liberales a machamartillo pero en su mayoría distanciados de las posiciones revolucionarias) y, en segundo lugar, por los embajadores de Inglaterra y Francia: liberales también mas no radicales. 




			La cuestión era si podían compatibilizarse indefinidamente estas opciones aparentemente contradictorias o si algún día había de inclinarse por una abandonando la otra. Mayor importancia que estas relaciones circunstanciales y personales tuvo la alianza formalizada que estableció con la fracción avanzada que capitaneaban Caballero y López y que, debido a  la publicidad  y notorios efectos de la misma, posiblemente fue el episodio que decidió definitivamente el futuro de Mendizábal. Ante la necesidad de conservar la mayoría en el Estamento de Procuradores a mediados de 1836 no tuvo Mendizábal más remedio que recurrir a esa alianza expresa con el ala avanzada de Caballero (que acabamos de mencionar), a la que se alude en una carta de Imaz al citado Fernández de Córdova de 30.5.1836 (en las mismas Memorias íntimas, p. 212): «La fuerte mayoría le apoya por resultado del convenio explícito acordado en reunión tenida en casa de Caballero». Información que ya había precisado antes Alba en otra carta de 20 de abril (ib. p. 224), según la cual «hubo una reunión de procuradores que presidida por el mismo Caballero presentó al sr. Mendizábal la siguiente proposición: que el Estamento popular le ofrecía su apoyo si el Gobierno se ponía a la cabeza de la revolución, dirigiéndola por el camino más corto del progreso y para ello por vía de garantía exigiese anticipadamente: 1. que completase el Gabinete; 2. destitución de cuantos empleados no perteneciesen al movimiento de su esencia, reemplazándoles por gente de bullanga, fuese o no fuese idónea para servir; 3. pronta disolución de las actuales Cortes para que, convocadas las siguientes inmediatamente, nos constituyamos. Caballero, director de las Cortes, lo es también de Mendizábal». 




			Esta alianza fue notoria y Janke ha hecho (213) una descripción y comentario de ella, tomando los datos de la correspondencia del embajador Raynaval a de Broglie: «Mendizábal acudió a Fermín Caballero (que) impuso condiciones muy amplias. El Gobierno debía constituirse de completo acuerdo con la mayoría de las Cortes. Debería aprobarse una ley financiera tan completa como pudiera hacerla el Gobierno español y deberían hacerse economías en los departamentos del Estado. Los obispos y sacerdotes conocidos como carlistas deberían ser exiliados. Determinados jueces habrían de ser reemplazados por patriotas y mayor número de patriotas deberían obtener empleos en la Administración». A este propósito Janke recordaba que estas condiciones –muy poco ambiciosas por cierto y nada revolucionarias– reproducían las que ya habían aparecido en la prensa exaltada de 1834 «con la diferencia de que los agitadores de entonces estaban ahora en el poder y se sentían tan poco predispuestos como Martínez de la Rosa a dejar paso al movimiento de izquierda». Añadiendo, en fin, que «los cuatro delegados que entregaron estos términos añadieron tres condiciones verbales: la abolición del Consejo de Gobierno, el cese de Córdova y la rápida revisión del Estatuto. A cambio de la adopción de estas medidas aseguraban que los disturbios políticos de las provincias se volverían a favor del Gobierno». 




			Ni que decir tiene que esta alianza (que se reproduciría luego, según hemos de ver, en las Cortes constituyentes) provocó la «contaminación radical» de Mendizábal y consecuentemente que la Reina Gobernadora se distanciara aún más de él, pues aquélla sabía de sobra de dónde procedían los alardes radicales del presidente del Consejo de ministros, según puede verse en su carta a Luis Fernández de Córdova de 15.5.1836 (en Memorias  íntimas, cit. p. 248) a propósito de los nombramientos de cargos militares que ella rechazó y que terminaron con la dimisión de Mendizábal en aquellos días: «¿Sabes por quiénes y por qué se hizo la exigencia (de cambios militares)? Caballero y compañía fueron». Pero la desconfianza de María Cristina no provenía sólo de las malas compañías de su primer ministro sino también de sus tendencias políticas propias, tal como aparece en su carta de mayo 1835 a Luis Fernández de Córdova (Memorias, 215): «Sólo uno del Ministerio es con quien se puede contar para el orden (Almodóvar), pues los otros tres están tan ligados con sociedades que aunque hacen mil protestas no creo que tengan valor en faltar a lo que han ofrecido en sus tenebrosas logias». Opinión confirmada en otra carta de Joaquín María Alba (Memorias, 223) de 15.4.1836: «La Reina está hasta las cejas gimiendo bajo el yugo despótico de este buen señor, que quitándose la máscara dice que la silla es su patrimonio y que no la soltará a tres tirones». 




			De esta manera la presión de las juntas revolucionarias provinciales y la alianza con Caballero empujaron a Mendizábal por la vía radical que tan familiar le había sido en los tiempos del Trienio. Pero los años no habían pasado en balde y ahora su temperamento le inclinaba a la templanza: una evolución característica de toda su generación. En la correspondencia del propio Mendizábal se encuentran abundantes confesiones de templanza, singularmente importantes porque no estaban destinadas a la publicidad y eran, por tanto, presumiblemente sinceras. Las siguientes aparecen recogidas en las  Memorias íntimas  que venimos citando (pp. 225-228): «Progreso pero legal: fuera de la legalidad y fuera de ser un gobierno de la nación entera, nada encontrará acceso en mí» (carta de 10.3.1836). «Soy liberal pero no exagerado (...) la libertad vendrá, pero no quiero que venga precipitadamente, que venga con juicio. Pruebas y garantías tengo dadas» (carta de 3.4.1836). 




			Sus relaciones con la Prensa, que fueron oscilantes, ayudan también a identificarle. Pronto logró la adhesión de La Revista Española y en sus páginas Álvaro le dispensó un trato apologético, trasformado luego en odio africano cuando abandonó su destino en la secretaría de Hacienda y fundó El Castellano. El tratamiento que le dispensó El Eco del Comercio dependía de las relaciones que tuviese con Caballero: harto cambiantes como se irá viendo. En general la Prensa nacional no le fue benévola hasta tal punto que Mendizábal y sus amigos tuvieron que crear su propio periódico para que apoyase su política. 




			El 31.3.1836 El Español rompió con Mendizábal, pasándose a la oposición, por temor a su progresiva radicalización y a que asumiera la constitución de 1812 expresiva del «viejo liberalismo del siglo XVIII». Dos meses después Mendizábal acudió a la Revista «prometiéndole la concesión de grandes negocios si este periódico cesaba en sus ataques; tal gestión tuvo consecuencias de largo alcance porque Borrego, a la sazón alma del periódico, resistió las tentadoras ofertas que le hizo la Revista para que cambiara de actitud y prefirió abandonar el diario para conservar su libertad». Concepción de Castro, conocida especialista de esta materia, ha informado (1975) que cuando El Eco del Comercio de 20.3.1836 pidió a Mendizábal que dejara el Ministerio porque habían pasado los seis meses anunciados y no había cumplido su promesa de acabar la guerra, quinientos empresarios y comerciantes dirigieron una exposición a la Reina Gobernadora pidiendo que le retuviera en su puesto.  




			La clase política siempre le trató con reservas pues le consideraba un advenedizo que había llegado a la presidencia sin haber seguido un mínimo cursus honorum ni haber participado en una sola batalla parlamentaria o periodística. La manifestación más llamativa de estas reticencias se encuentra en las dificultades que encontró para formar su Ministerio pues no había políticos de talla dispuestos a asociarse a él ya que no sabían ni lo que pensaba ni lo que se proponía. Esta delicada cuestión tomó estado parlamentario en la sesión de 5.4.1836 cuando De Pedro le conminó para que «se sirva decir al Estamento qué razones le han asistido para no completar el Ministerio desde que entró en él: si es porque S.S. no ha querido o porque no ha podido. En el primer caso ha faltado a una de las condiciones principales del sistema representativo y en el segundo es bien conocido el rumbo que debe tomar un ministro que no ha podido completar su Ministerio». 




			Así estrechado, la respuesta de Mendizábal no convenció a nadie: «Se formó el Ministerio de los cuatro individuos mis dignos compañeros que hoy lo componen y al tratar de completarlo me encontré con un sinnúmero de dificultades; porque si bien es posible encontrar individuos que piensen de la misma manera, si es posible también encontrarlos que marchen bajo unos mismos principios, no es tan fácil encontrar hombres que se entiendan entre sí ni que se inspiren la misma confianza unos a otros para que en circunstancias tan difíciles pudieran conducir enteramente acordes la nave del Estado. (Después de disolver el Estamento el 24 de enero 1836) el Gobierno llamó a aquellos amigos cuyo parecer había oído para completar el Ministerio. Desde aquella fecha hasta el 10 de marzo alimentó esperanzas (que después se frustraron)». 




			La verdad es que nuestro personaje nunca valoró debidamente a sus colaboradores, a los que en el mejor de los casos consideraba inútiles. Años más tarde, en un discurso de 3 de julio de 1841 expresó un juicio estremecedor sobre ellos: «Tengo la experiencia de que me falta tino y acierto para la elección de personas (...) La experiencia me ha acreditado que pocas veces he puesto la mano sobre una cabeza que no me haya salido tiñosa». 




			De notar es finalmente que García Tejero, el primer biógrafo de Mendizábal, afirmó sin reservas que cuando estuvo en el Poder fue traicionado por los mismos progresistas, sus hechuras, porque no fueron capaces de seguirle en su vertiginosa carrera revolucionaria (I, 143 ss.): «Mendizábal se quedó solo en el estadio de la política avanzada, puesto que fue lanzado privada y públicamente por los apóstatas, por los envidiosos, por el meticuloso y cobarde santonismo y últimamente por la influencia militar, por una especie de poder o de dictadura (...) Mendizábal debió ser eficazmente auxiliado por los progresistas; mas el progreso fue para muchos simplemente un disfraz político» (en cursiva lo subrayado en el original). 




			En definitiva, la nota más característica de la ideología política de Mendizábal era inicialmente la ambigüedad, el pragmatismo que le impulsaba a aliarse con todos los que pudieran serle útiles y, en fin, la falta de escrúpulos a la hora de ganarse adeptos o favorecer a los amigos: una especie de sincretismo ideológico amalgamado por su enorme personalidad. En una carta dirigida en 1836 (apud Janke, 277) a Agustín Romero, su agente político en Málaga, hizo este significativo retrato de diputado ideal: «hombres prudentemente progresistas, influyentes en el área que representan, propietarios pero de buen juicio, que lleven una vida privada irreprochable y que sean firmes e independientes». Un prototipo, como se ve, muy poco revolucionario. 




			Con lo dicho basta para comprender la afirmación sentada al principio de que es inútil indagar el ideario político de Mendizábal porque sencillamente no lo tenía. Como buen banquero, no era un hombre de pensamiento sino de acción. No actuaba desarrollando unas ideas preconcebidas sino por impulsos directos, de los que en su caso podría derivarse luego un determinado ideario. Pues bien, este ideario deducido del comportamiento de Mendizábal es lo que terminó denominándose progresismo. Por otra parte, tampoco puede decirse que Mendizábal, inicialmente incoloro, se afilió al progresismo (como luego haría Espartero) por la sencilla razón de que el progresismo entonces no existía: no se apuntó al progresismo sino que lo creó. 




			La tesis que aquí se sostiene es la de que lo que luego se llamó progresismo fue obra de Mendizábal y que, por tanto, su nombre más propio sería mendizabalismo; de la misma manera que el partido llamado progresista hubiera debido llamarse inicialmente mendizabalista. Lo que sucedió entonces fue que, intentando ocultar el personalismo de esta denominación y por simetría con el partido moderado, se prefirió llamarle, en términos más generales, progresista. Y con el tiempo, progresista y progresismo terminaron objetivándose y separándose de la personalidad singular de Mendizábal y hasta olvidando su origen. Ésta es la tesis apuntada ya de forma clara, aunque de pasada, por Janke (282): «Los mendizabalistas  optaron por la palabra progreso para describir su política (...) De este modo el nombre de Mendizábal quedó indisolublemente unido al futuro partido progresista». 




			2.  De la pluma de Mendizábal se conserva un testimonio de sus ilusiones y ambiciones políticas personales. En una carta dirigida a Luis Fernández de Córdova (publicada en las Memorias íntimas de su hermano Fernando: I, 228) confiesa en términos románticos: «Yo no sé hacer traición a mis principios; pero yo no quiero gobernar a mi patria estrictamente por ellos. Quiero gobernarla para hacerla feliz y no por otra cosa. No quiero ser ministro más tiempo que mientras pueda ser necesario. Si tuve ambición de serlo, ya lo fui (...). Conmigo traje mucho, conmigo no llevaré más que ojos para llorar la desgracia de mi inocente familia a quien por la cuarta vez les he arrebatado lo que les pertenecía. Mis enemigos me llaman honrado y patriota y éste no es poco consuelo. Conserve yo tales motes y todo lo demás nada me importa. Sé vivir con 80 o 100 reales en Londres con mi familia y ser feliz. Siempre que mi patria me llamó, me encontró. Tengo parientes aptos para los empleos públicos y no los han obtenido; y para que no me llamen descastado les formé un capital de mi pensión (...) Soy liberal pero no exagerado: no quiero que la libertad venga precipitadamente, la quiero con juicio». ¿Son estas palabras –sentimentalismos apartepropias de un revolucionario progresista convencido? 




			Más todavía: en un Manifiesto dirigido al país años más tarde, el 18 de octubre de 1851, tuvo ocasión Mendizábal de condensar a posteriori en estos términos su pensamiento político: «Las ideas sustentadas por mí hace 16 años se resumen en estas palabras que son hoy todavía el lema que ostenta el partido progresista en sus gloriosos pendones: Olvido, respeto,  reparación, revisión y reforma» (apud García Tejero II, 267). En este documento se insiste machaconamente, por lo demás, en su militancia progresista con frases como las siguientes: «Yo no vengo a predicar ninguna doctrina nueva ni a introducir ningún cisma en la iglesia progresista (...) Tan liberal hoy como ayer, tan liberal mañana como hoy: menos, jamás. El 14 de setiembre de 1835 presenté un programa a la Corona, en el cual desenvolvía mi pensamiento de gobierno, que era el de la gran familia progresista (...) Seré siempre uno de los más leales y más constantes soldados del ejército progresista y consideraré siempre como adversarios a los hombres que militan en las filas del bando moderado (...) Al partido progresista me glorío de pertenecer». Y, por cierto, éste le había correspondido nombrándole presidente de la famosa «Tertulia progresista» de los años cuarenta. 




			¿Y qué decían de él sus contemporáneos? En un extremo tenemos a El Jorobado, que le dedicó estas palabras crueles el 16.5.1836: «Cayó por fin en medio de la alegría general el Ministerio del horror y de desgracia para este malhadado país que durante muchos meses ha gobernado sin plan, sin orden, sin tino, sin piedad, sin fuerza, sin conocimiento, sin valor (...) Han caído de sus sillas y han caído de espaldas, nadie les levantará». Y en el otro extremo Marliani (165): «Caló Mendizábal cuanto había que ejecutar, pero le escasearon el tiempo, el desenfado y aun la inteligencia suma que se requería. Le acompañaron innegablemente prendas escasísimas en cuantos sujetos encumbrados le precedieron, a saber, la fe viva en el porvenir del país, un desprendimiento sin límites por la causa de la libertad, un enamoramiento de nacionalidad y un ímpetu entrañable en pos del rumbo progresivo y aun revolucionario, como igualmente suma tolerancia e hidalga generosidad con sus contrarios y, en fin, un desinterés personal que en todo tiempo y lugar le ha hecho sacrificar sus propios intereses a los de su patria (...) Su instinto le encamina siempre al acierto y si no lo realiza consiste en que causas exteriores, influjos alevosos o yerros de su imaginación lo extravían (...) Y así en providenciando una disposición, se le atraviesan alteraciones y todo queda escaso y descabalado (...); fue girando en derredor de las dificultades en vez de asaltarlas a las claras: no tuvo el arrojo de ir descargando hachazos reformadores a diestro y siniestro (...); comprendió cuánto había que ejecutar, pero le faltaron el tiempo, el atrevimiento y la inteligencia suma que se requerían». 




			3. La deslucida retirada de agosto de 1837 no arrancó las ilusiones políticas de Mendizábal que ya no abandonaría hasta su muerte. Durante la Regencia de Espartero ocupó fugazmente una silla ministerial en el Gabinete de Gómez Becerra y, mientras vivió, siguió participando animosamente en las contiendas electorales, adquiriendo en la oposición una madurez y una ponderación de las que desafortunadamente había carecido en sus años de gobierno. De ello –y de su inagotable originalidad– nos da una buena prueba su Manifiesto a los electores firmado en París el 8.11.1846 con el que podemos completar el diseño de su pensamiento político ya evolucionado y corregido por las pasadas experiencias y desengaños. 




			Allí se critica, por ejemplo, el sistema tributario que considera «injusto por esa escala de arbitrariedad descendente que se observa en el reparto de los cupos que hace el Gobierno sobre las provincias, las autoridades superiores (provinciales) sobre los pueblos y las locales sobre los individuos». Con una mentalidad inequívocamente moderna advierte que «el sistema tributario debe estar basado de modo que una vez decretada una contribución conozca acto continuo el contribuyente el máximum de su cuota, que nunca deberá exceder el 8 o 10 por ciento del producto líquido». En materia de pensiones se fomentaba su capitalización de tal manera «que todos los individuos que se crean con derechos a pensiones, jubilaciones, cesantías, retiros, etc., puedan capitalizar sus haberes respectivos, que les permita cambiar su posición de pensionistas del Tesoro por la de propietarios». Y por lo que se refiere al culto y clero se recomendaba que el clero catedral y el colegial y su culto dependiesen directamente del Tesoro mientras que el clero parroquial y su culto dependiesen directamente del pueblo. 




			Ahora bien, donde el pensamiento político del Mendizábal maduro alcanza su mayor altura es en la contribución de sangre: «En tiempos normales, cuando la paz reina, nada puede legitimar las quintas, que el espíritu del siglo rechaza (...) y la organización del ejército no exija que la ley venga a arrancar a su hijo de los brazos de su madre». «El servicio ordinario del Ejército debe ser en consecuencia voluntario (y) las fuerzas del Ejército permanente deberán estar reducidas en tiempos normales a 50.000 hombres a lo más». 




			4.  En 1835, cuando residiendo en Londres fue llamado por la Reina Gobernadora para formar parte del Gabinete de Toreno, era Mendizábal políticamente una hoja en blanco con dos renglones de acción en el Trienio español y en la Corte portuguesa. Diez años después en su Manifiesto a los  electores de París demostró que había recorrido un largo camino de singulares experiencias políticas y de densa maduración ideológica. La fase que aquí interesa es naturalmente la de 1836-37, en la que ya había superado las «ilusiones adolescentes» de su primer gobierno y todavía no había alcanzado la prudencia que se gana en la marginación, por muy cortés y respetada que sea, como fue su caso a partir de 1844. 




			En una vida de evolución tan intensa y tan rápida es imposible trazar una «foto fija» de su pensamiento y más si se tiene en cuenta que eran años en los que no existía un pensamiento político estable que sirviese de referencia. En esos tiempos los grandes hombres no pueden ser calificados con un título genérico puesto que tales títulos todavía no se habían formado. Piénsese en la similitud de las trayectorias de Mendizábal y Olózoga. Llamarles progresistas es una licencia política porque en 1836 decir progresista era no decir nada concreto. Mendizábal era sencillamente mendizabalista  como Olózaga olozagalista y Argüelles argüellista.  Luego, si queremos levantar un mapa político y nos vemos forzados a colocarlos en alguna parte, les haremos un sitio en el continente del progresismo. Como andando los años se haría con el canovismo y el maurismo en el continente conservador. 




			Conste, sin embargo, que durante las Cortes constituyentes tanto daba decir que el mendizabalismo era progresista como que el progresismo eran mendizabalista. Al igual que en el romance del Cid «por necesidad batallo/ y una vez puesto en la silla/ se va ensanchando Castilla al paso  de mi caballo». Es decir, que el progresismo lo iba haciendo Mendizábal cada día y, más tarde, pudo comprobarse que Mendizábal había terminado instalándose en él. Y hasta corrió el riesgo de terminar desbordado, de quedarse fuera –cabalmente como le sucedió a Olózaga– cuando el progresismo siguió derivando ya por su propia cuenta. 




			En las Cortes de 1836 los únicos que podían exhibir un título político auténtico eran aquellos diputados que contaban con un punto de referencia objetivo y conocido, es decir, los radicales que asumieron deliberadamente la herencia de la exaltación y siguieron fieles a la constitución de 1812: desde Tarín y Gorosarri hasta Caballero y López. Los demás –los progresistas templados– tuvieron que hacerse su propio hueco ideológico, que posteriormente se cubrió con el rótulo de progresismo por antonomasia, cuando lograron desalojar a sus competidores más próximos. 




			



			 




			La revolución de Mendizábal en marcha: febrero y marzo de 1836 




			



			 




			En febrero de 1836 pudo, al fin, Mendizábal gobernar sin contrapeso parlamentario. Tenía ya a sus espaldas la experiencia de cuatro meses de presidente del Consejo de ministros en los cuales había podido contrastar con la realidad sus vagas ilusiones programáticas de septiembre. Un famoso voto parlamentario de confianza le había dejado las manos libres y con la disolución de las Cortes desaparecía la oposición, harto débil por lo demás, de los moderados. No tenía a nadie a la derecha, por así decirlo, ni tampoco a la izquierda puesto que sus relaciones con Caballero y López seguían siendo excelentes y, para mayor libertad, se cuidó de no nombrar ministros que pudieran coartarle. Su popularidad se mantenía, nadie le exigía nada en la guerra dado que el invierno tenía inevitablemente paralizadas las operaciones militares y, por último, Palacio parecía tranquilo. En definitiva, desde la disolución de las Cortes hasta la constitución de las nuevas, previstas para el 23 de marzo, tenía dos meses para cambiar el país y decidió aprovechar la oportunidad. A lo que realizó en estas semanas y no a lo que anunció en septiembre es, en suma, a lo que tenemos que atenernos. Y en verdad que no desperdició el tiempo. 




			a)  En defensa de la propiedad liberal de tipo individual, el 9 de febrero ordenó la devolución a los compradores de bienes nacionales adquiridos (y luego restituidos forzosamente) durante las anteriores épocas constitucionales. Y dos días después (el 11.2) prohibió los tradicionales aprovechamientos comunes de pastos, yerbas y rastrojeras. 




			b)  Reorganizó sin demora la Guardia nacional, cuyo nombramiento entregó a los ayuntamientos, aunque por Real orden de 2 de marzo siguió sometida en último extremo a la jerarquía de las autoridades militares. 




			c)  Lo fundamental, no obstante, fueron sus grandes medidas referentes a las órdenes religiosas, al crédito público, incluida la desamortización, que comprendía los siguientes puntos: por lo que se refiere a la Hacienda, liquidación general de créditos (16.2), consolidación de la deuda (28.2) y ampliación de la anterior consolidación (12.3). Y por lo que se refiere a las comunidades eclesiásticas, el 19.2 ordenó la venta de bienes de las corporaciones suprimidas; el 5.3 se posibilitó la redención de los censos que les pertenecían; y el 8 del mismo mes, cerrando el proceso, se suprimieron las congregaciones religiosas. 




			A la vista de tales realizaciones puede entenderse ya la fascinación que ha inspirado Mendizábal a sus coetáneos y a algunos historiadores posteriores. Porque si ninguna de sus ideas fue original, a su impulso personal se debe el mérito de haberlas llevado a cabo, así como el demérito de haberlas consumado (salvo en el punto de la desamortización de bienes de regulares) de tan mala manera. 




			En el primer cuatrimestre de 1836 la estrella política de Mendizábal alcanzó, pues, su cenit, aunque siguiera siendo presidente interino. Una situación incongruente que tenía que irritar forzosamente a Mendizábal. En la edición de 1995 de las Actas del Consejo de ministros se reproduce en la página 617 el manuscrito autógrafo, fechado el 7.5.1836, del borrador de un proyecto que no llegó a ser decreto: 




			



			 




			No obstante lo prescrito en los Reales decretos expedidos por mi augusto esposo el 19.11.1823 y 31.12.1824 por los cuales se confirió para siempre la presidencia del Consejo de ministros al primer secretario de Estado y del Despacho universal, he tenido a bien resolver a nombre de mi amada Hija Isabel II que seáis vos quien ahora ocupe en propiedad esa presidencia. 




			



			 




			¿Sería –cabe pensar– para robustecer su posición ante su inminente caída? 




			



			 




			Lo que se debió a Mendizábal y lo que se debió a las Cortes 




			



			 




			Tanto el imaginario popular como la misma historiografía tienden a personalizar los acontecimientos en una versión épica del pasado como si la historia fuera obra de héroes al estilo de Carlyle: ángeles o demonios como Felipe II o Fernando VII. Cierto es que hay reyes o políticos que influyen decisivamente en el curso de las cosas: pensemos en Napoleón o en Carlos IV; pero de ordinario se trata de meros símbolos. ¿Hasta qué punto es correcto afirmar –según acaba de hacerse– que el progresismo fue obra personal de Mendizábal? ¿No sería más exacto afirmar que Mendizábal fue obra del progresismo? Las dos proposiciones valen porque el hombre y el contexto viven en una relación dialéctica inseparable como en la vieja fábula del huevo y la gallina. Quienes entienden que es el pueblo quien hace la historia y engendra a los héroes que necesita tienen la misma razón que los que entienden que los héroes son los verdaderos protagonistas y que el pueblo se limita a seguirles (o a padecerles). 




			No es obviamente nuestra intención seguir aquí más lejos el hilo de esta vieja cuestión de la filosofía de la historia; pero resulta imprescindible insistir, al menos, en el análisis de lo que el naciente progresismo español debió a Mendizábal y lo que debió a las Cortes constituyentes (dejando a un lado el papel, más impreciso aunque no menos fuerte, de la clase política y de los ideólogos). Ateniéndonos estrictamente a los hechos, es indudable que las realizaciones progresistas, incluso las que llevaban su firma, no fueron obra original de Mendizábal sino en buena parte herencia de los Ministerios anteriores. Ni tampoco obra exclusiva puesto que resulta imposible determinar con precisión lo que en el primer semestre de 1836 correspondía a él o a Gómez Becerra; y con mayor razón para lo que se refiere al período del Ministerio Calatrava a partir de agosto de aquel año. A estas alturas ya sabemos que el ministro dominante fue en efecto Mendizábal; pero ello no nos autoriza a desconocer la presencia de políticos de tanto peso y autoridad como el presidente, Landero y López y menos todavía a pasar por alto que las decisiones se tomaban colectivamente por el Consejo de ministros. Las atribuciones personales son, pues, una licencia interpretativa que, por su deliberado reduccionismo, facilita simplemente la comprensión de las cosas. 




			Pero todavía hay más. Porque no podemos hablar sólo de personas –de ministros  singulares o actuando corporativamente– sino de otro órgano constitucional multitudinario, las Cortes, que nos invitan a hacer una nueva pregunta: el salto progresista de 1836-37 ¿fue obra personal de un ministro (o de un Consejo de ministros) o más bien de las Cortes? ¿Quiénes fueron de veras los padres del progresismo y los ejecutores de sus intenciones: Calatrava y Mendizábal o los doscientos diputados del Congreso? La pregunta, aun siendo convencional y de imposible respuesta, resulta inquietante porque hace tambalear el mito histórico de Mendizábal y el pregonado mesianismo de su comportamiento. No nos equivocaríamos, desde luego, si dijéramos que la autoría responsable es de todos, puesto que Mendizábal sin el respaldo de las Cortes poco hubiera podido hacer y a las Cortes sin Mendizábal les hubiera faltado el motor. De hecho, nada esencial hizo Mendizábal (y los demás ministros) que no fuera debatido, o confirmado, en el Congreso y, por tanto, casi todo lo importante que se hizo en las Cortes contó con la iniciativa y colaboración de Mendizábal y sus colegas. 




			Con esta constatación no se trata de poner en entredicho el significado político de Mendizábal y del mendizabalismo sino de intentar colocar las cosas en su sitio. La realidad es que no todas las leyes se aprobaron bajo el dictado del Ministerio o de sus sugerencias. La mayoría parlamentaria era inequívocamente ministerial pero también tenía su propia iniciativa, como iremos viendo más adelante caso por caso, y conviene tener presente que algunas de las leyes más decisivas fueron aprobadas cuando ya había cesado el Ministerio Calatrava-Mendizábal y a las Cortes ni se les pasó por la cabeza cambiar mínimamente el rumbo anterior. Formalmente la revolución (o reforma) progresista fue obra de las Cortes constituyentes (luego ordinarias) de 1836-37; lo que no obsta a la utilidad de  seguir hablando de Mendizábal y del mendizabalismo. Valga, pues, este personaje como símbolo y metáfora de una época y de un movimiento, que ocasión habrá en los capítulos siguientes de ir desmenuzando con detalle cada uno de los acontecimientos políticos de aquellos dos años. 




			Una afirmación que no vale sólo para las Cortes constituyentes sino para toda la época mendizabalista. Más todavía: Isabel Burdiel (1989, 336) sostiene que en 1836 vivió Mendizábal secuestrado por el Estamento en el sentido de que, para mantener la mayoría y poder seguir en el Gobierno, se vio obligado –le gustase o no– a aceptar e imponer las decisiones del grupo de Caballero y López, que fueron por tanto los verdaderos artífices de la «revolución progresista» hasta que María Cristina, aterrada, llamó a Istúriz. Con las Cortes constituyentes las cosas empezaron igual y Calatrava-Mendizábal siguieron cautivos de Caballero y López hasta que decidieron separarse de ellos para recobrar la independencia y poder desarrollar una política más templada y un acercamiento a los moderados aun a conciencia de que así lanzaban a los avanzados a la oposición. 




			En cualquier caso, a partir de finales de 1837 se consolidaron y organizaron los partidos políticos españoles (dando por bueno que ya existían antes como meras tendencias de opinión) y, en lo que aquí más importa, se despersonalizaron su ideología e intenciones. Por decirlo de manera más contundente: los mendizabalistas se convirtieron en progresistas y el mendizabalismo se transformó en progresismo, olvidando pronto sus orígenes, que en la Historia se han perdido casi por completo. Una solución de continuidad que justifica, por tanto, que no nos ocupemos aquí de los programas y manifiestos progresistas posteriores ni nos molestemos en compararlos con el de septiembre de 1835. 




		 




			* * *


			

	

	    


	 	

	    

            



		

			 




			
2.  PARTIDOS POLÍTICOS 




			



			 




			Los partidos de la familia liberal.– Postura personal de los diputados.- Los partidos vistos desde las Cortes.– Análisis extraparlamentario.– Las  Cortes constituyentes vistas por los historiadores modernos.– Un intento  de reconstrucción.– Sobre doceañistas, exaltados y progresistas.– La soñada unidad liberal.– Mayoría y minoría parlamentarias: ministeriales y oposición. 




			



			 




			Para el pensamiento anacrónico la historia política de las Cortes constituyentes de 1836-37 habría de ser el relato de dos partidos políticos –el progresista y el moderado– enfrentados implacablemente tanto en el Congreso como fuera de él. Tal es la perspectiva habitual de los autores desde el siglo XIX hasta la actualidad. En el presente libro, sin embargo, hemos tenido que apartarnos de este camino trillado por la sencilla razón de que tales partidos no existían formalmente y, en segundo lugar, porque las luchas y tensiones no se produjeron entonces entre los dos grupos indicados (las dos estirpes en que se escindió la familia liberal) sino entre las distintas fracciones que se formaron en el seno de una de ellas, la progresista. Un punto de vista no rigurosamente original desde luego, pero lo suficientemente novedoso como para exigir un gran cuidado en la selección de testimonios y en su análisis. 




			Una historia política moderna es la historia de sus partidos políticos, es decir, de las situaciones y relaciones de éstos en los centros del Poder público –el Parlamento, el Gobierno– sin olvidar su actuación lícita o ilícita fuera de ellos: en la prensa, en las sociedades secretas y en las salas de banderas, incluidos los golpes militares y de Palacio. En 1836-37 no fue ésta, sin embargo, la historia política de España tanto por la incidencia de una guerra civil que alteraba inevitablemente las reglas de juego como porque todavía no habían madurado los partidos políticos en sentido moderno, con la consecuencia de que el epicentro se encontraba en oscursos movimientos nunca bien identificados, en explosiones populares más o menos manipuladas, marchas militares de intenciones opacas y en personalidades singulares que todavía no militaban en partidos ni estaban sometidos a disciplina alguna. 




			Por inercia y por deformación profesional se hablaba ya entonces, como sigue hablándose hoy, de un Congreso y de unos Gobiernos progresistas y de una oposición moderada: pero se trataba, y se trata, más bien de metáforas que de realidades, por la sencilla razón de que no existían tales partidos políticos. Lo que había, a todo lo más, eran grupos de diputados de ideas afines, que se reunían esporádicamente en algún domicilio particular (en el de Fermín Caballero o en el de Joaquín Ferrer) o en algún edificio expresamente adquirido a tal propósito (como la antigua Casa de Filipinas) con el objeto de intercambiar opiniones o establecer alguna estrategia común. Pero no eran partidos políticos en el sentido moderno puesto que carecían de organización electoral, de aparato burocrático y de disciplina de voto. En las elecciones cada diputado se las arreglaba por su cuenta y en el Congreso votaba según su conciencia. 




			Los partidos políticos en sentido propio y moderno estaban a punto de nacer ciertamente, pero todavía se hallaban en las vísperas y la articulación política se realizaba en torno a personalidades singulares todavía civiles (Mendizábal, Caballero, Martínez de la Rosa, Toreno) como pronto serían militares (Espartero, Narváez, O’Donnell). Éstos eran los mimbres reales del cesto político. Lo que no obsta a que resulte imprescindible el examen cuidadoso de los partidos políticos cualquiera que fuese el estado en que se encontrasen.  




			Si fuéramos consecuentes con un planteamiento metodológico riguroso, tendríamos que prescindir para esta época de la palabra «partido», puesto que es una verdadera «trampa lingüística» habida cuenta de que detrás de esta palabra se esconden demasiados significados que confunden inevitablemente al lector. En términos de la filosofía moderna del lenguaje, partido es una herramienta no pulida, mal usada, que desenfoca, cuando se utiliza, la visión correcta del mundo. En definitiva, aunque aquí nos apartemos en lo posible del pensamiento anacrónico, tenemos que aceptar resignadamente el uso de un «lenguaje anacrónico». 




			A este propósito Fernández y Fuentes en el lugar citado han rastreado con agudeza la aparición y primer desarrollo de unos términos que luego se incorporaron al vocabulario común y han llegado hasta hoy. Como bien señalan (47 ss.) «entre 1810 y 1823 se fue perfilando una nomenclatura relativa a los primeros partidos políticos anteriores, entendidos todavía como simples corrientes de opinión identificadas con tales o cuales principios ideológicos o actitudes políticas, reconocibles a su vez en una prensa afín y en la composición interna de las Cortes (...) La ruptura en 1820 del liberalismo español en dos corrientes, la exaltada o radical y la moderada, la primera partidaria de la constitución de Cádiz y la segunda de su revisión a la baja, daría lugar a dos series léxicas que habrían de cobrar un gran protagonismo en la historia política de las siguientes décadas: moderada (que está ya fechada en 1820) y progresista, algo posterior, término que después de la muerte de Fernando VII quedó vagamente asociado a la herencia liberal y popular de la constitución de Cádiz. Todo indica que a caballo entre los años 30 y 40 se inició la transición de moderado a conservador. Jaime Balmes señaló en 1843 el desprestigio de los partidos moderado y progresista como causa de un cambio de nomenclatura (...) El uso político de la tríada derecha/ centro/ izquierda, procedente de Francia se va introduciendo lentamente en España a partir de los años 30». 




			Para comprender desde el siglo XXI la situación de los partidos políticos de 1836-37 hace falta un primer esfuerzo de ascesis intelectual, es decir, la depuración de la idea que tenemos hoy de ellos para colocarnos en la mentalidad y en la praxis de aquella época, con el resultado, ya sabido, de que nos vamos a encontrar con figuras muy diferentes de las actuales: no con organizaciones sino con tendencias, no con militantes y simpatizantes sino con meras afinidades. Algo así como lo que sucedió en España en 1976, cuando en la transición los afines fueron buscando, casi a tientas, un lugar electoral, con la diferencia de que en esta ocasión la cristalización orgánica de los partidos se realizó con un ritmo incomparablemente más rápido que en el siglo XIX. 




			Pero este primer esfuerzo, sin embargo, no basta porque hace falta un segundo todavía más enérgico para depurar esos partidos iniciales de las adherencias que vinieron después como consecuencia inevitable de su evolución posterior. 




			Ateniéndonos a nuestro caso, los fenómenos político-sociales de 1836, que con poco rigor estamos denominando partido progresista y partido moderado, en 1838 ya eran otra cosa y nada digamos en 1846. Ésta es una nueva trampa de la investigación histórica: después de preocuparnos tanto de guardar las distancias cronológicas y de contextualizar cada momento en su momento propio, corremos el riesgo de caer en un nuevo anacronismo cuando enlazamos ese fenómeno en un proceso. Dicho de otra manera: aceptando que hemos logrado abstraernos de la mentalidad de 2011 y que nos hemos colocado en 1836, podemos caer fácilmente en el error de enlazar el partido progresista de 1836 (contemporáneo de La Granja) con el de 1840 (posterior al motín de septiembre y al entronamiento de Espartero) que ya no son los mismos. 




			La consecuencia de esta somera observación es la siguiente: a la hora de enjuiciar los partidos políticos de 1836-37 tampoco nos valen los análisis inmediatamente posteriores de Pastor Díaz, Balmes, Donoso, Borrego, casi coetáneos, porque lo que ellos tienen delante y analizan ya es otra cosa. Ésta es una situación aparentemente descorazonadora, porque nos priva de referencias absolutamente fiables, pero no podemos, por otra parte, prescindir de ellas, si bien nos exige particulares precauciones. 




			En definitiva: a) aunque manejemos las expresiones de partido progresista y partido moderado, tenemos que ser conscientes de la impropiedad de su uso ya que su contenido es muy diferente al actual; b) aunque esos partidos se prolonguen sin solución de continuidad con los de los años inmediatamente siguientes, ya no son los mismos en 1836 y 1840; y c) la observación histórica sigue siendo posible pero sus resultados deben tenerse cada día por menos seguros y en todo caso se refieren a fenómenos más que variables, fugaces. Así es, al menos, como debe entenderse el presente libro. 




			



			 




			Los partidos de la familia liberal 




			



			 




			Con las cautelas señaladas en este epígrafe va a tratarse del tema de los partidos políticos, cuyo esclarecimiento previo (en la medida de lo posible) es imprescindible para la inteligencia de la vida política de una época desgarrada de hecho en bandos de contornos imprecisos y de objetivos apenas diferenciados. Una cuestión singularmente confusa agravada, además, por la ambigüedad con que se empleaba este término en el tiempo que nos ocupa. Lo único claro entonces era la existencia de los partidos liberal y carlista, como rezaba el título de la obra clásica de Pirala. Pero es el caso que también se hablaba habitualmente de otra infinidad de partidos: del moderado (o conservador o retrógrado o estatutista o aristocrático o fusionista), del progresista (o exaltado o anarquista o radical), del republicano y aun del democrático. Y aquí está el problema porque es dudoso que existieran todos e incluso, supuesta su existencia, está por determinar el momento de su aparición, su contenido ideológico, sus objetivos concretos y, sobre todo, sus miembros más significados. Con la advertencia de que precisamente el año 1837 fue crucial en esta problemática dado que las Cortes constituyentes fueron las últimas que no se estructuraron formalmente en partidos: un fenómeno que, como veremos inmediatamente, empezó a funcionar a fines de ese año con referencia a las Cortes siguientes de 1838. 




			En estas páginas va a ensayarse una taxonomía de todos ellos basada en la genealogía, puesto que la tesis que aquí se mantiene es la de que se trata de fracciones o ramas de un mismo tronco: el liberal. Según esto, el liberalismo político no era un partido (el llamado «partido liberal» era una simple metáfora de referencia) sino, más bien, una familia de partidos emparentados por la unidad de su origen. En este libro y a título rigurosamente convencional, va a hablarse de la familia liberal, origen de dos estirpes (la estirpe progresista y la estirpe moderada), segmentada cada una de ellas en linajes o fracciones: el templado, el avanzado y el radical dentro del progresismo; y el estatutista y el conservador dentro del moderantismo. Linajes que se agrupaban en torno a una persona: Mendizábal en el templado, Caballero en el avanzado, Álvaro en el radical, Martínez de la Rosa en el estatutista, Mon en el moderado. De esta manera aparece una escala dinámica que va desde la abstracción más difusa (liberalismo) a la personificación más individualizadora, abriendo paso a sucesivos y constantes fraccionamientos en un proceso indefinido de partenogénesis y, a la inversa, de fusiones más o menos duraderas. Circunstancias que explican, sin contar con la arbitrariedad de las denominaciones, la dificultad del análisis y la inseguridad de los resultados. 




			Buceando en sus orígenes nos encontramos con que del tronco liberal –antagonista inicial del absolutismo fernandino y luego del carlismo– nacieron durante el Trienio dos ramas: la moderada y la exaltada. La rama moderada adoptó años más tarde, durante el Estatuto Real, la denominación de «estatutismo» (o «aristocratismo») de evidente connotación despectiva; para reaparecer luego como moderantismo –o más bien criptomoderantismo– refundado por Istúriz en el breve paréntesis de mayo-agosto de 1836, sobreviviendo luego extraparlamentariamente (puesto que fue excluido electoralmente de las Cortes constituyentes, aunque conservara su fuerza periodística) y reapareciendo después de las elecciones del otoño de 1837, si bien otra vez refundado teóricamente como nuevo moderantismo o partido monárquico-constitucional según la inspiración de Andrés Borrego. Al no haber un momento formal de nacimiento de este partido, los analistas pueden adelantar o retrasar a su gusto la fecha de su aparición, pero a ninguno de sus contemporáneos (Miraflores, Enrique O’Donnell) se escapó la importancia del episodio de Istúriz, que nosotros aquí hemos llamado prudentemente «criptomoderantismo». Y por lo que se refiere a los años inmediatamente posteriores Cánovas Sánchez (380 ss.) ha identificado tres tendencias fundamentales dentro del partido moderado, una vez que éste quedara ya consolidado en el sentido moderno: «la conservadora autoritaria del marqués de Viluma y de Bravo Murillo, orientada a recortar los ya limitados elementos liberales del régimen; la moderada de Pidal y Narváez, el más importante grupo de todo el espectro político, que ocupaba el centro del partido y tenía un definido talante doctrinario y pragmático; y el puritano de Pacheco y Pastor Díaz, situada a la izquierda y preocupada por hacer del moderado un partido liberal, consecuente y moderno». 




			Los avatares de la rama exaltada fueron más complicados porque por razones tácticas o de imagen cambió su nombre tardíamente por el de progresista: pero esta transformación no fue unánime ya que muchos entendieron que no se trataba sólo de una cuestión de nombre sino que implicaba una evolución hacia el moderantismo. De esta manera se produjo una nueva escisión entre progresistas (manifestación actualizada de la antigua exaltación) y aquellos que conservando sus orígenes ideológicos retuvieron el nombre de exaltados (exaltados «auténticos» como se diría hoy) aunque maliciosamente fueran tachados de «anarquistas» o «revolucionarios». Pero la situación se complicó más todavía en las elecciones de febrero de 1836 cuando la rama joven progresista se escindió de nuevo formándose el «mendizabalismo» de fidelidad personal al presidente del Gobierno. De esta manera no es que desapareciera el progresismo sino que se convirtió en un rótulo genérico de una nueva estirpe compuesta por distintas ramas, fracciones o linajes. Así se llegó a las Cortes constituyentes, con hegemonía progresista total, pero con distintos matices, por lo que sería más propio hablar de la hegemonía de la estirpe progresista compuesta por los mendizabalistas, los caballeristas situados a su izquierda y los grupúsculos autónomos situados todavía más a la izquierda y encabezados por Álvaro, pero donde campaban con absoluta independencia personalidades singulares que no admitían ni disciplina ni jerarquía (al estilo de Fontán, Gorosarri o García Blanco). 




			Estas clasificaciones taxonómicas pueden parecer complicadas ciertamente; pero hay que aceptarlas con paciencia porque aún más enrevesada era la situación política real en la que todavía no se habían formalizado los grupos y mucho menos bautizado oficialmente, de tal manera que se empleaban arbitrariamente, o por aproximación, los rótulos conocidos, que, para mayor desconcierto, solían rechazarse para evitar la connotación peyorativa que con frecuencia llevaban consigo, tal como denunció El Eco  del Comercio de 17.9.1836: «Es antigua costumbre de los partidos políticos el darse a conocer con ciertos nombres, no siempre los más propios, para significar sus cualidades verdaderas; y el designar a sus adversarios con otros que o son injuriosos o para desacreditar en la opinión general a aquellos a quienes se aplican». El panorama no empezaría a aclararse hasta que a partir precisamente de aquellas fechas los incipientes partidos (que lo eran solamente de opinión o más bien de pasión) comenzaron a organizarse en auténticos partidos electorales dotados de una cierta estructura personal y con programas algo más concretos que les permitían marcar sus campos e identificar a sus miembros. 




			Sobre este particular debemos un juicio muy autorizado a San Miguel (Las próximas Cortes), quien en su larga vida política tuvo ocasión de observar el nacimiento de todos los partidos políticos: «Entre los hombres que piensan de tan distinto modo, se conocen unos con el nombre de progresistas, de partidarios de la última revolución del mes de agosto de 1836 (la de La Granja), de cuantas reformas se han hecho desde entonces y puedan hacerse en adelante; reciben otros la denominación de retrógrados, de estatutistas, de contrarios a las reformas, de partidarios de cosas que existen hace más de un año, de deseosos de su restauración y por consiguiente de enemigos de innovaciones que pasan en su opinión por peligrosas. Y como los partidos nunca son justos tratándose de sus rivales, cada uno bautiza al otro con los epígrafes más depresivos y les achaca las más perversas intenciones. ¿Existe verdaderamente un partido retrógrado? ¿Hay quien aspire no siendo carlista a que en vez de marchar las cosas retrocedan? ¿A que desaparezcan todos los vestigios de la revolución de agosto? ¿A que se anulen o neutralicen las reformas que se han hecho desde entonces? ¿A colocar la situación actual sobre otras bases?». 




			



			 




			Postura personal de los diputados 




			



			 




			Lo primero que llama la atención en la lectura del Diario de Sesiones es el empeño con que los diputados, salvo excepciones, negaban enfáticamente su pertenencia a un partido político bien sea por no aceptar su existencia dentro de la Cámara o por entender que ello supondría una limitación de su libérrima voluntad política (pues sólo admitían que estaba supeditada a la de los electores que representaban) o bien sea, en fin, por considerar que se trataba de asociaciones nefastas incompatibles con los principios liberales. 




			Ateniéndonos a sus propias declaraciones parlamentarias, en los términos rotundos de Pedro Gil (en la sesión de 8.5.1837), «yo no pertenezco a ningún partido»; o de Charco (22.5.1837), «yo no pertenezco a más partido que al de las leyes», o de Cabrera de Nevares en la sesión del 18.5.1837; «¿Puede el sr. preopinante creer, puede imaginarse que yo pertenezca a ningún partido por cuyas inspiraciones yo esté movido en esta cuestión? Cabrera de Nevares no pertenece a ninguna corporación secreta, a ninguna sociedad pequeña ni grande, no pertenece más que a su Patria, por la cual tanto se ha sacrificado. Vota en las Cortes con absoluta independencia, a pesar de ser empleado público; vota lo que en su conciencia cree ser bueno y aborrece el espíritu de pandillaje». 




			Como puede observarse el diputado rechazaba con igual energía la imputación de pertenecer a un partido que a una sociedad secreta de las que actuaban de forma paralela y con los mismos fines de derribar el Gabinete. A lo mismo se refirió Juan Osca el 22.5.1837: «Yo jamás he pertenecido tampoco ni pertenezco a ninguna sociedad secreta mientras conserve el juicio, porque no soy amigo de semejantes reuniones tenebrosas. Y no lo soy porque creo que los hombres libres en los sistemas representativos pueden defender la libertad y la Constitución sin el auxilio de esos hombres oscuros que no son las más veces que ambiciosos que tratan de prosperar a costa de inocentes seducidos». 




			La lista de proclamaciones de este tipo puede prolongarse cuanto se quiera. Así, Pizarro en la sesión del 14.3.1837: «Yo no pertenezco a partido ninguno y no temo a ninguno, porque conozco que siendo de buena fe, de la lucha de todos ellos es de donde viene en los gobiernos representativos la buena dirección de los servicios públicos». García Carrasco el 20.5.1837: «Yo, sin estar ligado en nada con este partido ni con cualquier otro, obro según mi razón y mi conciencia». Y San Miguel el 19.8.1837: «Siempre he votado como hombre independiente: independiente de partidos, independiente de los más, independiente de los menos, porque yo me lisonjeo siempre de seguir en todas ocasiones los impulsos de mi corazón y de mi conciencia, cualquiera que sean los resultados, o felices o funestos». 




			Finalmente, por citar al propio Mendizábal en una carta dirigida a Luis Fernández de Córdova el 3.4.1836 (publicada en las Memorias íntimas I, 228, de su hermano Fernando): «Yo no soy hombre de partido: la prueba es que el que se decía ser mi partido me ha abandonado. ¿Y por qué? Porque he sido y soy y seré independiente. Esta es mi mayor gloria». Declaraciones tanto más sorprendentes al proceder de quien era considerado unánimemente como caudillo del progresismo y, al menos y en todo caso, de la fracción de su propio nombre. Aunque aún resultó más insólita la declaración de independencia e insolidaridad realizada en la tribuna parlamentaria el 8.4.1837 por un ministro de la Corona (López): «Aun en las cuestiones de doctrina en que me he mezclado, no me he puesto de acuerdo con ningún compañero (de Gabinete), no porque yo no esté convencido de que el éxito de los cuerpos deliberantes pende de que se entiendan y concierten las personas que tienen el mismo matiz de opinión y que se dirigen al mismo fin, sino porque quería formar un círculo independiente y aislado con mi persona y desde mi puesto apoyar o combatir al Gobierno según entendiese que lo merecía por su conducta». 




			De esta actitud de rechazo pudibundo se hacía eco también la prensa con absoluta naturalidad: «consideramos la lucha de los bandos políticos como la mayor calamidad de nuestra patria y nada deseamos tanto como que la mayoría nacional la haga cesar» (La Revista: 16.2.1836); mientras que La Abeja por aquellas mismas fechas (11.2.1836; ambas citas apud Adame, p. 82) describía peyorativamente a los «hombres de partido» como individuos que «en todo caso hayan dado y den su apoyo sin examen ni deliberación propia a los caudillos de una fracción». 




			Ahora bien, estas declaraciones de rigurosa independencia personal no implicaban necesariamente la inexistencia efectiva de bandos políticos, antes al contrario parece que la daban por supuesto y que lo único que se proclamaba era su falta de incidencia en las discusiones y votaciones parlamentarias. En estos términos inequívocos se pronunció Mon en la sesión de 12.10.1836 al advertir con más sinceridad y menos patetismo de lo que entonces era corriente que «aquí no puede menos de haber pasiones y los partidos que hay fuera porque nosotros somos el producto de esos mismos partidos». 




			Pero aún más interesante era la conciencia que se tenía de que el bipartidismo básico no era un fenómeno original español sino reflejo de la división política que dividía entonces Europa. Como observó sensatamente Almonací en la sesión de 31.8.1837 después de describir la situación política allende los Pirineos, «dos fracciones del partido liberal también se presentaron en España muy luego, a poco de restablecer la libertad. ¿Pero estamos tan reconciliados los liberales de ambas opiniones, que nuestros enemigos no aprovechen un momento de efervescencia, de calor, para volvernos a preparar otra como la de que acabamos de salir felizmente? Tenemos entre nosotros también otra fracción, para mí apreciable, de absolutistas que son enemigos del partido liberal en concreto. Y a éstos yo no les he de hacer la injusticia de creer que tratando yo de sostener mis principios, van ellos a ceder al momento que se lo digamos». 




			



			 




			Los partidos vistos desde las Cortes 




			



			 




			El hecho de que algunos diputados rechazasen con energía su militancia en un partido determinado o su sometimiento a una disciplina de grupo no significaba ni mucho menos que se negara en términos generales la existencia de ellos y así luce expresamente en los testimonios explícitos de Mon o Almonací, antes citados. La verdad es que la mayoría no ignoraba esta evidencia, aunque las dudas vinieran luego a la hora de precisar sus manifestaciones reales. 




			La opinión absolutamente dominante era que no había más que dos: el carlista (o absolutista) y el liberal, también llamado constitucional, cristino o isabelino. Lo que sucede, no obstante, es que el partido carlista se había fraccionado en dos bandos –el neto y el ojalatero– de la misma manera que en el partido liberal habían aparecido el progresista y el moderado. Esta idea del bipartidismo esencial y de su fraccionamiento posterior, perceptible ya en el Trienio, fue desarrollada con total precisión por Argüelles en la sesión de 27.2.1837: «La Nación está hoy divida en dos grandes partidos: el carlismo y el nacional (...) Pero se han producido divisiones y subdivisiones en el partido, que se anuncian ya hoy ya mañana, ya de una manera ya de otra». Situación que, a su juicio, había tenido con frecuencia un origen no muy limpio y que ofrecía no pocas desventajas: «estos partidos, o llámense bandos o parcialidades, ocasionalmente se hacen la guerra, uno porque no le ha salido la cuenta, otro porque se ve mortificado su amor propio y otros por otras causas de igual naturaleza. (...) Y veo que hay incomodidad, que hay disgusto porque ciertamente no hay razón para que uno de los elementos más esenciales de los gobiernos representativos haya de desacreditarse porque personas que se encuentran chasqueadas o que se ven movidas por otras causas, hagan treguas con unos principios y se abandonen al gusto de vengarse». 




			La cuestión de los partidos fue una preocupación constante de este diputado y aludió a ella en varias ocasiones, repitiendo incluso las mismas palabras. Véase a tal propósito las que pronunció unos días después en la sesión de 30.3.1837: «Convencido, porque sería una afectación disimularlo, que en el público hay diferentes fracciones de partido, pandillas, banderías o llámese como se quiera, que todas ellas propenden a expresar la opinión pública (...) Hartas desgracias tenemos, hartas divisiones, sin que queramos suscitar más. Yo quisiera que no hubiese más que dos partidos en España: el absolutista, el despótico, el tiránico que representa Don Carlos y el constitucional, el liberal, el verdaderamente nacional».  




			Cabrera de Nevares –a quien antes oímos negar su pertenencia a cualquier partido– también admitió sin vacilar su existencia en la sesión del 7.11.1836: «Yo no reconozco más que dos partidos: el uno, el de los defensores de la libertad; el otro, el de sus enemigos. Todos los que pertenecen al primer partido son para mí iguales, sean o no exaltados. La exaltación es una palabra ridícula (Rumores). La exaltación no es más que un temperamento. Sin manifestarse exaltado puede un hombre tener tanto patriotismo como un Bruto o un Scaevola, puede dejarse matar por su patria sin que nadie le haya tenido por exaltado, por no serlo tal vez su temperamento. Hacer un cargo a un hombre porque no es exaltado, es lo mismo que siendo rubio hacérselo porque no es moreno». 




			Las opiniones que acabamos de ver, procedentes una de un progresista templado y la otra de un exaltado, se manifestaban igualmente en la prensa. Así puede leerse en El Eco de Comercio de 20.2.1836 que «hay dos partidos tal y como los vemos: el estatutario o fusionista (que todavía no se había convertido oficialmente en moderado) y el progresista o exaltado». Y desde el lado de enfrente decía La Abeja el 23.2.1836: «No reconocemos más que dos partidos amante y defensor el uno de la libertad, el otro defensor del absolutismo. Los matices que dividen al primero en diferentes fracciones son el uno el de los que quieren conservar lo que existe y adelantar legal y progresivamente, el otro el de los que quieren destruirlo todo». 




			A lo largo de 1836 y 1837 corrían paralelos, como estamos viendo, dos hilos separados y un tanto contradictorios: de un lado el reconocimiento de la existencia de partidos políticos enfrentados; y de otro, el postulado de una unidad liberal frente al carlismo. Lo primero sería la constatación de una realidad; y lo segundo, la expresión de un deseo ideal sólo ocasional y fugazmente plasmado en la práctica parlamentaria. 




			La raíz de todo este galimatías y de sus aparentes contradicciones se encuentra en las distintas concepciones que de los partidos políticos se tenía entonces y ahora. En la práctica política actual operan los partidos electorales o parlamentarios que son organizaciones que canalizan y de hecho dirigen la opinión de los ciudadanos, la expresan en las Cortes y, llegado el caso, la imponen desde el Gobierno. En los primeros años del constitucionalismo los partidos así entendidos ciertamente que no existían (como acertadamente han puesto de relieve, entre otros, Artola, Linz y Santirso); pero eran corrientes los llamados partidos de opinión, o sea, movimientos de ideas, actitudes ideológicas y vitales, tendencias no bien definidas pero socialmente perceptibles (como ahora sucede con las «izquierdas» y las «derechas»), cuyos polos más concretos eran, como acaba de verse, los partidos liberal y carlista y, dentro de aquél, las estirpes progresista y moderada. 




			Aceptada unánimemente esta distinción, queda pendiente la fijación del momento en que se produce el cambio de una calidad a otra, el paso de lo difuso a lo concreto, del espontaneísmo a la organización, de la simple opinión a la organización oficial: una cuestión eminentemente subjetiva puesto que, al no tratarse de una transformación brusca sino gradual, corresponde al gusto del analista el adelantar o retrasar ese momento.  




			Los autores del siglo XIX (Fernández Manrique, Fernández de los Ríos) solían preferir las fechas tempranas y daban singular importancia a la escisión de Istúriz en la primavera de 1836, entendiendo que al separarse de Mendizábal fundó el partido moderado. Entre los historiadores modernos Adame, que es el que más atención ha dedicado a este punto, señala igualmente al breve Gobierno de Istúriz en la primavera de 1836 como la fecha de la cristalización del nuevo partido moderado; y las elecciones de febrero de ese mismo año como el correlativo nacimiento del partido progresista. Por decirlo con sus propias palabras (p. 219), en las elecciones de julio de 1836 «surge el primer partido moderado como partido electoral. Andrés Borrego aportará su talante organizativo. En 1836 hemos constatado en la prensa la alianza entre los exaltados antimendizabalistas, los representantes de la mayoría martinista (o sea, de Martínez de la Rosa) de 1834-1836 que, con el apoyo explícito de la “nueva escuela” de El  Español llevan a fundar el primer partido moderado. Plataforma electoral que triunfará en otoño de 1837. El nacimiento del partido progresista es más complicado y en él Mendizábal tendría una importancia trascendental. En 1836-1840 se produce una profunda imbricación entre progresismo y mendizabalismo». 




			Comoquiera que sea, de ordinario se tiene a Mendizábal como la figura clave de este proceso de cristalización orgánica o formalización moderna de los partidos políticos de la época. En unos casos por rechazo a él, como sucedió con Istúriz al romper con Mendizábal en 1836, ya que en la interpretación de Comellas «es en estos momentos cuando apoyado por Alcalá Galiano forma un verdadero partido, con un equipo compacto y disciplinado y adquiere un caserón antiguo que fue de la Compañía de Filipinas en donde se reunirá periódicamente con su plana mayor; fue la escisión isturista la que permitiría entre abril y agosto de 1836 un fenómeno de agregación moderantista frente a la alianza táctica que mantenía Mendizábal con los exaltados doceañistas mandados por Caballero» (Adame, p. 93). Y meses más tarde se dio un nuevo paso en este proceso de diferenciación entre moderados y progresistas «cuando –en palabras del mismo Adame– va a fracasar el programa de 14 de septiembre, concebido como símbolo de unión entre unos liberales y otros. Aunque Mendizábal se presentara al principio como un moderado, cuando la mayoría martinista de 1835-1836 no le apoyara se alió con los exaltados haciendo nacer por medio de un pucherazo electoral el partido progresista o del movimiento de febrero de 1836». 




			Y si queremos un autorizado testimonio de la época podemos citar a San Miguel (Vida de Argüelles, citado por Tejero, I. 144): «Con las denominaciones de moderados y exaltados, de oscura significación, se conocieron estos dos partidos en la época constitucional de los tres años: los primeros conservaron la suya, los segundos adoptaron la de progresistas. Algún más sentido encerraba esta voz que la de exaltado; mas siempre era vaga, de significación arbitraria y caprichosa (...) Los progresistas no indicaron de un modo fijo de qué clase había de ser su progresión. Por lo pronto la comprendieron perfectamente bien, mas debieron con el tiempo formarse escisiones, como consecuencia natural de lo vago de su título. Los mismo debió de suceder a los moderados, pues aun de más interpretaciones era susceptible el suyo». Si un observador tan agudo como San Miguel –intelectual de prestigio y político experimentado– se veía forzado a reconocer la vaguedad de los partidos, puede imaginarse la confusión de la opinión pública común, que se ha mantenido hasta ahora. 




			



			 




			Análisis extraparlamentario 




			



			 




			1.  Ya hemos visto antes la opinión personal expresada en el Congreso por algunos diputados. Ahora bien, fuera de las Cortes se había ido formando mientras tanto una incipiente teoría política de los partidos, que los autores intentaban perfilar cada vez con mayor precisión. A continuación vamos a ver algunos ejemplos de lo que sobre este punto se escribía dentro de un repertorio heterogéneo en el que aparecen opiniones anónimas de la prensa, testimonios de observadores, ensayos académicos redactados por políticos profesionales y estudios de analistas imparciales. 




			En las Memorias íntimas de Fernando Fernández de Córdova (I, 227 y ss.) se transcriben varias cartas de periodistas dirigidas a su hermano Luis que aludían directamente a esta cuestión. La primera es de Manuel Imaz de 9.3.1835 en la que informaba de que «empiezan a quitarse las mascarillas y en El Eco de estos cuatro últimos días y en La Revista puede Vd. observar que cada uno por su lado se lanzan a la arena los dos partidos del progreso y señalan cada uno el término de sus deseos, haciendo profesiones de fe política.  La Abeja también se esfuerza y procura contener todo lo que tira a salir de sus principios moderados. Las asociaciones secretas, divididas como están, aumentan las dificultades, pues no es posible ni aun contentarlas ni atraerlas, deseando opuestos resultados.» Y en otra del 16 de abril del mismo año puede leerse que «esto sigue lo mismo, es decir, peleando los partidos, unos por sostenerse, otros por apoderarse del poder y otros haciendo la guerra ciega a cualquiera que mande (...) Tengo entendido que la fuerte mayoría apoya a Mendizábal por resultado de convenio explícito acordado en reunión tenida en casa de Caballero». En otra carta al mismo destinatario firmada por Joaquín María Alba con fecha 28.3.1835 se decía que «el partido moderado se ha reunido con el exaltado, que hace oposición a Mendizábal, para combatir juntos»; añadiéndose en la del 18 del mes siguiente que «el partido moderado se ha unido a Istúriz». 




			Repasando la prensa, en El Eco del Comercio de 22.8.1837 se declaraba que «no repudiamos la voz del partido pues sabemos que los hay respecto a todas las doctrinas y que no puede menos de haberlos». Lo sorprendente de ese periódico fue que admitió sin vacilaciones la presencia de diputados moderados en las Cortes constituyentes, saliendo al paso de forma expresa de la opinión general –de entonces y de ahora– de que se trataba de un Congreso exclusivamente progresista. El 17.6.1837 –contraponiendo moderados y exaltados– afirmaba que «en las presentes Cortes hay órganos y voces para significar los deseos y los intereses del partido moderado; y hasta las ideas moderadas predominan sobre las de los que se llaman exaltados. Dígalo, si no, la constitución; digan de buena fe nuestros adversarios si esta ley política no representa más bien el sistema fundamental de los moderados que el de los exaltados (...) Se podría objetar que faltan algunos notables del partido; pero esto sólo probará que no han tenido popularidad para ser elegidos». 




			En este lugar no pueden faltar los comentarios de Villiers, un observador perfectamente informado aunque sus opiniones incurrían con frecuencia en apasionamientos sesgados y menosprecios característicos de un británico de talante colonial (su correspondencia se cita por la traducción de Rodríguez Alonso en La revolución liberal..., 1989). Para el embajador inglés «los liberales están divididos entre sí, pero la casa no caerá, porque en España nada ocurre regularmente, ni siquiera los axiomas de la Escritura» (carta de 26.3.1836). Y en otra de 15.10.1836 insistía en que «entre los liberales hay toda clase de divisiones de carácter político y, como la animosidad de los sectarios entre sí es siempre mayor que contra los de credo diferente, los liberales se odian más intensamente que a los carlistas y están mucho más dispuestos a avenirse con éstos que a intentar llegar a un entendimiento entre ellos». 




			El soberbio desprecio de Villiers a los políticos liberales españoles y a sus cacareadas revoluciones alcanzó su máxima expresión en una carta de 13.12.1835: «Esta clase (los liberales) comprende a todos aquellos que figuraron en la última etapa constitucional, a los cuales el resto de los españoles tiene tal aversión que sería casi imposible describirla. Estos hombres, incluyendo unos dos mil que volvieron de la emigración, han ocasionado todos los movimientos revolucionarios ocurridos últimamente, primero por medio de las sociedades secretas y más recientemente con la ayuda de la Milicia nacional (...) Esto no merece el nombre de revolución ni es expresión de un deseo nacional de instituciones liberales (...) Cuanto más observo y conozco de este país, más seguro estoy de que no es apto para instituciones liberales y de que, aun en el caso de que existiera el deseo de ellas, sería necesario no acceder a este deseo durante algún tiempo o mientras la nación no alcance un grado de educación determinado». Y por lo que se refiere a los moderados, en una carta a Aston de 10.12.1837 afirmaba que «son los hombres más rencorosos e intolerantes de España; doctrinarios sin doctrina, aristócratas sin nobleza ni riqueza, fanfarrones sin fuerza, siempre están malinterpretando lo que ocurre en otros países y, siendo ignorantes en sí mismos, nunca son capaces de adoptar los medios adecuados a los fines que dicen perseguir». 




			Curiosamente un periódico tan castizo como  El Castellano  en su número de 13.9.1837 se pronunciaba en unos términos no menos virulentos: «El espíritu de partido llega a erigirse en pasión frenética y sólo a esta causa puede atribuirse la conducta de ciertos hombres. No les satisface el haberse apoderado de la dirección de los negocios públicos y alucinados sin duda con sus miras personales y de pandilla (...); no les basta haber pasado la mayor parte de su vida en la holganza ni haber asegurado crecidos sueldos para los individuos de sus familias, sus ahijados y allegados (...) Necesitan más: necesitan que sus errores se veneren como dogmas, que su ya conocido egoísmo y ambición continúen pasando por desprendido amor a la patria, que una servil parodia de usos extranjeros se alabe como lo más sublime de la sabiduría». 




			Oigamos ahora los dicterios prodigados unos años más tarde por Henao (III, 160): «El partido moderado ha representado siempre en el poder un retroceso, la reacción misma, jamás un principio concreto de gobierno. Su constante aspiración ha sido siempre la de apoderarse del presupuesto y medrar a la sombra del orden. Especie de fariseos, con un pié en la reacción y otro en la revolución. Vueltos siempre de espaldas al proceso y a la libertad (...) El monopolio, el privilegio y la inmoralidad han sido su brújula; la sospecha, su criterio de orden y la hipocresía su carácter». 




			Colomer Viadel (1988, p. 19) ha exhumado un texto de la época firmado por Joaquín Francisco Campuzano (Los partidos, 1839, p. 11) en el que se lee que «los partidos son una necesidad de los gobiernos populares, a cuya clase pertenecen las monarquías representativas. Pretender que no los haya es vano deseo por bueno que parezca y de contado preferibles son a las cábalas y facciones (...) En España pueden ser hasta provechosos porque nuestros males vienen de las personas que han ejercido una autoridad arbitraria acomodada a sus intereses particulares y los partidos sosteniendo doctrinas generales se separan del interés individual. (...) De hecho se ha dividido la España liberal en dos bandos, pues además de exaltados tenemos moderados. Todavía puede esto comprenderse en razón de que en variando las circunstancias es muy natural que los clasifiquemos en conservadores y progresistas. Pero que además de estos dos, haya habido en el día quien piense que formar un tercer partido por cierto que es cosa extraña y tan fuera de propósito que la opinión pública no responde por ninguna parte a semejante ilusión». 




			2.  Dejando aparte este raro testimonio, fueron Borrego y Balmes, dos periodistas esclarecidos, quienes examinaron por extenso esta cuestión y sus libros, que influyeron directamente sobre el curso político del momento, nos sirven hoy de referencia imprescindible de los acontecimientos que se relatan en este libro. Pero sin olvidar nunca que los dos publicaron sus obras después de 1837; lo que significa que la aplicación de sus ideas a las Cortes constituyentes exige una traspolación  ad retro inevitablemente arriesgada. 




			a)  Balmes dedicó a este tema unas observaciones muy acertadas en Consideraciones políticas sobre la situación en España (1841) y en Origen, carácter y fuerza de los partidos políticos en España (1845), donde se ve muy claramente que en aquellos años la situación de los partidos políticos ya era muy distinta puesto que cabalmente desde las elecciones de 1837 se había producido una evidente clarificación hasta emerger, ya sin ninguna clase de complejos, a la superficie pública. Balmes se atuvo en principio a la clasificación habitual de progresistas y moderados, una vez que los carlistas habían pasado a segundo plano como consecuencia de la terminación de la guerra civil, y los fue describiendo y analizando. 




			Los progresistas eran, a su juicio, la manifestación moderna de los antiguos exaltados: término este último completamente pasado de moda y que inspiraba inequívoca aversión. «Este partido –escribió– no puede vivir sino en la agitación y de la agitación. Necesita desbordamiento en la prensa, tormentas en el parlamento, asonadas en las calles; ha menester devorar un gobierno cada seis meses, cambiar con mucha frecuencia la situación política, destruir poderes, ensayar nuevas formas (...) Legítimos herederos de los primeros autores de la revolución, se le mantiene fiel conservando como un depósito precioso los principios, los hábitos, los instintos revolucionarios». «Progresar –seguía diciendo– significa limitar las facultades de la Corona y combatir las clases antiguas. Parecen demócratas porque invocan al pueblo, pero sólo invocan al pueblo que participe de sus ideas y que favorece sus miras; pero si el genuino desarrollo del elemento popular los contraría, entonces se oponen a este desarrollo con todas sus fuerzas y no quieren seguir hasta las últimas consecuencias el espíritu democrático de sus principios».  




			Ahora bien, ¿podía subsistir a la larga un partido progresista? Porque –en palabras de Balmes– el destino de este partido era transformarse inevitablemente cuando cesaba su hiperactividad, cuando «había llegado» y esto sucedía cuando alcanzaba el poder, ya que quien está en él lo que quiere es conservarlo, aunque sea transformando su esencia y traicionando su pasado. Esto lo vio muy bien nuestro autor: «El partido progresista ha tenido alguna vez pretensiones de parecer partido de orden y legalidad (y en esto) se ha olvidado de que en el momento en que entraba en dicho camino se hallaba en el terreno de otro partido llamado moderado y que se despojaba de su propia naturaleza (...) Desde que la revolución está consumada el campo de lucha está entre los que quieren conservar la obra de la revolución y los que se proponen destruirla. Se han trocado los papeles. Los antiguos revolucionarios se han convertido en conservadores porque desean conservar lo que han adquirido; y los partidarios de lo derribado se empeñan en derribar lo nuevo y en restaurar lo viejo (...) Si permanecen separados esos partidos, la cuestión no será de principios  sino de personas; y esto es lo que constituye el pandillaje».  




			«Con la palabra moderado –explicaba a continuación Balmes– se entiende comúnmente designar un partido que, sin abandonar los principios liberales, trata de aplicarlos con mesura y templanza (...) Para muchos hombres la palabra moderado no expresa más que una pura negación y en realidad no son más que la no profesión de otras ideas. ¿Cuántos hay que apellidan moderados a todos los que no son carlistas o progresistas? (...) El partido moderado entendido de esta manera es una especie de terreno libre donde entra cada cual con las opiniones que quiere, sin que se necesiten más requisitos que la no profesión de los principios que el clasificador ha tenido a bien señalar». 




			No nos engañemos –cerraba en sus comentarios– porque «hay una inmensa masa de ciudadanos que se abstienen de tomar parte en los negocios públicos, limitándose a desahogar sus ideas y descargar sus sentimientos en el seno de la amistad y de la confianza». A cuyo propósito el autor, amargado por las decepciones, terminaba haciendo una curiosa alabanza de la indiferencia: «Es harto extraño que hombres que ya han alcanzado una pingüe fortuna y posición social distinguida, que son los dos resultados positivos a que puede aspirar un demagogo, continúen todavía en busca de aventuras patrióticas para deshacer agravios hechos a la diosa libertad. ¿No sería más prudente que abandonaran el azaroso oficio y disfrutaran de las dulzuras de la paz, al menos aquellos que han alcanzado a proporcionarse el otium cum dignitate?». 




			Hoy vivimos deslumbrados por los abrumadores testimonios escritos de la época. Pero no hay que olvidar la parcialidad de las herencias. Sólo conocemos la voz de los dominantes; siendo así que la verdadera realidad estaba en el silencio de la masa, que vivía de espaldas a las luchas políticas, indiferente a los enfáticos discursos de la delgadísima capa de quienes estaban arriba. Así lo recogieron los literatos y viajeros de entonces. 




			b)  Andrés Borrego fue, con todo, el que mejor desarrolló la teoría y  la práctica de los partidos políticos, diseñando su organización y su actuación política. Ateniéndose a este dato fue, sin duda, el padre de los partidos políticos españoles en sentido moderno («partidos electorales»). Desde la prensa (fundamentalmente desde El Correo Nacional que dirigía) y a través de  sus libros fundó en España las bases de la organización de los partidos, es decir, la transformación en instituciones de los anteriores grupos sociales indiferenciados de opinión: aparatos canalizadores y motores de la vida política, trascendentes a sus miembros en cuanto que elaboraban su propia doctrina, establecían sus líneas estratégicas y tácticas y subordinaban a los militantes a la voluntad de sus jefes y a su aparato de apoyo. Por emplear un símil actual, algo así como convertir a las izquierdas en el Partido Socialista y a las derechas en el Partido Popular. 




			En cualquier caso la idea esencial de la que partía Borrego era (Sobre  la utilidad y necesidad de los partidos políticos, 1855, p. 6): «¿Qué sería el imperio de la opinión pública, soberano juez en los países constitucionales, si para formarla, dilucidarla, expresarla y moralizarla no se reconocieran dogmas y creencias que obliguen igualmente a todos los que las admiten a practicar deberes, a hacer sacrificios y a obrar de la manera reconocida como conveniente para el logro de los beneficios que la observancia y aplicación de aquellas doctrinas promete? Pues cabalmente esta elaboración racional de la opinión pública es la obra esencial de los partidos». 




			En 1836 el partido progresista era el amo absoluto de todos los poderes de la Nación: «Las Cortes constituyentes (escribió en la página 68) fueron su imagen. Palacio obedecía sin resistencia sus indicaciones. En el cuartel general prevalecía un influjo favorable al partido. La Milicia nacional de todo el reino estaba organizada según convenía a los progresistas. Suyas eran las autoridades populares, las diputaciones provinciales y los ayuntamientos. Los empleados públicos, todos hechura del Ministerio Calatrava y del de Mendizábal, pertenecían en su totalidad a lo más decidido y ardiente del partido».  




			La gran obra de Borrego consistió, en suma, en perfilar los partidos modernos atribuyéndoles las siguientes notas (1855, p. 18):  




			



			 




			3.º Organización material, que consiste en el conocimiento del número de partidarios o adeptos con que el partido cuenta y en mantener entre ellos relaciones activas y constantes, que aseguren los medios de poder contar con la cooperación de todos, en la medida de la posición respectiva de cada uno, y que permitan transmitirle cuanto concierna a los intereses del partido. 4.º Propaganda constante por medio de una prensa organizada ad hoc en beneficio de las doctrinas e intereses de partido y de agentes que recorran el país con el mismo objeto y para impulsar y vigilar cuanto pueda contribuir al ascendiente del mismo partido. 5.º Apropiación de fondos levantados por medio de suscripciones voluntarias y permanentes entre todos los adictos al partido. 




			



			 




			c)  Veamos seguidamente la posición de Nicomedes Pastor Díaz, periodista y político, jefe político de Segovia y Cáceres, diputado y ministro puritano, senador en fin, quien en 1846 publicó un escrito titulado A la  Corte y a los partidos, revisado en 1848, que, no obstante su brevedad, contenía un análisis político tan agudo como los de Balmes y Borrego. 




			Como es lógico inicia la historia de los partidos políticos en España con una remisión al «partido liberal». «Por mucho tiempo el partido liberal no fue más que uno. Fue el partido de la revolución. Su misión era una sola; uno no más su destino; la destrucción del poder absoluto, la emancipación política de la sociedad (...) Las categorías de moderados y exaltados no indicaron diversidad de objeto ni de doctrina sino diferencias individuales de carácter o temperamento» (p. 432 en la edición moderna de sus Obras completas). Conforme fue pasando el tiempo «el sistema del partido conservador (llamado también liberal conservador y monárquicoconstitucional) fue principalmente detener en justos límites la obra de la destrucción revolucionaria y levantar nuevas instituciones orgánicas sobre las ruinas del régimen abolido» (439). 




			En una obra anterior (La cuestión electoral, 1840) (5 ss. de sus Obras completas) había hecho la siguiente descripción de la ideología progresista: Son «los hombres de la democracia, de la tabla de derechos, del contrato social y de la soberanía del pueblo, de la unidad del cuerpo legislativo, de la iniciativa individual y de la sanción obligatoria». Precisando a renglón seguido que «no es un partido de cosas y de sistema sino un partido de personas y sólo por no aparecer tal, toma por divisa una diferencia política que no se refiere a necesidades que existan sino a las que ya pasaron. Los corifeos del partido progresista reunieron una clientela de personas ligadas entre sí y al triunfo de sus respectivos patronos por intereses puramente personales y compromisos de circunstancias extrañas enteramente a la política (...) En poco se cuentan las obligaciones y los principios (...) Los antiguos y principales representantes y secuaces de esta fracción unen también al interés del partido un interés concebible de amor propio y de superioridad. Sin la existencia de estos bandos mal podría en verdad sostenerse la celebridad y prestaciones de muchos que, dotados de una mediana capacidad intelectual o política o siendo tal vez nulidades absolutas, sólo pueden adquirir renombre o importancia por su celo como adictos, por su devoción como prosélitos o por su exageración como apóstoles o tribunos». 




			Esta fracción perdió, sin embargo, su razón de ser con la aparición de la constitución de 1837, como siguió diciendo: «Aquel día los partidos políticos  desaparecieron  y el sello  augusto  de  la Corona,  al  imprimirse sobre el código reciente, sellaba el tratado de paz de ambos bandos (...) Todos los motivos de discordia, todos los pretextos de lucha desaparecía y tras del tiempo de discutir, llegaba la época tranquila de acatar y obedecer. Después de 1837 la misión de los hombres políticos cumplida, la división de sus partidos no tenía objeto. Los partidos suponen cuestión; y fuera del de la guerra no hay política desde que hay ley (constitucional)». 




			d) Los testimonios anteriores nos acreditan que los autores coetáneos percibían claramente la presencia en la vida política de determinados partidos de contornos y denominaciones más o menos confusas –progresistas, moderados, exaltados, radicales– cuyos orígenes y objetivos se esforzaron en describir, si bien es verdad que no con demasiada fortuna. Lo que, sin embargo, les faltó casi por completo fue ánimo para perfilar un concepto de ellos que se elevara un poco de sus observaciones empíricas. Una notable excepción de tal carencia fue un texto de El Eco del Comercio de 22.8.1837 tan elemental como acertado: «Los hombres que piensan del mismo modo y profesan los mismos principios y se encaminan al mismo fin, esto es lo que se llama un partido». Y otro igualmente conciso de Borrego (El Correo Nacional de 9.10.1838): «¿Qué son los partidos políticos sino agregaciones de personas que se adhieren a cierto sistema de gobierno porque lo creen más útil a la situación del país?». 




			No menos rica y sugerente es la idea de Donoso Cortés en 1838 (España desde 1834, apud Fernández Sarasola, p. 84): «Los partidos no reciben la fuerza y su poder de los individuos que se alistan en sus filas y que sostienen sus estandartes, sino de ese estandarte que sostienen y que es el símbolo de los principios que adoptan, de los dogmas que defienden, de las ideas que representan. Un partido es la reunión de hombres congregados al servicio de una idea. Si esa idea es falsa, débil y caduca, el partido que la sirve es raquítico y valetudinario, si es poderosa, si es grande, el partido que la sirve será grande y poderoso como la idea que le anima». Y más pintoresca es la definición de Rico y Amat en su Diccionario de los políticos de 1855: «Vientos encontrados de cuyo choque nacen los pronunciamientos y motines, ellos arrastran las nubes políticas por el horizonte de la nación, hasta que a fuerza de comunicarles electricidad promueven con frecuencia furiosas tempestades. La opinión pública les sirve de veleta y les hace dar tantas vueltas y revueltas que será milagro se conserve útil por mucho tiempo sirviendo a los vientos como, hasta ahora, de juguete». 




			3.  Hasta ahora hemos visto la opinión de los políticos, de los diputados y de los periodistas; pero ¿qué decían los teóricos académicos sobre los partidos políticos? Los liberales eran buenos lectores del francés y del inglés, cuyas prácticas parlamentarias habían conocido varios de ellos en la emigración y cuya prensa recibían habitualmente en Madrid; de aquí que florecieran en aquellos tiempos los libros académicos de Derecho Público Constitucional, de ordinario en un contexto didáctico o divulgador de ateneos y sociedades literarias. Dejando a un lado las tempranas Lecciones de Derecho Público Constitucional de Ramón Sala publicadas en 1823, en 1837 aparecieron las Lecciones de Derecho Público de Donoso Cortés, en 1838 las Lecciones de Derecho Público de Alcalá Galiano, en 1840 el Curso político constitucional de Joaquín M. López y en 1845 las Lecciones de Derecho Público de Pacheco. Todo el arco político liberal estaba presente, pues, en este repertorio mas todos coincidían en silenciar a los partidos políticos (en los que ellos mismos militaban). Alcalá Galiano sí hizo en sus Lecciones una alusión a ellos pero de forma sumaria, aunque muy aguda, puesto que diagnosticó –o mejor dicho pronosticó– su evolución posterior advirtiendo que en los sostenidos por la clase media, la tendencia era la de que se formase uno ministerial, otro de oposición y, conforme fuera madurando la conciencia política, un tercero intermedio. Ahora bien, superada la fase de moderación, anunció que se produciría una dispersión fruto de la pluralidad de intereses dentro de los miembros de cada partido. 




			Fuera de estos autores –los «grandes» tratadistas (mediocres medianías en un país de esterilidad científica)– también existieron otros personajes, de segunda o tercera fila en la política y en las librerías, como Rodríguez Camaleño, a quien ya conocemos, y José Morales Santisteban, quien en 1839 publicó en La Revista de Madrid un artículo titulado De los partidos  políticos y de los principios que deben regir su conducta que Fernández Sarasola ha leído, del que dice en la página 97 de su libro que «para Santisteban la clasificación tradicional de las formas de gobierno, como monarquía, aristocracia y democracia, no definía de forma adecuada el gobierno de un país porque le faltaba tomar en consideración las fuerzas políticas que en realidad actuaban sobre los poderes establecidos. Ello le llevaba a afirmar que en realidad el poder público lo ejercían de facto las minorías que tendían a organizarse en dos grandes formaciones políticas, única forma de evitar la dispersión y garantizar expectativas de triunfo electoral. Los partidos, que Santisteban considera necesarios en todo gobierno, respondían así a las circunstancias sociológicas de cada momento y por este motivo sólo podían entenderse y analizarse en su contexto hasta el punto que, alterado éste, los propios partidos se veían abocados a su cambio o extinción». 




			4.  En cualquier caso, la observación empírica concreta constata la existencia de ciertos rasgos tan comunes y constantes a todos los partidos de la época que permiten formular una especie de «leyes sociales» insoslayables: 




			a)  La «ley» de la usurpación oligárquica y burocrática, canonizada años más tarde por Robert Michels, no es detectable todavía en los partidos políticos españoles de 1836-37, que aún vivían bajo el signo de una personalización mucho más simple dado que se nucleaban en torno a uno o varios prohombres que encarnaban una determinada corriente de opinión: Mendizábal el progresismo, Martínez de la Rosa y Toreno el moderantismo. Una relación en el fondo bidireccional porque si Mendizábal encarnaba ciertamente la idea del progreso, al tiempo configuraba él personalmente el progresismo y en último extremo el partido progresista. 




			b)  En la oposición los partidos se unen superando sus diferencias internas mientras que en el Poder se fraccionan en parte porque no se ponen de acuerdo a la hora de repartirse el botín y en parte porque no son unánimes en sus principios y objetivos ni en el modo de alcanzarlos. Los partidos, en otras palabras, se forjan en la oposición y se rompen en el gobierno. 




			c) Su fuerza básica no se encontraba –como verbalmente se decía– en los ciudadanos electores sino en sus apoyos parlamentarios de Palacio y del Ejército. Por influencia del primero terminaron convirtiéndose en débiles camarillas y la influencia del segundo les sujetó a una humillante tutela. 




			Conviene advertir finalmente que no todas las tendencias de opinión consiguieron convertirse en partidos políticos honorables y legales dado que anarquistas, demócratas, radicales y republicanos fueron condenados a vivir durante muchos años en la clandestinidad y a padecer una represión impla cable.  




			



			 




			Las Cortes constituyentes vistas por los historiadores modernos 




			



			 




			Tomando como referencia exclusiva a los partidos políticos aunque dejando a un lado toda clase de disquisiciones especulativas sobre ellos, los historiadores modernos así nos han descrito la composición de las Cortes constituyentes. 




			Bermejo en 1872 desde una perspectiva deliberadamente realista la veía de la siguiente manera (I, 358): «La oposición, que había nacido floja y oscurecida por las ostensibles parcialidades del Gabinete, comenzó a tomar bríos y a distinguirse con luz más clara. Eran los enemigos del Gobierno algunos moderados antiguos; varios demócratas a quienes servía de enojo no ver llevadas las cosas por los senderos que ellos deseaban; ciertos y determinados progresistas, desprendidos de la parcialidad vencedora, que guardaban contra los ministros ciertos linajes de resentimiento por considerar que los habían tenido en poco en ocasiones supremas, cuando se preciaban de ser hombres superiores en luces a sus acompañantes de mando. Hombres que, reconociendo ser materia imposible ligarse con los moderados por tener éstos ya muchos caudillos de aventajado renombre, tenían propuesto volver a la cuna de su nacimiento, pero llevando a ella el germen de la desunión alimentada por su ambición. A esta parcialidad capitaneaba D. Salustiano Olózaga, tan útil para la desunión como hábil para juntar lo disuelto en acción propicia para su exclusivo acrecentamiento». 




			Muchos años después, a Carlos Marichal (1980, 130 ss.) debemos el primer análisis moderno pormenorizado de la estructura política personal de las Cortes constituyentes de 1836-1837, aunque hoy sólo podemos admitirle con muchas reservas puesto que en él no se llegan a apurar, ni siquiera aproximadamente, los datos que aparecen en el Diario de Sesiones, sin perjuicio de que suponga por su temprana fecha una referencia imprescindible para el estudio. Lo importante es que, aun aceptando de entrada la «afiliación nominal al partido progresista» de la inmensa mayoría de los diputados, luego  se atiene a la clasificación de «bloques» de izquierda, centro y derecha: «El bloque de la izquierda estaba compuesto por unos treinta diputados, en el centro había unos noventa individuos y en la derecha unos setenta representantes. Claro está que las fluctuaciones entre y dentro de estos bloques eran considerables dependiendo de las distintas cuestiones que se debatían (...) El grupo de radicales estaba capitaneado por los diputados Fermín Caballero, Pascual, Madoz y Mateo Miguel Ayllón (...) Entre los jefes del centro se contaban Argüelles, Sancho y Olózaga. Su ideología se podía equiparar al liberalismo doctrinario de los políticos franceses. Los líderes del bloque de derechas eran Álvaro Gómez Becerra y Antonio González (...) En general se puede indicar que el típico diputado del bloque de izquierdas pertenecía a la burguesía profesional o mercantil, mientras que los del centro y derecha eran más frecuentemente algunos funcionarios, militares o terratenientes. Las divisiones dentro del Congreso no sólo reflejaban diferencias sociales sino también variaciones regionales. Los diputados conservadores provenían predominantemente de las provincias del Norte, del País Vasco, de Asturias, Logroño, Soria, Palencia, León y Zamora. Los diputados más liberales, en cambio, solían ser de provincias mediterráneas: de Cataluña, Valencia, Alicante, Málaga, Cádiz y también de Cuenca y Albacete». La modernidad de este planteamiento le hace sumamente atractivo para el lector de hoy, al que ayuda mucho en la comprensión de los acontecimientos. Ahora bien, al utilizar los términos de «izquierda, centro y derecha» como puntos de referencia incurre no ya en un anacronismo –inevitable en todos los análisis retrospectivos– sino en una peligrosa simplificación puesto que en tales conceptos, dada su vaguedad, todo puede encajarse ciertamente pero a costa de un sacrificio de la realidad y en beneficio de unas abstracciones que no se intentan siquiera fundamentar (y que, por lo demás, sería imposible hacerlo). Decididamente el análisis de Marichal, tan interesante en su tiempo, ha quedado hoy tan obsoleto como los de Morayta o Fernando Garrido. Y además no se ha detenido en un dato esencial, a saber, la identificación por muy aproximada que fuese de los diputados que en su opinión integraban cada uno de esos grupos que creía haber encontrado; porque la enumeración de sus capitanes o jefes –gratuita, por supuesto– dista mucho de ser suficiente. 




			Artola, por su parte (1976, pp. 229-230), con mayor penetración considera a los progresistas como grupo hegemónico en la Cámara y fuera de ella, al que se enfrentan los moderados, escindidos del tronco liberal y divididos en dos ramas: «En tanto unos, como Borrego, se deciden por la colaboración con el nuevo régimen, otros preferían entrar en la clandestinidad para combatirlo. La Sociedad de Jovellanos se constituyó a este fin (...) Su programa, igualmente hostil al carlismo y al progresismo, anticipó las formulaciones específicas del moderantismo, en tanto los primeros representan las tendencias de lo que en cierto momento será el moderantismo histórico (...) Frente a los moderados que se consideran en oposición al régimen, se constituye un grupo de oposición dentro del régimen, que se denomina monárquico-constitucional, cuyo órgano de expresión será El Correo Nacional». Estas observaciones tienen la ventaja adicional de que no se limitan a la actividad parlamentaria puesto que procuran contextualizarla, aunque hay que lamentar, dentro de su agudeza, que son demasiado sumarias. 




			El que con mayor seriedad se ha preocupado en los últimos años del período que aquí se estudia ha sido Adame de Heu (1997), aunque no sea ciertamente el más conocido, y menos aún citado. Este autor, discípulo de Comellas, no se instala en la cómoda postura de las generalizaciones sino que se faja con los textos, recorriendo pacientemente la prensa de la época, aunque, por desgracia, no se haya decidido a entrar con la misma tenacidad en los  Diarios de Sesiones. En cualquier caso, nadie como él, hasta ahora, ha logrado una «reconstrucción» tan fascinante y tan fiable de la vida política española del año 1836. 




			Siguiendo con este sumario repertorio bibliográfico tenemos que, según Araque (658), los moderados obtuvieron 28 escaños frente a los 213 de los progresistas, pero sin precisar las fuentes de su información ni intentar documentar tales resultados. Y, en fin, para Pro Ruiz (2010, 53) «el breve período de vigencia del régimen del Estatuto Real (entre el 10.4.1834 y el 12.8.1836) dio lugar a la formación de los dos partidos en los que se escindió la antigua familia liberal». El partido progresista nació –según este autor– en la oposición parlamentaria a los Gabinetes de Martínez de la Rosa y Toreno; mientras que el partido moderado surgió en la oposición a los Gabinetes de Mendizábal y Calatrava. En las Cortes constituyentes contabiliza a 28 diputados de este partido aunque no los identifica individualmente. 




			 


			

			

			Un intento de reconstrucción 




			



			 




			Tal y como ya sabemos, durante los años 1836 y 1837 tuvo lugar en España la aparición –siquiera fuera tímida y confusa– de los primeros partidos electorales o,  si se quiere, la  transformación  de los anteriores partidos de opinión en partidos políticos en sentido moderno. Un proceso que, por descontado, no tuvo lugar en un día sino que fue madurando con el tiempo. Podría ciertamente hablarse de un acta de nacimiento –la publicación del Manual de Andrés Borrego– pero esta expresión no pasa de ser una metáfora. Y, además, la transformación aludida tuvo que pasar primero por una fase de clarificación de los partidos de opinión existentes, depurando sus objetivos y recolocando a los protagonistas que durante la época del Estatuto Real anduvieron un tanto revueltos y confundidos. A partir de este momento seguidamente vamos a desarrollar con cierto detalle una nueva taxonomía (meramente apuntada más arriba), cuya identificación se ha realizado de manera empírica sobre la base de las votaciones (y de las deliberaciones) que aparecen en el Diario de Sesiones de las  Cortes y aprovechando naturalmente las aportaciones de los cronistas e historiadores. Una tarea difícil por su novedad, quizás temeraria si tenemos en cuenta la confusión de las fuentes manejadas –reflejo a su vez de la confusión ideológica de sus protagonistas–, pero que pretende diseñar, aunque sea a título provisional, con criterios objetivos verificables un nuevo mapa político de la época. 




			La primera operación clarificadora fue obra de Mendizábal que con ocasión de las manipuladas elecciones de febrero de 1836 trazó una inequívoca línea diferenciadora entre sus seguidores y los demás o, si se quiere, entre su partido y el moderado, al que expulsó de mala manera, pero contundentemente, del Estamento de Procuradores. ¿Quiénes formaban este equipo del que deliberadamente se distanció? Los moderados, íntimamente emparentados con los «estatutistas», eran liberales fuera de sospecha que ya habían actuado en el escenario político durante el Trienio y que consideraban el ideario liberal como un horizonte lejano al que había que ir aproximándose paso a paso. Aceptaban sin complejos su condición de «notables», perfectamente separados de las masas, a las que despreciaban, y con el tiempo fueron engrosando sus filas con prófugos desengañados del progresismo (al estilo de Istúriz y de Alcalá Galiano) y con otros elementos procedentes de extramuros del constitucionalismo conforme se iban percatando de que fuera de éste ya no había lugar en la vida política española. Como era manifiesta la proximidad ideológica de los liberales moderados y de los absolutistas moderados era previsible que estos últimos se juntaran a los primeros cuando el final de la guerra civil les convenció de que la única vía posible que quedaba en España era la constitucional y, aunque fuera a regañadientes, lo aceptaron. 




			Pero ¿cuál era ese «partido» de Mendizábal? Aparentemente el progresista del que fue cabeza y motor indiscutible según hemos expuesto ya páginas atrás con cierto detalle. Ahora bien, apurando la pregunta ¿qué era a principios de 1836 ese supuesto «partido progresista» que iba a encabezar un político insignificante hasta entonces, aunque banquero acreditado, recién venido de Londres? En las elecciones de febrero de 1836 se produjo una refundación del partido exaltado o radical que con el apoyo –si hemos de creer a Burgos– de sociedades secretas al estilo de Jóvenes escoceses, Templarios sublimes, Asociación de los derechos del Hombre, con el trasfondo general de la francmasonería, se transformó en progresista. Así lo vieron los propios contemporáneos, y ésta es la moneda corriente en la historiografía actual y probablemente así sucediera.  




			Veamos ahora la composición resultante de las Cortes constituyentes, que es lo que fundamentalmente nos interesa y que son tenidas con razón como progresistas, puesto que inicialmente lo eran desde el momento en que a ellas no habían tenido acceso los estatutistas y, con la precisión que más adelante se indicará, tampoco los moderados.  




			a) Estaba en primer lugar el bloque  mendizabalista, progresista templado, heredero directo del partido exaltado, al que ahora ya no se podía dar este nombre porque había perdido este carácter para evitar ser confundido con los exaltados netos o radicales de nuevo cuño. Este grupo fue fiel a su jefe hasta el último suspiro y le garantizó el éxito en las sucesivas votaciones aunque con ventaja cada vez más escasa conforme se iban formando otros grupos que pasaban a la oposición.  




			b)  El segundo bloque era el de los caballeristas, progresistas avanzados (terminología utilizada ya por el historiador coetáneo Segundo Flórez), también herederos directos de la exaltación cuyo espíritu conservaban. Capitaneados por Fermín Caballero estuvieron aliados con los mendizabalistas durante varios meses. Su colaboración imponía al Gobierno, de contrapartida, una política más avanzada, que tenía en prenda la presencia de Joaquín María López en la secretaría de Gobernación. Al cabo de pocos meses, decepcionados por la tibia política que estaba llevando a cabo el Gabinete, rompieron el pacto inicial, se separaron de la mayoría y retiraron a su representante del Ministerio. Este golpe fue numéricamente duro para la mayoría parlamentaria y los guiños avanzados que posteriormente les dirigió Mendizábal intentando la reconciliación no dieron resultado, al menos hasta el cambio ministerial de agosto de 1837. Su órgano periodístico era El Eco del Comercio, dirigido un tiempo por el propio Caballero, aunque luego dejó el cargo y oficialmente también la mesa de redacción, pero al que siguió inspirando y de hecho manejando. Este grupo alcanzó su cenit unos años más tarde cuando Espartero en mayo de 1843, después de que Cortina y Olózaga se negasen a aceptar el encargo, encomendó a López la formación de un Ministerio integrado por Caballero, Ayllón, Serrano y Frías, que su presidente calificó expresamente de avanzado (o más precisamente de abanzado siguiendo la ortografía de la época) y de fugacísima vida. 




			c)  El tercer grupo, también abultado aunque no tanto como los anteriores, era el de los radicales, procedentes también del partido exaltado, de cuyo patrimonio ideológico se consideraban los únicos y auténticos custodios al tener a los mendizabalistas como renegados y a los caballeristas como poco decididos. A su frente se colocó Aniceto de Álvaro (con su periódico El Castellano), enemigo mortal de Mendizábal y de Caballero, parlamentario incansable y muy sólido, aunque no tan serio como periodista y con algunas sombras, sin llegar a ser manchas, en su pasado remoto e inmediato. Este grupo fue el núcleo originario de la oposición, que a partir de él fue extendiéndose como el aceite. En las votaciones actuaba de una manera aceptablemente compacta casi inquebrantable (como veremos más adelante en el capítulo correspondiente) pero su acervo ideológico y personal era heterogéneo. Su veta más extensa estaba formada por los doceañistas; aunque no los doceañistas históricos del tipo Argüelles sino constitucionalistas forjados en el Trienio o en las ideas de éste, de orientación más moderna y que, por tanto, consideraban que aquéllos habían abandonado el espíritu gaditano, al que sólo respetaban de labios afuera y cuyo radicalismo se había mellado en las duras pruebas del Trienio y en las molicies ideológicas de la emigración a cuyos cantos de sirena habían sucumbido. En este grupo anidaron también algunos radicales caracterizados por su independencia extrema, un tanto silvestre, al estilo de Fontán, Gorosarri, García Blanco, Tarín o Flórez Estrada, poco amigos de agruparse pero que aquí era donde encontraban su acomodo natural. Este grupo era el menos compacto y no reconocía jefe alguno, aunque Álvaro ejerciera en él una importante influencia y era el que de ordinario le movilizaba. Su rasgo más firme –aunque no exclusivo puesto que lo compartía con buena parte de los demás diputados– era la fidelidad a la constitución de 1812 y su enemiga constante al Gabinete. De aquí su fragilidad estructural, que aconseja afirmar su existencia sin demasiado aplomo. 




			En el contexto político del momento la fracción radical era sencillamente inviable: una supervivencia obsoleta de un pasado glorioso que se había consumido demasiado rápidamente aunque no apagado del todo como probaron los chispazos revolucionarios provinciales del verano de 1835 y en menor medida de 1836. Ahora bien, el éxito de estos levantamientos populares de provincia alarmó a los partidos respetables y la oligarquía de notables cerró filas frente a ellos, de tal manera que sólo gracias a sus desaciertos pudieron agitar el Congreso las heterogéneas huestes encabezadas por Álvaro. Su destino, no obstante, estaba ya sellado. En el futuro no volvieron a asomarse al proscenio de la escena política y sus prohombres terminaron desapareciendo hasta tal punto que cuando andando los años reaparecieron los radicales fue con otras caras y otras ideas. 




			d) El cuarto grupo, tan diminuto como significativo, era el de los moderados, excepcionales supervivientes del diluvio electoral progresista. El único que entró exhibiendo esta credencial en la mano fue Alejandro Mon, pero otros –como Castro o Mata Vigil– pronto se confesaron vergonzantemente como tales y otros, en fin, como Pita Pizarro, se convirtieron tardíamente a la fe moderada. 




			e)  Con los cuatro grupos anteriores se cierra el arco parlamentario, pero no hay que olvidar la existencia extramuros de las Cortes de unos campos ocupados en su mayoría por las malezas de la indiferencia política y donde también crecían otros grupos que a veces ni siquiera merecen el nombre de corrientes de opinión, cuya identificación es difícil puesto que vivían en la clandestinidad y bajo la amenaza de duras leyes represoras. Entre ellos hay que contar al carlismo y a las sociedades secretas de incansable militancia conspirativa, así como a auténticos partidos in nuce (demócratas, republicanos, federalistas, socialistas) que tardarían bastante en emerger a la superficie; sin olvidar las frondosas ramas de estirpe conservadora que estaban al acecho de una oportunidad parlamentaria que parecía ya inminente. 




			En este lugar resulta imprescindible hacer una alusión especial a un hipotético partido popular (también vale en plural) que nadie conoce directamente pero cuya existencia puede conjeturarse, y aun probarse, por sus efectos, como los astrónomos de los siglos XVII y XVIII detectaban con sus cálculos matemáticos la presencia cierta de algunos planetas que todavía no habían alcanzado a ver con sus débiles telescopios. Con este nombre convencional y aproximativo se está haciendo referencia a algo de lo que tanto y con tanta lucidez se ha ocupado García Rovira (y naturalmente no sólo ella), concretamente a la existencia de grupos de opinión rigurosamente anónimos y sin organización conocida, capaces de agitar intermitentemente las masas populares urbanas y que los historiadores se empeñan en silenciar para no deslucir el protagonismo y el triunfo de los partidos vencedores. De acuerdo con la tesis oficial estos movimientos «populares» eran el fruto de una manipulación dirigida por una elite en provecho propio puesto que las masas carecían por completo de iniciativa y aun de pensamiento: eran siempre un objeto, y no un sujeto, de la acción política. Mientras que para la autora citada, esas masas, ese pueblo, tenían conciencia política, objetivos determinados y capacidad de acción, como demostraron reiteradas veces y llegaron a expresar con claridad sus ideas y por descontado no les faltaron víctimas, de ordinario también anónimas; pero no se les dio oportunidad de hablar a la Historia y así han quedado sus hechos como «testimonios mudos» de una realidad perceptible pero todavía indescifrable. Es claro, no obstante, que aquí no se puede ir más allá de esta mera evocación. 




			La determinación del comportamiento político de las clases populares durante la Regencia de María Cristina es una tarea pendiente, que de momento parece imposible de realizar habida cuenta de la escasez de fuentes, puesto que los estudios del tipo de los de Fernando Garrido, aun apuntando en la buena dirección, están contaminados en exceso por la ideología de combate propia de los tiempos en que fueron escritos. A estos efectos tampoco son aprovechables los libros de los historiadores académicos, coetáneos o actuales, obra de vencedores, fueran moderados o progresistas y hoy de derechas o de izquierdas, alejados del pueblo por igual. Aunque en los últimos años ha empezado –sólo empezado– a prestarse alguna atención al papel del campesinado en los dos bandos de la guerra, el del proletariado urbano –salvo el de Barcelona y en parte el de Zaragoza y el de Valenciasigue desatendido casi por completo. 




			Hoy está demostrada la constante actividad política de las clases bajas a lo largo de todos los tiempos, si bien recordada de ordinario únicamente como trastornos de mera violencia y cuyo pausado conocimiento nos está proporcionando una visión distinta del pasado, como la jacquerie o las guerras campesinas del Renacimiento. Pero el mejor ejemplo es el de la República Tardía Romana. Los recientes estudios de Will (y de toda la escuela que él representa) han demostrado que la historia de la plebs romana debe ser reescrita desde el principio al fin. Porque es falso que, como se ha venido diciendo desde Cicerón y Salustio, se tratara de una muchedumbre de ociosos envilecidos incapaces de tomar conciencia de su papel y de defender por sí mismos sus propios intereses, dispuestos a dejarse movilizar políticamente en beneficio exclusivo de otros poderosos y de cometer las mayores tropelías a cambio de panem et circenses. De hecho, los relatos corrientes de los levantamientos populares y de las bullangas y juntas provinciales de 1835 y 1836 reproducen sin saberlo los puntos de vista y las actitudes de los más rancios escritores romanos. ¿Cuándo llegará el momento de rectificar esta historia rutinaria o al menos de reexaminarla con sentido crítico? 




			Parece ocioso subrayar que con el precedente esquema se trata simplemente de una reconstrucción analítica, es decir, del resultado de una  pretensión de entender un momento del pasado sistematizando intelectualmente los elementos empíricos que nos ofrecen los testimonios documentales de que disponemos: al igual que hicieron, con mayores conocimientos y menos perspectiva temporal, Balmes y Borrego, nuestros grandes reconstructores clásicos. Este tipo de reconstrucciones son útiles para el conocimiento del pasado puesto que introducen un orden en un caótico amontonamiento de datos y una sistemática que da sentido a un repertorio infinito y confuso de relaciones sociales. Mas no hay que olvidar nunca sus riesgos ni perder de vista que una reconstrucción es un producto intelectual no la reproducción fiel de la realidad y mucho menos la realidad  misma. La realidad política, presente y pretérita, como todas las «realidades», es inaprensible directamente por la mente humana, la cual tiene que operar mediante «representaciones», en las que el fenómeno exterior se contamina y deforma con los elementos subjetivos de cada observador. Lo importante es que, aun sabiendo que la realidad es inaprensible, gracias a las representaciones que de ella nos hacemos por muy deformadoras que sean, podemos orientarnos en la vida; y esto es cabalmente lo que estamos intentando ahora. 




			



			 




			Sobre doceañistas, exaltados y progresistas  




			



			 




			El esquema anterior en su deliberado reduccionismo resulta suficientemente claro; mas no podemos detenernos en él e importa entrar en mayores precisiones aunque sea con el riesgo de enturbiar de nuevo las aguas históricas, que no pueden ser nunca transparentes por la incidencia de dos circunstancias: de un lado porque evolucionaron muy rápidamente entre 1810 y 1837 y de otro, porque siendo entes del pasado no es lícito seguir manejándolos en un momento en que ya habían desaparecido o cambiado por completo de sentido. Porque es el caso que cuando los cronistas y los propios interesados hablaban de doceañistas, exaltados o progresistas refiriéndose a diputados de aquellas Cortes no podemos saber nunca con precisión a qué «tipo» concreto estaban evocando un campo confuso, extremadamente resbaladizo en el que es muy fácil perderse. 




			



			 




			a)  El auge de la exaltación: serviles y liberales 




			En el verano de 1835 todavía resultaba sencillo identificar a los partidos de opinión e incluso trazar su genealogía precisa partiendo de 1812 y de la primera división política entre serviles y liberales («servilones y liberalitos» en su uso cotidiano despectivo como evocó Fernán Caballero en la novela de este mismo título). La formidable memoria de Argüelles (1835, p. 323) ha conservado el anecdótico origen del término liberal que nació –tal como cuenta– «en la viva y amena fantasía de un escritor coetáneo (que tuvo) la idea de usurpar aquel vocablo en una composición poética tan picante como festiva para señalar a los diputados que promovían en las Cortes las reformas, aplicando en contraposición el de servil a los que las impugnaban y resistían (...) Desde entonces liberales y serviles fueron los nombres con que se conocieron respectivamente, así en las Cortes como fuera de ellas, todos los que se manifestaron afectos o contrarios al restablecimiento del gobierno representativo». 




			En el Trienio constitucional los liberales se escindieron en dos ramas según el diferente ímpetu o ritmo con que querían imponer los principios de la constitución gaditana. En la acertada descripción de El Eco del Comercio de 17.9.1836, «los exaltados apetecían el pronto desarrollo de los principios asignados en la constitución por medio de leyes especiales y en una marcha franca y enérgica por parte del Poder Ejecutivo (mientras que) los que se titulaban moderados querían, por el contrario, proceder lentamente en la aplicación de los principios constitucionales, restringir en lo posible las garantías que ofrecían al pueblo y usar con la mayor sobriedad y parsimonia de los elementos que presentaba el entusiasmo provincial a favor de la situación liberal y procuraban contemporizar en lo interior con los enemigos de las instituciones». 




			Esta diferencia inequívoca, que inicialmente parecía un matiz, fue ensanchándose de manera creciente, hasta tal punto que –como seguía diciendo el periódico– «el amor propio, la ambición y las demás pasiones imparables de las crisis políticas no tardaron en manifestarse y en acabar en los partidos en que se subdividió el liberal, y como consecuencia necesaria de este acaloramiento las doctrinas y su aplicación se llevaron hasta el extremo. Declarose la hostilidad abierta; a los argumentos sucedieron las injurias y las acusaciones. El partido moderado calificó al exaltado de violento, de injusto, de reaccionario (sic) y de anarquista, le pintó con tendencia a destruir las leyes y la constitución del Estado y a provocar contra nosotros la cólera de las naciones europeas». 




			Discutiendo sobre galgos y podencos sorprendió la invasión francesa de la Santa Alianza a los bandos liberales, cuyos individuos más destacados compartieron juntos durante la ominosa década el amargo pan del exilio y donde también hubo ocasión de que se enfriaran un tanto los «acaloramientos». Unas circunstancias que permitían abrigar la esperanza de la reconciliación a la vuelta del exilio. Y, en efecto, abiertos los Estamentos, los moderados a los que María Cristina entregó el poder «fueron saludados por el otro partido que esperaba de ellos lo que podría prometerse de personas duramente aleccionadas por repetidos infortunios». La realidad, no obstante, se encargó de frustrar estas ilusiones pues desde la soberbia del poder –seguía diciendo el periódico– «los clamores de los exaltados fueron despreciados como gritos de anarquía y desorden y las peticiones que hicieron sobre el rompimiento que podía tomar el pueblo un día viéndose a los bordes del precipicio, se miraron como medio de excitarle a la sedición y al tumulto». 




			Fracasados los gobiernos moderados de Martínez de la Rosa y Toreno, llegó el turno a los «progresistas», que tuvieron que soportar desde el Poder los ataques implacables de sus adversarios, reforzados ahora por los tránsfugas procedentes de las filas de aquéllos. 




			Con estos vertiginosos zigzags fue desarrollándose la política liberal de los años 1835 y 1836: de Toreno a Mendizábal, de Mendizábal a Istúriz y de Istúriz vuelta a Mendizábal (y Calatrava) de la mano de algaradas populares, juntas provinciales y sargentos que hacían girar incesantemente la veleta de Palacio. Una historia tumultuosa pero clara, que es fácil de reconstruir. Así llegamos a las Cortes constituyentes progresistas con un Ministerio progresista y la situación se complicó de forma inesperada porque es el caso que dentro de un Congreso llamado progresista surgió una oposición. ¿Qué oposición podía ser ésta dentro del mismo rebaño? O lo que es más grave: ¿quiénes eran esos titulados progresistas? ¿es que existía un verdadero partido progresista? ¿cuándo y cómo se dio el salto desde la exaltación al progresismo? Pues bien, al intentar responder estas preguntas con lo primero que nos encontramos es con el dato de la existencia de un grupo de diputados que pueden calificarse de doceañistas constituyentes o doceañistas natos. 




			Recapitulando: durante el Trienio, estos moderados aludidos en El  Eco del Comercio eran también ordinariamente considerados como «doceañistas» aumentando con ello la confusión puesto que, andando los años, se invirtió sustancialmente su significación política. Los liberales se escindieron en dos bandos: los doceañistas, que se mantenían fieles a la constitución gaditana en lo que tenía de templada y por ende debía conservarse, y los radicales, que se distanciaban de ella porque entendían que había  que radicalizarla aún más. Nótese, pues, la equivocidad que con esta evolución se estaba produciendo, dado que a la muerte de Fernando VII el núcleo de los doceañistas originarios se pasó al progresismo templado y terminó rompiendo con la Constitución de 1812 para aprobar la nueva de 1837, mucho más templada; mientras que los antiguos radicales (a quienes antes parecía poco el texto de Cádiz) se convirtieron ahora en doceañistas declarados para seguir luchando por mantener al menos las conquistas  liberales de 1812. Con lo dicho basta para comprobar lo borroso, y además cambiante, del panorama político del momento. 




			



			 




			b)  Los doceañistas constituyentes de 1836-37 




			«Doceañistas constituyentes» es un oxímoron, una expresión contradictoria porque ¿cómo pueden empeñarse en elaborar una constitución nueva quienes se confiesan seguidores de una constitución del pasado? La pregunta tiene, no obstante, una respuesta sencilla: los diputados autoproclamados defensores a ultranza de la constitución de 1812 estaban a favor de ésta, no querían una nueva (aunque admitiesen algunas reformas: únicamente las mínimas e imprescindibles); pero aceptando las reglas del juego parlamentario y puesto que la mayoría había acordado redactar un texto nuevo, participaron dócilmente en los debates procurando conservar al máximo el viejo texto y, sobre todo, sus principios. La verdad es que no tuvieron éxito, ya que siempre fueron arrollados por la mayoría en las votaciones; a pesar de lo cual en ellas dejaron su huella y a través de las que se realizaron nominalmente hemos podido identificarles con seguridad sin necesidad de acudir a otras conjeturas. 




			El primer episodio de este tipo lo encontramos en la temprana sesión de 14.11.1836 en la que se discutió un dictamen de la comisión especial sobre el procedimiento de reforma constitucional; y ni que decir tiene que los doceañistas estaban muy interesados en que se impusieran requisitos estrictos cabalmente para minimizar las eventuales reformas de la constitución gaditana. El dictamen que al efecto se elaboró decía no obstante así: 




			



			 




			1.º Que todo proyecto de reforma que se propusiese a las Cortes hubiere de estar firmado por veinte diputados. 3.º Que para la aprobación de cualquier reforma bastase la mayoría absoluta de votos.  




			



			 




			Con un voto particular de Vila, Alonso, Rodríguez Vera y García Patón, que proponía mayoría de dos tercios, con lo cual se delataba la condición de «doceañistas» de los firmantes. Inició el debate Vila para defender esta variante que justificó «en la consideración de la importancia y la estabilidad que debía reunir cada miembro, cada parte, cada artículo de una constitución». Antonio González asumió seguidamente el difícil papel de defender una propuesta que a todas luces había sido tomada por consideraciones de oportunidad política y no de razón, e hizo lo que pudo con su gran experiencia de abogado y de diputado, argumentando en primer lugar la urgencia del encargo, luego el hecho de que respetando el quórum sugerido «el voto de la mayoría quede sujeto al de la minoría» y, en fin, que el proyecto de constitución «quedaría manco, la nación se quedaría sin constitución o la tendría defectuosísima y resultaría un monstruo porque muchos artículos no reunirían esas dos terceras partes de votos, otros más y otros menos». Pero seguidamente Alonso pudo desmontar sin dificultad el invocado argumento de la prisa observando que «¿hacer la constitución aprisa es hacerla bien? Poco a poco y con reflexión es como la hemos de hacer, que la posteridad no preguntará el tiempo que hemos tardado en hacerla bien sino si la hemos hecho bien». 




			Pero todo fue inútil y el dictamen fue aprobado por 89 votos, con 20 en contra de los doceañistas que inútilmente habían pretendido blindarla contra las reformas. Estos diputados fueron los siguientes y con ellos podemos formar ya la primera lista segura de doceañistas si bien incompleta porque no están todos los que son: 




			



			 




			[image: ]


			



			 




			Un mes después, el 13.12.1836, al discutirse el dictamen sobre las bases que habían de inspirar la nueva constitución, volvió a darse una oportunidad a los doceañistas para salir a la palestra e identificarse. A este propósito la postura de Juan Montoya no pudo ser más clara: «El voto de la nación está por la constitución de 1812, por más que se quiera decir. El pueblo siempre se ha acogido a ella a pesar de que no ha podido estar mucho tiempo en planta; pero ha conocido los buenos efectos que podía producir, el pueblo lo ha proclamado y siempre que ha podido expresar su voluntad, siempre ha clamado por esta constitución. Podrá haber alguna cosa algo mejor; pero no lo que sea mejor puede admitirse sin echar por tierra lo existente. Yo creo o, mejor dicho, temo que admitiendo todas las reformas que se proponen la constitución de 1812 quedará enteramente destruida; ni su nombre aparecerá y entonces ¿cómo hemos de decir que la hemos conservado?». 




			A lo que contestó al día siguiente Gómez Acebo: «Dice el sr. Montoya que el pueblo español quiere la constitución de 1812, que la ha proclamado con entusiasmo, dando a entender que no había necesidad de reformarla. Yo quisiera que se hiciese una distinción entre lo que es ese pueblo y si el que se ha presentado en la imaginación del sr. Montoya es el que no está conforme con la reforma de la constitución de Cádiz; porque si no, cada uno decide a su manera. Pero yo creo que la verdadera opinión está pronunciada por la reforma; y si no ¿para qué estamos reunidos aquí? ¿para reformarla o para hacerla nueva? Creemos que no es menester hacerla de nuevo; luego es para reformarla y por consiguiente ésta es la verdadera opinión nacional». 




			Pero como no hubo votación nominal nada se puede sacar de un debate tan crucial y hay que esperar a la sesión del día 17 del mismo mes de diciembre en la que tuvieron lugar dos seguidas. Una a propósito de la base segunda, a la que se opusieron once diputados: 
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			Y otra a la que se opusieron catorce: 
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			Con una nueva votación el día 22 (12.1836) con seis votos en contra: 
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			En la sesión del día 23 hubo varias intervenciones dignas de ser recogidas, empezando por la del infatigable Juan Alfonso Montoya: «La voluntad de las provincias estaba por la constitución del año 12 por el mismo principio de que el hombre ama más aquello que más trabajo le cuesta conseguir (...) Puesto que el pueblo quiere la constitución del año 12, en lo cual yo creo que no hay duda, yo quisiera que ya que se hiciesen reformas, fueran las menos posibles y queden por lo menos vestigios para conservar la memoria de esa grande obra (y es el caso de que) se han establecido dos cámaras contra la constitución; se ha concedido al rey el veto absoluto, también en contra; y que si se le concede la facultad de convocar las Cortes cuando le parezca, y si no así, a lo menos la de poderlas disolver, ya no queda vestigio de la constitución». 




			A lo que contestó el presidente del Consejo de ministros que «la idea de la reforma no ha salido de ningún modo de la Corona sino de las provincias; en todas las cuales, bajo unos mismos términos poco más o menos se hizo levantamiento; y entre sus representaciones se hallan algunas con esta condición expresa». Sumándose a esta opinión Sancho: «Parece que el sr. Montoya obra en sentido contrario a la voluntad nacional, porque ésta quiere, desea, que la constitución del año 12 se reforme y S.S. se opone a ello; no quiere que se reforme nada; por lo cual yo no puedo menos de creer que quiere sobreponer su voluntad a la de la nación y a la mayoría de los srs. diputados (...) Es necesario que S.S. conozca se halla en el caso de sujetar alguna vez su opinión a la voluntad de la mayoría (...) Nosotros hemos venido aquí a tomar de la constitución lo que sea útil a los españoles, separar lo que no convenga que exista y poner en su lugar otras cosas que sean más a propósito, más favorables». 




			El día 24 (12.1836) se aprobó la tercera parte de la base tercera con el voto en contra de veinte diputados: 
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			Cinco votaciones nominales, en suma, que nos permiten confirmar el alcance de la primera lista, antes transcrita, de 14 de noviembre de 1836, a la que ocasionalmente se fueron añadiendo unos pocos más, como Juan Osca y Verdejo. El grupo de doceañistas netos es, por tanto, el mejor identificado en los bancos de las Cortes constituyentes. 




			Pues bien, ¿cómo se comportaron estos doceañistas en las Cortes constituyentes de 1836-37? El mismo Diario de Sesiones nos da una respuesta casi segura: pasaron en masa a integrarse en las filas de la fracción progresista radical, o sea, la encabezada por Álvaro.  




			De ellos hay que distinguir cuidadosamente, no obstante (y por tal les llamamos doceañistas «constituyentes» –o doceañistas netos– en cuanto que conservaban su fe todavía en 1836), de los doceañistas que llamamos «históricos», o sea, los que, habiendo participado o no en las cortes gaditanas, durante el Trienio defendieron esa constitución, pero en 1836 con los años, las experiencias y la contaminación ideológica del exilio o de las ideas extranjeras habían perdido ya la fe en ella y pedían –y consiguieronun texto completamente distinto. Por eso los doceañistas constituyentes tenían a los históricos, y con razón, por renegados, incluso a Argüelles, su respetada cabeza. Por este lado la delimitación de fronteras no ofrecía, pues, dificultades; pero quedaba abierta, como veremos inmediatamente, la delicada cuestión de su separación con los otros grupos exaltados. 




			



			 




			c)  Progresistas 




			A la hora de profundizar en el análisis de este amplio y genérico grupo, conviene empezar recordando que para Adame de Heu (27), «bajo Mendizábal surgió el partido progresista en febrero de 1836, entendiendo como tal la unión de los exaltados y su reacción frente a la mayoría moderada que apoyó a Martínez de la Rosa en 1834-1835 y se opuso a Mendizábal en la Legislatura de 1835-1836». 




			En las Cortes constituyentes, ¿qué había en realidad de los progresistas que dieron el nombre popularizado de aquella Cámara? Sencillamente el rótulo de una estirpe dentro de la familia liberal, que englobaba a las ramas mendizabalista, caballerista y alvarista; y que se utilizaba con la comodidad y utilidad que proporcionan todos los genéricos. Hablar de progresistas era, pues, exacto, con tal de que se quisiera hacer referencia a todas las ramas de la estirpe. Parece indudable que cuando Mendizábal llegó al poder en 1835 lo hizo a título personal y no como progresista. En cambio, su vuelta al poder (con Calatrava) en 1836 pudo ser entendida ya como una consecuencia de un movimiento institucionalizado realizado, o al menos inspirado, por el partido progresista (o más precisamente: por los progresistas) habida cuenta de la uniformidad y coordinación de los levantamientos provinciales. 




			La verdad es que, siendo sucesores directos de los exaltados del Trienio, parecía lo más correcto que hubiesen seguido usando tal denominación pero acertadamente la abandonaron por dos razones: la primera porque se había formado en el entretanto un grupo específico que tenía por bandera la exaltación y no querían confundirse con ellos; y la segunda porque el término exaltado, que antes tenía un signo decididamente positivo, se había convertido en algo rotundamente peyorativo (salvo para el grupo anteriormente citado) por lo que tenían empeño en distanciarse de él. Así las cosas, cuando se descubrió la palabra «progresismo» la abrazaron con entusiasmo, aunque terminara cubriendo fracciones que luego se separaron. 




			En expresión de Fernández Sebastián (Diccionario, 555 ss.), «la nueva y exitosa designación se debió a la iniciativa personal de Olózaga, quien en una reunión celebrada por los diputados partidarios de acelerar las reformas en casa de Fermín Caballero en los primeros meses de 1836 propuso este eufónico nombre que haría fortuna y que sería ratificado como denominación oficial del partido tres años más tarde por el propio Olózaga en una intervención parlamentaria (...) Inútil insistir en la confortable posición que este éxito confirió a sus beneficiarios en la arena política: asociar estrechamente las actividades y proyectos del grupo con una idea en alza como era la idea de progreso». El propio Balmes (Situación política, 1840, 58) elogió el acierto de este rebautizo porque «eso de exaltado –precisó– es muy malsonante pues sugiere falta de tino y cordura; en cambio progreso, sobre todo progreso legal, evocaba responsabilidad y orden, que eran virtudes inexcusables en un partido de gobierno». 




			El período moderado que se inició con el Ministerio de Ofalia supuso una lección para los progresistas, que se apresuraron a renunciar a las fracciones de 1837 hasta tal punto que en las Cortes de 1839 ya estaban unidos bajo la dirección de un brillante colectivo formado por Calatrava, Olózaga, Sancho, Cortina, López, Roda y Caballero, quienes sostuvieron el partido y apoyaron ya sin vacilaciones ni fisuras a Olózaga en su conflicto con la Reina en 1843. Pero antes habían tenido que pasar la prueba de la Regencia de Espartero y lo cierto es que no la superaron y en ella se hundieron, verificándose una vez más el pronóstico de Balmes que ya hemos visto: los progresistas se crecían en la oposición, pero cuando lograban la mayoría en las Cortes se fraccionaban inevitablemente y derribaban de manera implacable a sus propios Gobiernos y no volvían a unirse hasta el siguiente ostracismo del Poder. 




			La confusión entre progresistas, exaltados y anarquistas ha sido puesta de relieve por Araque (99 ss.) espigando los testimonios de la prensa con ocasión de las elecciones de julio de 1836: «los progresistas se presentaron a las elecciones bajo la denominación de exaltados, aunque la prensa moderada y los afectos al Gobierno les calificaron de anarquistas (...) La prensa moderada calificó a los exaltados de personas que querían el progreso rápido, violento, sin reparar en obstáculos, destrucción de privilegios inexistentes y de aristocracias imaginarias, nivelación de fortunas, libertad indefinida, intolerancia, desorden, odios, venganzas y persecución a todos los que no pensaban como ellos. A esto respondían los progresistas diciendo que ellos querían el orden afianzado en la ley, en el respeto de los derechos de los pueblos y de los particulares e intentaban evitar las causas de desorden que daban la arbitrariedad y la injusticia. Por otro lado, los progresistas solicitaban el voto a favor de los candidatos de más talento e instrucción, en contra de los moderados que consideraban más importante el arraigo y la riqueza de los candidatos». 




			



			 




			d)  Exaltados 




			La precisión del contenido del término exaltado, que con tanta frecuencia ha aparecido en las páginas  precedentes, resulta difícil  por la ambivalencia  de su  uso:  en unos  casos  de  contenido favorable (cabeza originaria de la estirpe progresista) y en otros, negativo, equivalente a anarquista, revolucionario, democrático. Esta ambigüedad y el uso abusivo y errático que se hacía entonces del término explican la extensión que seguidamente va a dedicarse a este punto y cuya cuestión capital puede formularse en estos términos: aceptando que la exaltación fuera el origen del progresismo, mas teniendo en cuenta que éste se había dividido en tres fracciones, ¿podían todas considerarse como sucesoras de la exaltación o solamente alguna? En su caso, ¿cuál había rechazado y cuál había aceptado la herencia? 




			La explicación más sencilla es desde luego la teórica, al estilo de la que desarrolló didácticamente San Miguel en su Vida de Argüelles: «Todo va en progreso por una ley constante de la naturaleza: todo está en constante movimiento hacia adelante o hacia atrás. La progresión de los progresistas era, sin duda, la ascendente, mas éstas varían al infinito según la diversa índole, y lo que en términos de la ciencia se llama el exponente: 1, 2, 3, 4, 5 forman una progresión. También tendremos otra con 1, 10, 100, 1.000: los dos primeros términos son iguales en las dos. ¡Qué diferencia en los dos últimos! Los progresistas no indicaron de un modo fijo de qué clase había de ser su progresión: se les olvidó indicar el exponente. Por lo pronto se comprendieron perfectamente bien, mas debieron con el tiempo formarse entre ellos escisiones como consecuencia natural de lo vago de su título. Lo mismo debió suceder a los moderados, pues aun de más interpretaciones era susceptible el suyo; pero los partidos políticos se hallan demasiado agitados de pasiones para que sean lógicos y se demuestren fieles al título que han escrito en su bandera» (subrayados en el original). 




			El añejo origen de los exaltados y su accidentada historia nos van a proporcionar una nueva clave para la identificación genealógica y para la precisa taxonomía posterior de las fracciones progresistas existentes en 1837. 




			En el Trienio la situación era clara: frente a los serviles o absolutistas estaban, según sabemos, los liberales y en las filas de éstos se produjo una escisión entre moderados y exaltados, que no se reconciliaron del todo en la emigración y que a su regreso a España reanudaron sus rivalidades. Después de muerto Fernando VII, quienes primero recuperaron su identidad y precisaron su papel político fueron los moderados debido a la circunstancia de haber sido ellos los llamados al poder (después de la breve introducción de Cea). El partido moderado, capitaneado por Martínez de la Rosa, experimentó una refundación en el crisol del Estatuto Real. Los moderados se rebautizaron entonces en «estatutistas» conservando su base sociológica, que puede ayudar a identificarlos: la alta burguesía industrial (como se vio en Barcelona donde este grupo era el más consistente) y los terratenientes agrarios. Fueron «los notables».  




			En cuanto a los exaltados, éstos sufrieron también una inevitable refundación. Mendizábal en las primeras elecciones que pudo controlar, las de febrero de 1836, secuestró a los no moderados convirtiéndolos en mendizabalistas; pero de sus redes escaparon precisamente los exaltados; o lo que es lo mismo, los mendizabalistas renegaron de la exaltación. La operación dio resultado pero era evidente que no podía patrimonializarse un partido sin graves riesgos y consecuencias. El golpe de mano de Mendizábal fue considerado por algunos miembros de la familia como una aventura y por otros como una traición. Para Fermín Caballero y sus amigos el mendizabalismo se inclinaba demasiado a la derecha, descuidando el flanco izquierdo. Pudo entonces provocarse una escisión definitiva de las dos tendencias; pero no fue así por la brusca irrupción del Ministerio Istúriz que con la amenaza de un renacer moderado reconcilió provisionalmente a las dos alas del progresismo y luego, en las Cortes constituyentes, ya que no se fusionaron, se unieron al menos con unas lañas precarias que no durarían mucho, puesto que Mendizábal, insistiendo en una política de tintes moderados, obligó a Caballero y a López a separarse, guardando distancias y marcando su propio terreno. 




			En cualquier caso los mendizabalistas no tenían el menor interés en recordar su origen exaltado ni tampoco los caballeristas, aunque éstos, al menos, no se avergonzaban de ello y hasta presumían de conservar sus auténticas esencias y coqueteaban a veces en una deliberada ambigüedad como luce en este retórico texto de El Eco del Comercio (tomado de Adame 86): «Los exaltados en España son los que desean que acaben del todo los privilegios, los que piden reformas sin contemplaciones, los que trabajan por  que tengamos una constitución que marque la autoridad de la Corona y los derechos de la nación; los que aspiran a que termine pronto la guerra facciosa, los que condenaron y condenan el sistema martinista y ansían que se lleve a cabo el del programa de Mendizábal; en una palabra, nuestros exaltados son los que apetecen el progreso social con orden y sin pastelerías, con decisión, sin escrúpulos y con franqueza y confianza en la sensatez de los españoles». 




			Los únicos que reclamaban sin complejos la herencia exaltada fueron, pues, los que estamos llamando progresistas radicales que en el Congreso formaron el grupo alvarista. Estos intentaron poner las cosas en su sitio desconectando expresamente a Mendizábal de la exaltación, según se ve en un artículo de El Castellano de 25.9.1837 aparentemente rotundo y en el fondo confuso: «Suponer al partido exaltado sinónimo de mendizabalista es dar el triunfo a los moderados y así es que éstos han cuidado mucho de usar y extender aquella denominación con preferencia a otra. El gran partido liberal nacional, el de los exaltados españoles, cuyo lema es energía para terminar la guerra, libertad, progreso, economía y justicia, no tiene corifeos conocidos, no es un partido por lo mismo que abraza a la generalidad de los liberales»; es decir, que se recuperaba la vieja, y ya obsoleta, contraposición entre serviles y liberales. 




			Aunque más preciso y contundente fue el texto que apareció en el mismo periódico dos días después, el 27.9.1837, bajo el título de «¿Mendizabalista es sinónimo de exaltado?», en el que se intentaban limitar las excesivas generalizaciones del artículo anterior: «Forman el partido exaltado en su generalidad los liberales más salientes de todos los pueblos, los que sin concertarse en ninguna especie de reunión ni correspondiéndose por escrito, desean por un sentimiento individual, independiente y unánime el mayor castigo de los carlistas; quieren que no quede carlista alguno ni sospechoso de serlo en empleos del Estado, con influencia en el Gobierno ni con sueldo; quieren que la guerra civil se acabe pronto y que para ello se ocupen los bienes de los carlistas y que se indemnice a los liberales que experimentaron pérdidas, que se use el mayor rigor con los conspiradores y auxiliadores de la facción. La generalidad de los exaltados quiere que la nación sea gobernada a la española, por españoles netos y sin influencias extranjeras (...); quieren que la España sacuda con energía y franqueza el yugo vergonzoso de la Corte de Roma; creen los exaltados que el partido estatutista o moderado con sus doctrinas de fusión, de justo medio es el que ha conducido a la guerra civil al grado de intensidad a que ha llegado. Quieren los exaltados que se adopten grandes economías en los gastos, que mientras dure la guerra no haya sueldos de 59, 60 u 80 mil reales (...), que no se consuma a la nación con operaciones ruinosas de crédito para enriquecer a unos pocos usureros y allegados de los ministros; quieren que todos los españoles sean iguales ante la ley; que todos los que contribuyen a las cargas del Estado puedan ejercer sus derechos civiles y políticos sin que la riqueza y los empleos sean el tipo regulador, porque en tal caso se formaría una aristocracia que sería más perjudicial, soberbia y ridícula que la de nacimiento; quieren los exaltados que sean preferidos para los empleos y grados del gobierno los patriotas ardientes». 




			En este fragmento, como se ve, al hacer una descripción del grupo exaltado auténtico, se aprovechaba la oportunidad para ofrecer su programa, aceptablemente pormenorizado, y de paso se lanzaba una ruda crítica al Gobierno: «El hecho es que el Ministerio de Mendizábal de 1835 y el de Calatrava-Mendizábal de 1836 han sido en sus obras fusionistas (moderados). Con ellos se han conservado en empleos elevados a los carlistas (...); no se ha impuesto pena alguna a los generales y jefes cuyas operaciones desgraciadas, apatía u otras causas han producido males a provincias enteras; en lugar de un sistema de economía y arreglo se ha seguido el derroche más escandaloso, el desorden más completo; se ha restringido la libertad de los ciudadanos y la de la imprenta, se ha privado de los derechos de la Constitución de 1812 a nuestros hermanos de Ultramar (...); muchos empleados exaltados han sido depuestos y reemplazados con carlistas e indiferentes y por último la guerra civil empeora cada día, el Tesoro público se ha apurado y cargándose a la Nación con miles de millones de deuda». 




			El Castellano, y por ende Álvaro, bien claro reivindicaron en este texto la herencia de los exaltados, por lo que en consecuencia lo más propio sería denominar exaltada a su fracción parlamentaria. Pero esto no obstante, se prestaría a equívocos cabalmente por la ambigüedad de su tradición. Por tal razón preferimos denominar a los alvaristas «progresistas radicales» en contraposición a los progresistas templados o mendizabalistas y a los progresistas avanzados o caballeristas. En otras palabras: la aceptación de la herencia ideológica exaltada no evitaba el cambio de nombre, que parecía aconsejable en las nuevas circunstancias cuando resulta imprescindible marcar las diferencias entre las distintas fracciones del progresismo. 




			Dejando ya a un lado la prensa, si queremos buscar en el Congreso una profesión de fe sincera de esta exaltación podemos encontrarla en una intervención de Ferrer y Garcés, cuyos antecedentes personales estaban por encima de toda sospecha, en el Diario de Sesiones de 7.8.1837: «Exaltado soy yo; pero no exaltado para ir a un café a gritar. No, soy exaltado para decir verdades, exaltado para hacer que un ministro salte de su silla cuando no remedia los males que agobian a los pueblos. Estos hombres que se llaman exaltados, estos hombres que son tratados con tanta acrimonia, éstos son los que hoy acusan al Ministerio; pero le acusan de un modo respetuoso, justo y por motivos que están a la vista de todos, para que adopte medidas capaces de concluir con los enemigos de la libertad, para que los trate sin consideraciones ni respetos y haga caer la espada de la ley lo mismo sobre el general que sobre el simple ciudadano si faltan a sus deberes.». 




			La cuestión, sin embargo, venía de antes: del incidente parlamentario de diciembre de 1836. En aquella ocasión se produjo un debate sobre las medidas represivas del Gobierno y, como unos diputados entendieron que en el fondo estaban pensadas para ser utilizadas contra los exaltados, fue necesario poner las cartas sobre la mesa y disipar no pocos equívocos. Porque los equívocos eran inevitables en una materia tan resbaladiza y susceptible –entonces y ahora– de las interpretaciones más dispares. López, un caballerista notorio, se proclamó exaltado y, conociendo la sinceridad de su carácter, nadie podía atreverse a ponerlo en duda: «Exaltado he sido, exaltado soy y exaltado seré hasta que muera. Pero yo hablo de la exaltación en la línea de la ley y no contra ella; de la exaltación que vivifica, no de la que destruye» (el día 4). Y el día 6, saliendo al paso victimista de Bertrán de Lis: «¿Pueden ni deben reputarse liberales los hombres que, tomando una máscara que cambian en cada momento, en tanto se ostentan acérrimos defensores de la libertad, desmienten y abjuran a cada paso de sus principios?». Estas palabras de Joaquín María López son verdaderamente desconcertantes y sólo pueden entenderse desde una psicología posicional, que explica las diferencias de actitud de una misma persona según sea la posición (o rol) social que ocupa en cada momento. Nadie más sinceramente exaltado que el tribuno alicantino; pero cada vez que ocupaba (y lo hizo varias veces) una silla ministerial se identificaba de tal manera con el cargo que terminaba hablando como ministro y traicionando su condición de opositor indomable. Éste es, por tanto, un buen ejemplo del acierto de Balmes cuando advirtió que «el título de exaltado más bien expresa una pasión que un sentimiento».  




			Con lo dicho tenemos ya dos confesiones de fe exaltada: una proveniente de los labios de Ferrrer y Garcés, un exaltado auténtico (que por sus actuaciones parlamentarias y extraparlamentarios nosotros hemos encajado en la fracción progresista radical) y otra proveniente de López, un exaltado verbal y probablemente también de corazón, que por sus actuaciones políticas nosotros hemos encajado en la fracción progresista avanzada o caballerista. 




			Lo que resultaba claro era que el Gobierno y los mendizabalistas, por el contrario, no sólo no se consideraban exaltados sino que les perseguían sin contemplaciones, con más saña aún que a los carlistas. Lo que puede parecer extraño tratándose de dos ramas de la misma estirpe: aunque no hay que olvidar que «no hay peor cuña que la de la misma madera». A este propósito Bertrán de Lis, un exaltado confeso y de pura cepa, denunció sin ambages el día 4 la actitud represiva del Gobierno contra toda clase de exaltación: «adviértase que las medidas que propone la comisión son tan terribles, que si se aprobaren, para mí sería lo mismo que poner en manos del Gobierno una espada de dos filos, de los cuales el más cortante sería siempre dirigido contra los patriotas llamados exaltados, más bien que contra los verdaderos enemigos de la libertad».  




			Olózaga, un progresista de conocida naturaleza camaleónica, insistió el mismo día 4 en la vulnerabilidad de los exaltados: «En ninguna clase de ciudadanos corre más peligro el Gobierno de equivocarse y de abusar de estas facultades extraordinarios que en aquellos que parece que siendo del mismo partido, van declaradamente en contra de él y le sirve de estorbo para la marcha que quiere llevar (...) Todos los Ministerios, en una graduación inversa al orden en que se han sucedido, han ido temiendo con exageración a un partido liberal exagerado (en mi caso) precisamente porque me han tenido justamente por exaltado, me creo más obligado a defenderlo. Es una triste realidad que hay hombres que con máscara de patriotismo se introducen en esos partidos exagerados; pero también hay hombres que siguen las opiniones exageradas con la mayor buena fe». Y en la misma sesión: «Los liberales exaltados: esa clase que siendo del mismo partido del Gobierno va delante de él y le sirve de estorbo para la marcha que quiere llevar (...) No son tan terribles sus fuerzas, sus recursos, ni su número que sea preciso salir de la ley. No constituyen en modo alguno un partido tan considerable». 




			Ahora vamos a oír la intervención más desconcertante, la de Pita Pizarro, entonces mendizabalista, luego de Bardají y que terminaría sin rebozo de ministro moderado y que en la sesión del 7 (12.1836) intentó mediante una aguda pirueta retórica minimizar la supuesta enemiga del Gobierno con los exaltados, dando una curiosa versión –en verdad poco plausible– de la situación, puesto que, para él, el verdaderamente exaltado era el Ministerio, y quienes ahora hacían la oposición con la bandera exaltada no eran tales, sino impostores puesto que en la realidad eran ¡anarquistas!: «Yo no comprendo que haya liberal alguno que pueda ser liberal exaltado y conspirar contra el Gobierno más exaltado que ha habido en España. Si su exaltación los llevase a desear un Gobierno más exaltado que el existente, en hora buena. Pero si conduce a conspirar contra él, en el hecho de cometer este delito ya pierden toda la ventaja que tenían como liberales. El mayor de los males que hasta ahora hemos tenido ha sido por el temor que todos los Gobiernos más o menos han tenido por el partido exaltado. Los Gobiernos y los Ministerios anteriores temieron demasiado este partido con razón, porque sabían que aspiraba a lo que ellos no querían; el excesivo temor que tenían de él les hizo incurrir en el error, en mi concepto, de establecer providencias opresivas, que ellas mismas provocaron la desesperación del partido liberal y lo hicieron incurrir en los extremos que hemos tocado. El Gobierno actual no puede tener temor a los exaltados porque ya no están en contra suya. Pero no puede menos de tomar medidas contra los que bajo este nombre aspiran, yo lo diré en dos palabras, aspiran a la anarquía nada más, porque todo lo que es aspirar a destruir el Gobierno y representación nacional existente, no puede más que producir anarquía, desorden; y su término no puede ser otro que el despotismo, y por consiguiente yo no les marcaré como liberales, sino como enemigos de la libertad, liberticidas; y en este concepto no los incluyo en el partido de liberales exaltados constitucionales. Pero si este partido exaltado, que  yo lo califico de anarquista, es temible, o no, yo apelo a los señores diputados que hagan reflexiones relativas al bien público». 




			Por lo que atañe a los «anarquistas», en política –como se sabe– es práctica constante y aceptada el desacreditar al enemigo con algún calificativo peyorativo como también imputarle toda clase de desatinos sin preocuparse de fundamentar su realidad. Por lo que se refiere a lo primero, el partido (de opinión) exaltado fue descalificado con el nombre de «anarquista», al que los manifiestos políticos atribuían los siguientes objetivos, resumidos así por Adame:  




			



			 




			1. Trabajar por la desunión merced a la exclusión o intolerancia. 2 Promover tumultos y asonadas en los pueblos, sublevación de las provincias, degüello de ministros de la religión e incendios de templos y santuarios. 3. Promover la mengua de ingresos por medio de los desórdenes y la desorganización. 4. Sacrificar el amor a la patria al espíritu del partido. 5. Corromper la moral del ejército en el que operan clubs y sociedades secretas. 6. Alejar a España del gobierno representativo. 




			



			 




			El 28.6.1836 publicaba La ley un artículo, titulado El partido anarquista es hipócrita, en el que el fondo maniqueo que acaba de transcribirse se redondeaba con las siguientes palabras: «Tiene siempre en los labios la humanidad, las leyes de la naturaleza, la tabla de derechos (...), habla de la libertad de las personas; pero así que puede hacerlo las insulta, las maltrata, las asesina (...) Proclama que desea sobre todo la publicidad, pero forma sociedades secretas, en secreto circula las órdenes, en secreto designa sus candidatos». 




			Para hacernos una idea de lo que se podía pensar entonces a este propósito, valgan unas palabras de Fernández Manrique (I, 330) referidas concretamente a los sucesos de Barcelona: «No ostentaron enseña ni lema alguno porque los anarquistas, moralmente al menos, carecen de él; el deplorable manejo de las pasiones rastreras da acción y vida a sus empresas, animosidad y audacia a sus dañadores intentos». 




			En el diputado vallisoletano Díez (sesión del 3.4.1837) hemos encontrado, por excepción, unas palabras severas mas no encarnizadas: «Un pueblo se entrega a la anarquía; pero la anarquía de un pueblo, aunque sea un gran mal, puede tener tal vez por término la libertad del mismo pueblo, salir del yugo que le oprime; pero la anarquía de los gobiernos, no: ésta tiende o al despotismo o a la tiranía». 




			En resumidas cuentas, el grupo exaltado fue el origen histórico del posterior grupo progresista aunque las tres fracciones de éste adoptaron posturas distintas al respecto: los radicales aceptaron su patrimonio ideológico de la misma manera que lo rechazaron los templados, mientras que los avanzados lo asumían o repudiaban de acuerdo con sus convicciones personales. Esto significa que el partido exaltado dejaba de existir en la lucha política y la exaltación supervivía simplemente como una ideología de pasado glorioso pero que terminaba siendo imprecisa y no identificaba nada mínimamente concreto. Por lo demás, en 1836 ya quedaban pocos políticos en activo que, habiendo militado en el Trienio en las filas de la exaltación, siguiesen empeñados en conservar este término, aunque ideológicamente se mantuvieran fieles a su significado. 




			A la vista de lo que antecede parece evidente la conveniencia de evitar en lo posible el uso de la palabra exaltado, tanto como sustantivo como adjetivo, pues su ambigüedad introduce confusiones inevitables, según acabamos de ver en testimonios de los mismos contemporáneos y que en la actualidad se multiplicarían al realizar las correspondientes traspolaciones cronológicas. Y por otra parte, cuando oigamos esta palabra debemos procurar «neutralizarla», desdramatizarla, es decir, prescindir tanto de sus connotaciones heroicas como de las demoníacas, pues tenía una sustancia política natural que desafortunadamente se contaminó luego con tintes chillones que desvirtuaron su sentido original. 




			



			 




			e)  Moderados y estatutistas 




			Aunque más atrás ya se ha hablado con cierta extensión de los moderados, por razones sistemáticas conviene seguir aquí insistiendo para intentar aclarar mejor este término e indagar lo que realmente había detrás de él. El Eco del Comercio (suplemento del 7.9.1837 dirigido «a los electores») les acusaba de no aceptar sinceramente la constitución de 1837 y de que conspiraban.  




			El secretario de Gobernación (López) el 14.3.1837 equiparaba a los moderados con los estatutistas y a continuación les estigmatizó en los siguientes términos: «¿Qué es lo que quieren, qué es lo que predican estos hombres? Quieren una ley fundamental formada sin concurrencia de la voluntad pública; quieren que se deba todo a una concesión gratuita, renunciando al derecho más noble, más sagrado, más imprescriptible de la nación, quieren para ellos la libertad, los goces y el poder y para el pueblo la nulidad, la degradación y la miseria».  




			El mismo personaje no hablando desde la tribuna del Congreso sino escribiendo una célebre Exposición en 1845 (98 ss.) se extendió largamente sobre este particular señalando con precisión los rasgos que para él distinguían a los moderados de los progresistas: «El partido moderado se encuentra por lo común compacto y unido; el progresista por el contrario, confundiendo frecuentemente el espíritu de noble independencia con el instinto ciego de lastimosa insubordinación, carece de acuerdo en sus combinaciones y de unidad al ejecutarlas (...) El partido progresista ha mandado poco tiempo, en tanto que el moderado, en posesión casi permanente del poder, ha encontrado en el ejercicio de éste el medio de extender y favorecer sus doctrinas y el de hacerse de una formidable clientela con la concesión de empleos, cargos y distinciones, que son el desiderándum para los hombres de cierta escuela, los cuales sólo adoran el becerro de oro, como los israelitas del monte Sinaí». Pero lo que más llamaba la atención a López era la textura intelectual del moderantismo y su curioso sentido de superioridad: «El partido moderado reúne en sus filas personas de esclarecido talento, y en masa tiene la pretensión modesta de ser depositario del saber, llamándose por antonomasia el partido de la inteligencia. Su ciencia, sin embargo, me parece más que dudosa (...) Esa escuela, amalgama rara e inconcebible de principios opuestos, legado funesto transmitido por una nación vecina, ha sido exactamente calificada por un escritor contemporáneo cuando de ella ha dicho: Al lado del liberalísimo de Benjamin Constant se vio aparecer una escuela intermedia, transacción oficiosa en los debates políticos, que aspira a dar a sus designios un color de filosofía prestada. Escuela que caracteriza la indefensión, el olvido y algunas veces el odio de la revolución y la pobreza de la imaginación y de la palabra: razonadora, pedagoga, que no ha sabido fundar sus raíces en ninguna parte; ni en las pasiones de la nacionalidad ni en la profundidad de las verdades filosóficas (...) Si la ciencia que posee el partido moderado no es la más fecunda, es por lo menos la más maquiavélica (...) y bien pronto pudo contar con medios palaciegos». 




			Se tiene la impresión de que los progresistas avanzados tenían particular ojeriza a la fracción estatutaria puesto que no desperdiciaban ocasión de atacarla. Después de la diatriba de López que acabamos de ver, el 17.3.1837 insistió Caballero sobre lo mismo, acusando a este partido de defender ciertamente a Isabel II, «pero tan absoluta y despótica como su padre, según se vio en el Manifiesto de 4.10.1833». Aunque el presidente del Consejo de ministros se había mostrado a este propósito singularmente tolerante: «El Gobierno ningún interés tiene contra los partidarios del Estatuto. Yo tengo amigos y conozco a personas a quienes aprecio y respeto que son partidarios del Estatuto, del absolutismo y hasta los tengo republicanos».  




			En páginas anteriores ya se ha dicho que el moderantismo fue consecuencia del distanciamiento de las posturas iniciales de la exaltación que abandonaron los prohombres más significativos de ella: Martínez de la Rosa, Toreno y luego Istúriz y Alcalá Galiano: todos ellos cultos y atentos a la evolución política de Europa que conocían por experiencia personal directa vivida durante la emigración y que luego siguieron estudiando en la frondosa literatura doctrinaria. En este proceso el progresismo fue desangrándose ideológicamente hasta el punto que los escasos prohombres que le siguieron siendo fieles –al estilo de Argüelles, Sancho y Antonio González– ya eran materialmente moderados aunque conservaran la militancia originaria. La diferencia de niveles intelectuales entre ambos partidos era abismal y por ello nada tiene de particular que los jóvenes más inquietos quedaran seducidos por el brillo del doctrinarismo moderado y de sus profetas como Donoso y Pacheco. 




			En definitiva, mientras el progresismo se desleía y perdía su identidad, el moderantismo maduraba rápidamente y durante sus largas travesías por el desierto –primero durante las Cortes constituyentes y luego a lo largo de la Regencia de Espartero– tuvo tiempo de reflexionar y de consolidarse como un partido decididamente ya moderno y conectado con las tendencias a la sazón en boga en el resto de Europa. 




			En opinión de Sánchez-Prieto (CXLIX ss.), «fue en ocasión de las elecciones de julio de 1836 cuando se operó la refundación del partido moderado de mano de Istúriz y Alcalá Galiano. El primero puso talante práctico y capacidad organizativa. El segundo sobre todo las ideas. Ambos organizaron un verdadero partido, con un equipo compacto de hombres. La refundación –como ha subrayado Comellas– no se apoyó en la escuela de Martínez de la Rosa o Toreno sino en hombres nuevos y propuestas nuevas. A diferencia de los progresistas, que solían reunirse en casa de Fermín Caballero, adquirieron un local donde la plana mayor de los moderados se reunía periódicamente. Istúriz, ejerciendo el liderazgo, pudo aglutinar entre sus colaboradores a Martínez de la Rosa, Toreno o Donoso Cortés». 




			Adame de Heu ha encontrado tres afluentes, cronológicamente sucesivos, en el desarrollo del moderantismo: la escuela afrancesada (Burgos) preocupada fundamentalmente por reformas materiales y administrativas; los estatutarios, seguidores de Martínez de la Rosa y también llamados fusionistas; y la nueva escuela, representada por Borrego, con su doctrina monárquico-constitucional que flotaba en la ola del «giro conservador» dominante en el liberalismo europeo de los años 30. Y Olabarría Agra, en fin (Diccionario, 450), ha resumido así la doctrina de este partido: «a) Positivismo institucional; la legitimidad no se deriva del pueblo sino del Gobierno por su mera existencia, sobre el que recae la sanción divina; b) Historicismo; c) El justo medio o equidistancia entre absolutismo y anarquía; d) Economicismo; el Poder político corresponde a las elites del poder económico y social. No es posible ningún desarrollo político que no vaya precedido por el desarrollo económico». 




			Resumiendo, el partido moderado fue el resultado de una convergencia de grupos afines de opinión, aunque de origen formal distinto: los tránsfugas de la primitiva exaltación que no quisieron sumarse al progresismo, los estatutistas que se vieron obligados a renunciar a la ideología del Estatuto Real cuando éste naufragó, antiguos carlistas que abandonaron las filas del Pretendiente cansados de la guerra civil y desengañados del absolutismo, tránsfugas del progresismo hartos de la jefatura de Mendizábal y, en fin, jóvenes de una generación atraída por la seducción de un poder cuya ocupación se adivinaba ya inminente. Con estas incorporaciones se produjeron sucesivas refundaciones siendo las más notables las patrocinadas por Istúriz-Alcalá Galiano y por Borrego. Todos estos grupos –heterogéneos aunque próximos– fueron amalgamados intelectualmente por el brillante doctrinarismo francés, entonces tan de moda y dignamente consolidado en España por las excelentes teorizaciones de Borrego, Pacheco y Donoso Cortés. 




			Los moderados, al igual que los progresistas, se subdividieron a lo largo del tiempo en varias fracciones desde el fundamentalismo de Bravo Murillo (o Narváez, Pidal y Mon) hasta la innegable relajación de los puritanos, que llegaron a formar un fugaz Gobierno con Pacheco y cuya ideología ha resumido así Tomás y Valiente en el prólogo a las Lecciones de Pacheco (XXIII): «a) Una concepción liberal conservadora que, partiendo de la afirmación de que la revolución liberal ya se había consumado, pretendía consolidar el régimen con el fortalecimiento de las instituciones y con un juego electoral limpio; b) La aplicación rigurosa de las leyes y, ante todas, la constitución; c) Alternativa civil al régimen pretoriano de los jefes militares; d) Revisión del programa, la organización y estrategia del partido moderado; e) Alternancia en el poder de los dos grandes partidos liberales». 




			La irrefrenable tendencia de los moderados a dividirse en fracciones y subdividirse en capillas de advocación personal fue denunciada con singular énfasis por J.M.Q. (José María Quadrado) en una serie de artículos aparecidos en El Pensamiento de la Nación a partir del 15 de mayo de 1846. Según este autor, el partido, habiéndose mantenido unido de 1840 a 1843 durante el período de oposición y destierro, con el Gobierno de Narváez empezaron las disidencias: primero la del marqués de Viluma, «surgiendo luego no ya partidos sino pandillas, cuya única enseña era el nombre de un ministro» y apenas uno tendría nombre propio, un tanto irónico (los «puritanos»). Descomposición que llegó a tal punto que el Ministerio conservador tenía que enfrentarse en el Congreso con una «oposición conservadora». 




			Un fraccionamiento fácilmente explicable, según Quadrado, dado que lo anómalo era la existencia de «un» partido cuando la realidad era «la diversidad de procedencia, diversidad de intereses y sentimientos, diversidad de oposición, diversidad de aplicaciones cuando no de doctrinas; y para ligar tantas y tan graves diferencias, ningún otro vínculo que una palabra, la de moderado (siendo así que) de moderados nada conservan sino el nombre (que vale para cubrirlo todo) por la demasiada latitud y vaguedad del vocablo y por la heterogeneidad de las fracciones que abarca (...) Sin contar con los merodeadores que sólo vagan en busca de botín; sin contar con los mercenarios (...) reina en las regiones del justo medio un flujo y reflujo incesante de ideas y tendencias, un entrar y salir de gente». 




			



			 




			f)  Republicanos 




			En el escenario de aquella época jugó el republicanismo un papel marginal, pero que no sería lícito desconocer. Para El Eco del Comercio de 3.7.1837, «la república es un sueño, es un delirio en nuestra situación actual. Harto trabajada nuestra nación por mucho tiempo por base de las costumbres públicas y privadas sobre las que necesariamente han de descansar las instituciones republicanas en todo el país; menos adelantadas las masas de lo que se necesita para generalizar la representación política; rodeados de otras naciones que reconocen sistemas muy diferentes, cuya índole está en oposición con ese sistema democrático, no era posible que nosotros lo diéramos a nuestro sistema de gobierno». La idea republicana era tozuda, no obstante, y pese a todo no sólo sobrevivió sino que logró echar raíces y en 1840 ya se atrevieron a publicar hojas volantes en las que se apoyaba a los progresistas. En el mes de mayo Patricio Olavarría sacó un periódico republicano titulado Revolución, de corta vida ciertamente, pero al que seguirían otros muchos más o menos disimulados como el deliberadamente furioso El Huracán. 




			En 1855 veía así Borrego (59-60) la situación de este partido: «El partido democrático o republicano posee todas las condiciones de partido y sólo le falta que pueda moverse con desembarazo dentro de la órbita de las instituciones vigentes, que tenga la reserva o la prudencia de suprimir su exclusión de la monarquía (...) Si sabe contenerse, si se contenta con preparar su porvenir (...) podrá fácilmente atraerse a sí las masas populares (...) Su porvenir depende de dos cosas: de que la libertad se conserve y se aclimate en España y de la discreción y sagacidad y cordura con que obre». No todos eran, sin embargo, tan sensatos. Hasta un radical tan extremado como García Blanco llegó a decir en el Congreso el 24.12.1836 que «no sólo nuestra inocente reina que aún conserva la gracia del bautismo, sino todos los monarcas son lo mejor que Dios ha creado (...) Las tendencias al republicanismo, de que se hace tanto mérito, es un duende que sólo asusta a los incautos». 




			Excepciones aparte, la palabra demócrata denotaba en los ambientes políticos una calidad asocial, como late en una intervención en el Congreso de González Alonso el 13.12. 1836: «(es el momento) de serenar los ánimos de los que creían que los españoles éramos unos demagogos furiosos, unos demócratas». O en palabras de Donoso Cortés, ligeramente posteriores (Errores políticos del día, 1848), «la democracia es el mal hecho legión, el mal encarnado en la muchedumbre (...) la verdadera democracia no la hallo fuera de las turbas». La hostilidad un tanto desdeñosa de los progresistas hacia republicanos y demócratas no autoriza a desconocer la importancia de estos movimientos, mucho más activos de lo que sus contemporáneos estaba dispuestos a reconocer, tal como se ha puesto de relieve más atrás. 




			



			 




			g)  Partidos políticos o grupos personales 




			Con las extensas consideraciones anteriores hemos visto confirmada la tesis de la «nebulosidad» característica de los grupos políticos españoles de la época. Así se explica la imprecisión de sus contornos, la vaguedad de sus doctrinas y la dificultad de su identificación y la de sus simpatizantes (hablar de miembros o militantes sería no ya un anacronismo sino una licencia retórica). Por eso hemos insistido tanto en que lo que antecede es una mera «reconstrucción intelectual» y, por consecuencia, una simple hipótesis de interpretación histórica. 




			De ser correcta esta interpretación tendríamos entonces que el partido llamado comúnmente progresista sería un simple germen o proyecto del que vendría después ya que de momento no había, en rigor, un partido de tal nombre y que sería más propio hablar de «mendizabalismo» y «caballerismo». 




			El secreto de este proceso se encuentra, por tanto, en la «sustitución de unos principios por unas personas». Andando los años Robert Michels y Gaetano Mosca descubrieron y denunciaron que los partidos parlamentarios europeos habían perdido su sustancia al caer en manos de un aparato oligárquico que los había patrimonializado y dirigía con criterios burocráticos. Así era, en efecto, pero antes de que tal sucediera se había producido ya una fase de patrimonialización individual que había anunciado agudamente entre nosotros Andrés Borrego (El Español de 15.5.1836) advirtiendo el peligro de que los partidos que se estaban formando terminaran convertidos en «fracciones, en bandos, cada uno de los cuales escoge no un representante ni un intérprete, sino un capitán y un jefe que le conduzca a la pelea y le asegure el botín». 




			Así se resume en dos líneas la historia del constitucionalismo español: parece que estamos hablando de partidos políticos con idearios y objetivos propios y en realidad estamos hablando de personas. Hay que hablar, por tanto, de mendizabalistas y caballeristas con la misma naturalidad con la que luego se hablaría de canovistas, sagastinos y mauristas y hasta de albistas. El rótulo ideológico sobra porque nadie se puede fiar de él. Es un lugar común de la retórica parlamentaria que no pretende engañar a nadie. ¿Y para qué valían estas agrupaciones así personalizadas? Ya nos lo ha dicho Borrego: «para asegurar el botín». En su momento veremos que Mendizábal –y no sólo él– sabían premiar a «los suyos» con destinos, contratas y dinero. 




			



			 




			La soñada unidad liberal 




			



			 




			Si está fuera de dudas la existencia real de al menos dos estirpes políticas liberales (moderados y progresistas), ya no es tan segura su conveniencia y por ello siempre ha habido voces dentro del liberalismo que clamaban por la unidad: desde los parlamentarios «fusionistas» hasta, años más tarde, el poderoso partido de la Unión Liberal de O’Donnell. 




			Desde el punto de vista teórico no había, en efecto, razones de peso que justificasen el fraccionamiento cainita puesto que lo que les unía era lo esencial y lo que les separaba lo accidental, a veces simples matices. De hecho, en unas ocasiones los políticos pregonaban hipócritamente esta idea y luego se comportaban como enemigos irreconciliables beneficiando con ello a los terceros que vivían extramuros, desde los carlistas a los «liberales no respetables». Pero en otras circunstancias, sin reconocer su unidad, se comportaban como si fueran un solo partido y no necesariamente mediante pactos formales de colaboración temporal sino como resultado de una aproximación práctica, que se enaltecía aún más en momentos de crisis. Aproximaciones tácticas que resultaban sencillas si se piensa que, en el fondo, nada importante les separaba, como precisó Morayta (440) cuando pudo contemplarlas con debida distancia: «Por muy detenidamente que se examinen los discursos de moderados y progresistas no resulta diferencia de doctrina bastante a explicar aquella separación de partidos». 




			El Gobierno de Toreno –un exaltado histórico y un moderado converso en la madurez– propició esta unidad política, que culminó con el llamamiento de Mendizábal, pues no hay que olvidar que éste acudió presentándose como garantía de la unión de todos los liberales y efectivamente fue aceptado por ellos no como jefe de un partido (que no lo era) sino como «salvador de la Patria» en beneficio de la libertad y del Trono. Y por ello se cuidó mucho de no manifestar inquietudes revolucionarios que le hubieran apartado inmediatamente de los moderados; de la misma manera que a la menor oportunidad se cuidaba de recordar melancólicamente sus iniciales y frustrados esfuerzos por la unidad como, entre otras, en la sesión del 11 de agosto de 1837: «¿Nos olvidamos del cuadro que hemos presentado a la Europa cuando ha faltado aquella unión que yo tanto proclamé y recomendé en 1835 y 36?». Recuérdese que su célebre «programa de septiembre» no fue en modo alguno progresista sino genuinamente liberal, como «bandera de unión» de todos los liberales, que ninguno podía rechazar. 




			Conste, no obstante, que la unidad sociológica, de base, de las dos estirpes venía de antes y se asentó firmemente en la época del Estatuto Real en lo que Burdiel ha teorizado (1989, 29) como «un sistema de partidos de notables, de voluntad bipartidista, que surgió históricamente como exponente del grado de diferenciación, pero también del grado de consenso alcanzado por los entonces llamados liberalismos respetables quienes, al tiempo que abandonaban cualquier veleidad revolucionaria radical a la francesa, excluían y marginaban legal y prácticamente a los representantes políticos de la opción abandonada, es decir, a los primeros grupos de protodemócratas y republicanos: los liberalismo no respetables». Y por lo mismo –sigue diciendo la autora (ib. 349)– al fracasar la fórmula del Estatuto Real, «con él naufragaba al mismo tiempo la causa perdida de la unidad liberal. Las elecciones a Cortes de julio de 1836 convocadas por Istúriz como último esfuerzo para lograr la unión de todos los liberales y la energía contra el carlismo marcan la definitiva separación de las tendencias ideológicas y políticas apuntadas a lo largo de aquellos tres años y que comenzaron a conocerse ya, para el resto de la siguiente mitad del siglo, bajo las denominaciones clásicas de Partido Moderado y Partido Progresista». 




			En el Diario de Sesiones podemos encontrar cuantas incitaciones queramos a la unión de todos los liberales para hacer un solo frente, bajo la bandera de la constitución de 1837, ante el enemigo común: el absolutismo carlista. 




			La constitución de 1837 puede ser considerada fundadamente como prenda de esta unidad soñada. Así lo avalaba la contestación al discurso de la Corona de 24.10.1836: «Asegurados tan preciosos objetos se apaciguarán las pasiones más incitadas y las opiniones más opuestas entre sí se resumirán en una verdaderamente nacional, que sobreponiéndose a la de todos los partidos, excluya sólo a los que quisieran privar a la Nación española de toda participación en su propio gobierno». Y Fontán el 31.8.1837: «Nosotros tenemos una divisa, divisa que debe unir a los hombres que han estado divergentes en ciertas ideas, y esta divisa, que es la Constitución de 1837, hará una fusión de aquellos que exaltados por ciertas opiniones, y aquellos que más moderados por otras vengan a unirse a este foco, a esta unión». Y en el mismo sentido Burriel: «¿No están oyendo los pueblos todos los días que hay dos banderas, porque los unos quieren el Estatuto y otros la Constitución del año 12? ¿Pues por qué no hemos de decirles que la única bandera que deben seguir es la Constitución de 1837?». Como reiteraba enfáticamente el ministro de la Gobernación el 1.9.1837, «nosotros tenemos una divisa que debe unir a los hombres que han estado divergentes en ciertas ideas, y esta divisa, que es la constitución del año 37, hará la fusión de aquellos que exaltados por ciertas opiniones, y aquellos que más moderados por otras vengan a unirse a este foco». 




			Por decirlo con  palabras  de Balmes  (La  cuestión electoral, 1840) «aquel día (con la aprobación de la constitución) los partidos políticos desaparecieron y el sello augusto de la Corona, al imprimirse sobre el código reciente, sellaba el tratado de paz de ambos bandos (...) Todos los motivos de discordia, todos los pretextos de lucha desaparecía y tras del tiempo de discutir, llegaba la época tranquila de acatar y obedecer. Después de 1837 la misión de los hombres políticos cumplida, la división de sus partidos no tenía objeto. Los partidos suponen cuestión y fuera del de la guerra no hay política desde que hay ley (constitucional)». 




			En estas condiciones no tiene nada de particular que un general de prestigio, Luján, abogara a continuación por la moderación y la sensatez: «El modo de que se concluya la guerra es que todos los partidos en que los liberales estamos divididos se unan, que todas las escisiones que existen entre nosotros se acaben, que cesen también esas ambiciones mezquinas y esa sed de mando. (...) Si por desgracia Don Carlos llega a ser rey de Madrid y de España bien seguro que a todos nos igualará, así como el sepulcro iguala a los hombres. ¿Por qué, pues, no nos hemos de unir todos? Unámonos, reunamos nuestros esfuerzos, olvidemos nuestras rencillas y acordémonos del tiempo en que un mismo techo nos cubría; acordémonos del tiempo en que comimos el mismo pan del dolor, que respiramos juntos el aire inmundo de los calabozos y entonces cesarán nuestras divisiones. Nuestros enemigos cuentan con nuestras divisiones como uno de sus principales recursos: hagamos infructuosa su esperanza y cuando nos busquen nos encuentren reunidos contra ellos». 




			Menos ambiciosa, aunque aparentemente más factible, que la unión de todos los liberales era, al menos, la de las fracciones de la rama progresista, insensatamente fraccionada. Así lo predicaba El Castellano de 14.3.1837: «Los periódicos conocidos como de propiedad del Ministerio invocan en sus últimos números la unidad entre todos los liberales cualquiera que sea el matiz de sus opiniones políticas, verdad es que uno de ellos después de excitar a tal unión continúa injuriando y zahiriendo a personas y partidos de los mismos a quienes dice que se unan (...) Una perfecta unión, o sea, una conformidad absoluta en las opiniones acerca de los medios y personas que deben dirigir los negocios del estado es imposible (...) Esa unión repugna el que continúen hombres de partido: nombres que por sí mismos expresan partidos, pasiones, personalidades, tales son Calatrava y Mendizábal». 




			Esta ilusión desapareció, no obstante, muy pronto. La proclamada fusión era demasiado frágil y tropezó en el primer obstáculo grave que había presentado la ley electoral. En este punto no cabían concesiones porque los dos bandos se daban cuenta de que el que cediese hipotecaba su futuro. Con ello se disipó el fugaz sueño de Mendizábal de gobernar por encima de los partidos. En palabras de los continuadores de la Historia de Lafuente (IV, 128), así «desapareció la envidiable perspectiva de haber sido el fundador de un orden de cosas a la vez conservador y liberal, que hubiese dotado al país de instituciones populares exentas de las exageraciones a que todavía repugnaba una parte muy crecida de la nación». 




			A partir de aquí fue el jefe reconocido de los progresistas, mas sólo de ellos y no de todos porque si los moderados le tachaban de revolucionario, los radicales le tachaban de haber traicionado a la revolución, como es el destino de cuantos se quedan a medio camino, conforme había advertido López en el Estamento de Procuradores del 6.4.1836: «los pueblos forman sus ídolos pero también los pueblos dejan de mirarlos como tales desde el momento en que conocen que no son más que deidades impotentes, incapaces de satisfacer sus necesidades y sus deseos. Éste es el camino que corre todo el que se para en la carrera de las revoluciones, el que no llega con sus obras a donde ofreció con sus palabras». 




			Para neutralizar a los enemigos de estos dos flancos, Mendizábal, en su época de presidente del Consejo de ministros, se encargó de eliminar electoralmente a las derechas parlamentarias; y en cuanto a la izquierda –representada entonces por el grupo encabezado por Caballero– se llegó a un pacto mediante el cual éste le garantizó el voto de 60 o 70 procuradores y fuera del ámbito parlamentario se encargaba del control de las juntas y movimientos populares de las provincias y, por supuesto, el apoyo constante de El Eco del Comercio. A cambio de ello, los caballeristas exigían una mayor radicalización del Gobierno y, entre otras medidas concretas, la depuración en el Ejército y en la Administración de los elementos de tendencias moderadas y carlistas. De esta manera habían de prosperar necesariamente todas las iniciativas propuestas y avaladas conjuntamente por ambas fracciones. 




			La historia política de la Regencia de María Cristina fue una sucesión continuada de intentos de unión de la familia liberal y de sus inmediatas decepciones. Acabamos de ver la de Mendizábal y la de la propia constitución de 1837. Poco tiempo después, a la caída del Ministerio Bardají, la híbrida composición del de Ofalia y los de Pérez de Castro fue entendida también como la expresión de una unidad política, de una fórmula de convivencia entre moderados y progresistas. Signos y aspavientos de este tipo no faltaron nunca, protagonizados con frecuencia por Olózaga, auténtico maestro en muñir reconciliaciones ficticias, como el abrazo de Alaix y las retumbantes peroraciones de «Dios salve al país, Dios salve a la Reina». Durante la Regencia de Espartero hubo ciertamente una unión efectiva aunque perversa –todos contra Espartero– que, siendo contranatura no podía durar mucho. La unión de los liberales fue, en definitiva, un sueño que, al materializarse, no pasó de gestos grandilocuentes e histriónicos. 




			A la vista de lo que antecede parece indudable, por tanto, el fraccionamiento de la familia liberal en dos estirpes irreconciliables que frustraban la vieja ilusión fusionista o unionista. Pero también cabe una interpretación más escéptica, e incluso cínica, que, partiendo de una perspectiva sociológica de tintes marxistas, ve en estos llamados partidos simples actores que se encargaban de representar papeles distintos de una comedia de un solo autor; y por ello convenía que hubiera varios partidos porque las comedias (tragedias y farsas) necesitan varios personajes. Piénsese que en la realidad se trataba de una misma clase social o, si se quiere, de un mismo grupo dominante –los notables– con los mismos intereses, que de esta forma se buscaban una justificación constitucional, es decir, moderna, para sus comportamientos de explotación económica y social, cerrando el paso al escenario político de otras formaciones sociales emergentes pero todavía históricamente inmaduras, como los republicanos o los demócratas y nada digamos de los socialistas. En esta fiesta de disfraces los únicos invitados incómodos eran los radicales. Esta perspectiva realista –y consecuentemente escéptica y hasta cínica– luce bien en un elegante párrafo de los continuadores de Lafuente (451): «En los partidos había mucho corifeo y poco coro. Los hombres de ingenio se hacían pronto jefes o capitanes; pero apenas tenían a quien capitanear a no ser un enjambre de empleados, si mandaban, o un enjambre de cesantes famélicos si estaban en la oposición». 




			En este contexto de entusiasmo unionista verbal llama la atención un discurso de Olózaga de 28.6.1837 que se distanciaba de sus habituales apologías de unión de todos los liberales. Porque en aquella ocasión, como buen parlamentario, consideró conveniente y aun necesaria la existencia de fracciones dentro de un mismo partido: «Yo no pretendo que absolutamente se refundan en uno solo todos los partidos o fracciones; es imposible y hasta cierto punto no es conveniente. En los gobiernos representativos necesariamente ha de haber, cuando menos, un partido de resistencia y otro de progreso. Lo que importa es que los principios de gobierno, sus bases esenciales sean reconocidas por unos y por otros. En esa arena pueden y deben combatir, y la nación y el tiempo descubrirán quién tenía razón, qué sistema convenía más». 




			Borrego fue un constante paladín de la unión de los liberales tanto en su vertiente de publicista como en la de político activo. La base teórica de tal unión era naturalmente la constatación de que entre moderados y progresistas pesaban más los elementos comunes que los diferenciadores, puesto que al fin y al cabo todos pertenecían a la familia liberal. Tal como escribió en 1855 (66), «los progresistas no renunciaban a que el principio preponderante en el Estado fuese la expresión del pueblo; los moderados querían que el poder del monarca fuese el regulador supremo aunque templado y modificado por la acción de los cuerpos constituidos, por la prensa y por el sufragio popular: (diferencia teórica) que en la práctica, en la aplicación, en la esfera de gobierno puede reducirse a disidencias nominales (por lo que) es posible refundir en un gran partido las dos fracciones del partido liberal». Y, en efecto, a tal objetivo consagró buena parte de su vida. 




			Un intento más avanzado fue, andando los años, la coalición antiesparterista de 1843, cuya conocida fugacidad fue comentada así por el propio Borrego (84): «la coalición terminó no por la separación natural de las opiniones y de los hombres que la habían formado, sino por el encarcelamiento y proscripción de los jefes progresistas, por la persecución del partido en masa y por una reacción tan marcada, que salvo las venganzas personales, podrían compararse a la reacción de 1823». O sea, que los moderados que con tanto entusiasmo se habían aliado a los progresistas para derribar de consuno a Espartero, en cuanto llegaron al poder, se olvidaron de su amistad y persiguieron implacablemente a sus antiguos amigos. 




			En 1850 al irse preparando las elecciones se formaron dos «comités centrales» integrados por los notables de ambos partidos que –comentó Borrego después de transcribir los nombres de sus componentes– «aunque deliberaban separadamente, combinaban sus determinaciones y concertaban una ejecución común y uniforme (hasta tal punto que) con un paso más que hubieran dado los comités la unión liberal estaba efectuada: lo que conocidamente no llegó a realizarse». 




			La verdad es que nunca se llegó a un acuerdo sincero en tal sentido y todo quedaba en gestos efectistas, en abrazos simbólicos, como los de Olózaga y Alaix, Espartero y O’Donnell que no dejaban huella. Lo que sin duda se practicó con naturalidad fueron alianzas tácticas, cuando resultaban necesarias para derribar un enemigo común o para poder continuar en el Gobierno si las fuerzas de un solo partido no eran suficientes. Tal es el caso ejemplificado por Balmes en 1844 en un artículo significativamente titulado Alianza de los partidos (en «Escritos políticos», 729 ss.): «El partido progresista no puede gobernar solo, ni tampoco  aliado con los moderados. Ni menos una alianza de progresistas y moderados. Ni tampoco de los moderados dominantes ni los moderados de Viluma». 




			Ni fusión y ni siquiera alianza. El pregonado partido de la Unión Liberal de O’Donnell no fue de hecho un partido de unión sino un nuevo  partido que se añadió a los ya existentes, como antes había sucedido con el denominado «monárquico-constitucional» tal como había sido concebido por Borrego. 




			



			 




			Mayoría y minoría parlamentarias: ministeriales y oposición 




			



			 




			En la práctica parlamentaria de las Cortes constituyentes, al no haber disciplina y ni siquiera militancia formal, más importancia que los partidos políticos tuvo la formación de la mayoría y la minoría hasta tal punto que la lucha política se reducía al enfrentamiento de éstas y al esfuerzo de la minoría por poner dificultades a la mayoría y en su caso sustituirla con el subsiguiente cambio de Gobierno, la disolución del Congreso y la convocatoria de nuevas elecciones. En cualquier caso la terminología más habitual manejaba estas dos expresiones y los diputados no dudaban en etiquetarse con uno de estos rótulos que aceptaban con más gusto que el de un partido. En la sesión del 8.7.1837 aparece esta estructura asumida con toda naturalidad. Primero había hablado Olózaga «de esta división accesoria en todos los cuerpos legisladores, de mayoría y minoría, ministeriales y de la oposición, división de la cual nadie puede ofenderse. Los individuos de la comisión que pertenecen a la mayoría de las Cortes creían que los medios adoptados por el Gobierno eran bastantes y que por lo tanto nada tenían que proponer; y los que estamos en la minoría nada podíamos proponer». A continuación Álvaro –que tampoco era de la mayoría– abundó en lo mismo: «Que existe esa distinción entre ministeriales y no ministeriales, es un hecho y nadie puede resentirse de que se diga porque es indispensable que la haya siempre. Esta división existe y esto es natural, pero nadie debe resentirse de ella porque yo creo que todos los diputados nos proponemos lo mismo cada uno. Pero todos seguimos el impulso de nuestras conciencias». 




			Un mes más tarde insistía en lo mismo Ferrer y Garcés el 7.8.1837: «No he podido menos de extrañar que el sr. Argüelles se haya afectado tan desagradablemente con la idea de mayoría y de minoría. S.S., como diputado que es encanecido en la carrera parlamentaria, sabe bien y yo no creía que fuese necesario recordárselo, que en todos los gobiernos representativos han existido, existen y existirán estas que se llaman mayorías y minorías; que estos son dos elementos indispensables, necesarios en las Asambleas legislativas, pues a no ser así, o bien sería general y uniforme todo el modo de pensar de todos los representantes de la Nación y sería fácil sostener o derribar ministros a cada momento». 




			En la sesión de 15.8.1837 volvió a reflexionarse sobre esta cuestión de las mayorías y las minorías, dando lugar a la siguiente intervención de Argüelles: «Hablo del derecho de las mayorías. Un sr. diputado ha dicho que muchas veces eran ficticias y que en ocasiones había necesidad de apelar a la opinión de la nación. Las mayorías, mientras existen en los cuerpos en que ellas aparecen, son respetables y desdichado el consejero de la Corona o la persona que sin tener responsabilidad las desprecia o aprovechándose de su influjo no las respeta como debe. Es verdad que la Corona, cuando cree que la mayoría del cuerpo legislativo está en oposición con la opinión electoral, o por mejor decir, cuando considera que aquélla no es el verdadero órgano de dicha opinión, tiene derecho para apelar a los verdaderos jueces y usando del derecho que le compete en aquellas circunstancias apela a la disolución del cuerpo legislativo». Lo que dio ocasión a que Olózaga reiterara su pertenencia a la minoría: «El sr. Argüelles ha tomado los nombres de mayoría y minoría de una manera que podrá haber alguno que se ofenda. Yo he tenido la desgracia de no estar generalmente en mayoría en las Cortes y me podía caber parte de esa inculpación». 




			El incidente parlamentario del 25 de agosto de 1837 (que se describe con detalle más adelante) puso de relieve la función más importante de la mayoría en cuanto que en sus manos estaba la supervivencia del Gobierno, ya que si éste no gozaba de la confianza de aquélla, debía caer inevitablemente o disolverse las Cortes. Así se advirtió a la Reina Gobernadora en la citada sesión, a pesar de las críticas de Álvaro cuando señaló que «si esto es lo que se piensa, dígase que no hay más soberanía que la mayoría de los diputados y que desde el Trono inclusive abajo todo debe estar sometido a su voluntad». 




			Ideas no compartidas por Madoz, que en la ocasión defendió el poder de la mayoría: «Las Cortes es claro que no pueden decir a S.M. tales o cuales ministros se han de nombrar (pero) ¿no pueden emitir sus ideas respecto de los principios que profesan para que pueda saberse que ciertas personas no tendrán la aprobación de las Cortes? ¿No está la Reina en su derecho nombrando a sus ministros? ¿Y nosotros no estamos en el nuestro negándoles al día siguiente la aprobación que necesitan para imponer contribuciones?». Pero tampoco debe silenciarse que este diputado aprovechó el día y la oportunidad para insistir en que esta fórmula de las mayorías y minorías debía suspenderse en determinadas ocasiones, concretamente «en momentos de peligro, en momentos de crisis, es preciso que no haya ni mayorías ni minorías sino diputados de la Nación española (En consecuencia) si en estos momentos críticos, si en estos momentos de peligro en que nos hallamos, empezamos a acusarnos de que pertenecemos a mayorías o minorías daremos al mundo un ejemplo de que somos muy pequeños». 




			En la sesión del 23.4.1837, presentándose «como individuo de esa que llaman minoría» puso de relieve Pascual el ideario común de los dos bloques que a su juicio garantizaba, por encima de las luchas parlamentarias, la identidad del partido liberal: «Debo hacer una consignación expresa, explícita y terminante de mis ideas políticas. La libertad, el orden, la Monarquía constitucional, la constitución arreglada a las exigencias explícitas pero sensatas del pueblo español, el amor a la tierna Isabel, la justa consideración a su augusta madre, la gratitud eterna a esta angelical mujer que abrió las puertas del templo de la libertad después de la ominosa década, ésta es mi divisa. Si es la divisa de la mayoría del Congreso, también lo es seguramente de la que llaman minoría, que ha sabido reunirse a aquélla siempre que se ha tratado de salvar a la Patria, de proporcionar recursos para atender a sus necesidades, de premiar el mérito de dar los títulos a que era merecedora aquella mujer singular». 




			Lo más interesante a nuestros efectos son, como se ve, las declaraciones explícitas de algunos diputados cuando explicaban que estaban en la minoría y, en su caso, por qué habían abandonado la mayoría para pasar a la oposición. Pero estos extremos los examinaremos minuciosamente en otro capítulo, precisamente al relatar el proceso de deterioro que experimentó la mayoría progresista a lo largo de la legislatura. 




			Mendizábal tenía una conocida obsesión por contar con una amplia mayoría parlamentaria: algo inédito hasta entonces puesto que durante los Ministerios de Martínez de la Rosa y Toreno en el Estamento de procuradores habían convivido dos grupos políticos aceptablemente proporcionados. Así se explica que en las elecciones de febrero de 1836 Mendizábal se encargase, desde la presidencia del Consejo de ministros, de borrar al partido adverso con una dureza tal que de los 71 que habían votado el 24 de febrero en contra del Ministerio (a propósito de la ley electoral y dando pie con ello a la disolución de la Cámara) sólo uno, el marqués de Someruelo, sobrevivió a la guillotina electoral manipulada desde Madrid y logró regresar al Estamento. 




			La manipulación electoral suele negarse o esconderse, pero también justificarse como en este texto de La Revista española de 18.3.1836: «Negar que el Gobierno ha empleado su influjo para obtener resultados favorables a sus miras tampoco es posible. En ello el Gobierno ha ejercido un  derecho y un deber. Derecho por cuanto no se puede obligar a estar indiferente mientras todos los demás individuos del Estado abogan por la candidatura de sus amigos; deber por cuanto creyendo su política la más conducente al bien común del Estado, debe abogarla por cuantos medios estén a su alcance». 




			En cualquier caso, de esta manera aspiraba Mendizábal a gobernar sin sobresaltos reduciendo el poder de la minoría a la facultad de molestar y criticar su marcha política, nunca a obstaculizarla seriamente. Con lo que no podía contar Mendizábal era con que una oposición inicialmente tan débil se revelase tan tenaz y efectiva y lograse aumentar tanto que si no llegó nunca a imponer un voto de censura, sí logró deslegitimar parlamentariamente al Ministerio y facilitar el cambio de gobierno de agosto de 1837. 




			Para nosotros el mejor modo de analizar las Cortes constituyentes  de 1836-37 es la perspectiva de la mayoría y la minoría, y no la de los  partidos políticos: y así nos disponemos a hacerlo. Y ello por una razón fundamental: porque en aquel momento los partidos, tal como se ha visto en las páginas anteriores, todavía no se habían consolidado orgánicamente, no eran partidos en sentido moderno y sus contornos eran nebulosos y sujetos a toda clase de conjeturas; mientras que la existencia de una mayoría y una minoría puede constatarse empíricamente en cada votación: era, por tanto, un dato fiable, sin perjuicio de que se formasen por la participación de grupos parlamentarios fluctuantes que actuaban a la manera de partidos políticos rudimentarios. En su consecuencia aparecerá más adelante un largo capítulo en el que se analizará prolijamente no tanto el deterioro parlamentario del partido progresista como el desmoronamiento imparable de la mayoría mendizabalista. 




			De tener es en cuenta igualmente que si la adscripción a la mayoría suponía una comunión con sus principios, ello no obstaba a que ocasionalmente el diputado manifestara su desacuerdo con el Gobierno en algún punto concreto, puesto que quienes por independientes se tenían precisaban con cuidado esta diferencia de niveles. Así se pronunció explícitamente San Miguel en la sesión del 11 de agosto (1837): «Los actos o parte administrativa de un Gobierno pueden desaprobarse por personas que sin embargo están conformes con él en principios políticos. Si yo he desaprobado la conducta del Gobierno es con relación a faltas que en mi concepto ha cometido en la parte administrativa». Y en términos casi literales pocos minutos después Pita: «Una cosa es que los principios políticos sean uniformes y otra es que no lo sea el modo de ver las cuestiones políticas y de gobierno». 




			Tal es igualmente el alcance que con alguna benevolencia puede darse a las palabras de Mendizábal el 12.8.1837 al comentar unos ataques de Olózaga que, por otra parte, retratan muy bien a este tribuno: «Yo constantemente he creído que el sr. Olózaga estaba conforme, si no en el todo de la marcha del Ministerio, a lo menos a una parte muy principal, pues tenía presente lo que S.S. ha debido creer que cuando ha hecho la oposición no ha sido en lo principal; y yo creo todavía que no obstante que los labios de Olózaga pronuncien que no está conforme con la marcha del Gobierno, lo está. Lo cual no es extraño porque en varios casos encuentran en S.S. estas contradicciones entre su corazón y su cabeza (Y es que en último extremo) el sr. Olózaga, como dijo muy bien días pasados un célebre diputado, tiene la habilidad de decir que no quiere una cosa y promover aquella misma cosa». A lo que contestó inmediatamente el aludido repitiendo las mismas palabras que acabamos de oír a San Miguel y a Pita: «Yo participo de las mismas ideas políticas que ha manifestado el Gobierno de S.M.; pero no creo yo que esta conformidad de principios y este entusiasmo por ellos sea un obstáculo para que los diputados no puedan manifestar su desaprobación a la marcha administrativa de los señores ministros». 




			Importa tener presente por último que el sistema de mayorías y minorías no era sólo el resultado de un pragmatismo que obligaba a acudir a ellas para que las asambleas pudiesen funcionar, sino que el pensamiento liberal les concedió un rango filosófico angular en el sistema político, como puede verse en un texto de López (Exposición, 117): «La voluntad de una nación, la voluntad de un cuerpo deliberante, es un todo compuesto de voluntades individuales que forman aquella gran masa. Reconocido el derecho de emitir el sufragio en cada uno de los elementos que componen la suma total de opiniones, respetable y sagrada es cada voluntad individual y ninguno en justicia puede abrogarse el poder de sofocarla o comprimirla. Éste es el rigor del principio. Mas como la divergencia y pugna de contradictorias ideas no dejaría un rumbo seguro que seguir, se ha adoptado como medio necesario para la formación de las leyes el norte de las mayorías, partiendo de lo violento y repugnante que sería el que la voluntad de los más cediese a la voluntad de los menos. Desde luego se ve que éste es el medio de cortar una dificultad y no de establecer una sólida base: porque el más y el menos no alteran la índole de las cosas; porque la razón está en la conformidad de las ideas y no en el número de los que las sostengan; porque con frecuencia se encuentra el acierto en los pocos más bien que en los muchos. La regla, pues, de las mayorías no es, bien analizada, sino la fuerza de los bosques trasladada a las sociedades con formas pacíficas. Será un medio, será un expediente ideado para formar las leyes; pero no será nunca un principio». 




			En último extremo, y en un esfuerzo de comprensión benevolente, puede considerarse que el régimen de mayoría y minoría supuso la manifestación más moderna, más liberal, de las enemistades políticas, que al canalizarse en el curso parlamentario perdían buena parte de sus asperezas naturales. La superación –en otras palabras– del cerril sistema de «pandillas» que era el característico de la época y que por sí mismo esterilizaba cualquier ensayo de gobierno civilizado. Porque para Fernando Garrido (III, 212), «Las pandillas, esa gangrena de nuestra patria, que bastará ella sola para destruirla y aniquilarla, porque si alguna vez aquéllas son expresión de una idea, muchas más se hacen eco de su propio egoísmo y del de determinadas personalidades políticas; en una palabra, se convierte en un pandemónium de intereses bastardos y mezquinos, entorpeciendo todo y haciendo estériles los más felices pensamientos de gobierno y las leyes más sabias y prudentes (La pandilla) deshace la obra comenzada, arranca la planta que crecía frondosa sólo porque la semilla arrojada sobre la tierra no era suya». 
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3.  EL MINISTERIO CALATRAVA 




			



			 




			Istúriz: algo más que un paréntesis.– El motín de La Granja.– El enigma  de La Granja.– Desafíos y primeros pasos del Ministerio Calatrava.- Mendizábal se incorpora al Ministerio.– Crónica legislativa. 




			



			 




			Una vez que en el epígrafe primero se ha presentado a Mendizábal, el gran protagonista de la escena, y en el segundo se ha intentado aclarar la confusa maraña de los partidos y grupos intervinientes, ya estamos en condiciones de iniciar el relato histórico empezando por una síntesis de los dos Ministerios que ocuparon el Poder durante las Cortes constituyentes antes de ir examinando luego a lo largo del libro sus actividades materiales individualizadas. 




			El primero fue el de Calatrava, nacido a raíz del motín de La Granja, que suele ser llamado Calatrava-Mendizábal por el peso del ministro de Hacienda que se incorporó a él a las pocas semanas. Bajo su égida se convocaron las nuevas Cortes que, como era de prever, resultaron monocolores y que, aunque la mayoría ministerial fuera deteriorándose inexorablemente, colaboraron fielmente con el Gobierno llevando adelante la política que había iniciado el propio Mendizábal en su Gobierno anterior (desde septiembre de 1835 a mayo de 1836). Cuando los fracasos de la guerra civil y las dificultades de Hacienda ya habían desprestigiado gravemente al Ministerio, cayó éste en circunstancias oscuras, empujado por un grupo de oficiales acantonadas en Pozuelo de Aravaca. 




			A este Ministerio sucedió el de Bardají (también llamado Bardají-Pita por la fuerte personalidad de este último), al que la Historia nunca ha dedicado la debida atención por considerarlo anodino y de mera transición. Mas no fue solamente un puente que no conducía a ninguna parte y merece, por tanto, un lugar en el recuerdo habida cuenta de que durante su tiempo las Cortes –que mantuvieron una ambigua relación con él– remataron casi toda la enorme obra legislativa que no hubo tiempo de cerrar antes del motín de Pozuelo. En la versión tradicional suele entenderse que con este Ministerio se agotó la «primera etapa progresista» de la Regencia de María Cristina que, después de los ambiguos Ministerios de Ofalia, Frías y Pérez de Castro, no reaparecería hasta la Regencia de Espartero, aunque con una impronta distinta: la sujeción a la tutela del Poder Militar, o sea, el progresismo militar.  




			La dilatada (para la época) duración de estos Gobiernos progresistas (Mendizábal, Calatrava, Bardají) desde septiembre de 1835 a diciembre de 1837, fue brusca aunque fugazmente interrumpida por el de Istúriz, de significado confuso y que merece un comentario, aunque sea breve, por la repercusión que tuvo en la historia política y en las prácticas constitucionales de los años posteriores. 




			



			 




			Istúriz: algo más que un paréntesis 




			



			 




			La primera lección que nos proporciona este Ministerio es la de una práctica constitucional que con él se inició y que se repetiría una y otra vez a lo largo de la Regencia y de toda la época isabelina: un cambio de Gobierno al margen de la voluntad de las Cortes y una posterior disolución de éstas para evitar su oposición al nuevo Gabinete. Todo ello por decisión de Palacio como prerrogativa de la Corona. Esta práctica no era desde luego inconstitucional puesto que cabía dentro de todos los textos. Inicialmente se consideró como una licencia permitida por el Estatuto Real, aunque más adelante pudo comprobarse que podía ejercerse a la sombra de la constitución de Cádiz y de la de 1837. Pero práctica perversa indudablemente sobre todo cuando se concebía como algo normal y no excepcional, según fue el caso español. 




			En otro orden de consideraciones aquí vemos confirmada la tesis de la posibilidad de la existencia de un Gobierno que no era expresión de un partido sino cortado a la medida de una personalidad política. Istúriz era ciertamente progresista, y aún más radical y con antecedentes más probados que los de Mendizábal, pero no tenía detrás a un partido sino a un grupo de fidelidad exclusivamente personal. Era un jefe de grupo, un barón político prestigioso que se declaró incompatible con Mendizábal para navegar en un mismo barco, que los dos querían capitanear. Para marcar claramente esta separación disponía Istúriz de varias posibilidades: o bien escorarse aún más a la izquierda, que era su lugar natural, o bien escorarse a la derecha pasándose más o menos vergonzantemente al moderantismo. Al final escogió este segundo camino quizás porque la izquierda estaba ya ocupada por López y Caballero, hombres de una generación posterior, mientras que la derecha estaba transitoriamente descabezada por la ausencia de los desgastados Martínez de la Rosa y Toreno, sus jefes tradicionales. El corrimiento de Istúriz a la derecha vino a significar una refundación de las antiguas tendencias moderadas respaldadas ahora por la sólida teorización ideológica de Alcalá Galiano, su brillantísimo peón de brega. Todo esto, por lo demás, no se manifestó a lo largo de su Ministerio, que fue demasiado breve, pero el caso es que nació bajo esta sospecha de transfuguismo, que más adelante se confirmaría sin reservas. 




			Hay varios modos de escribir la historia del liberalismo civil. La más corriente es la lineal: el liberalismo empezó en Cádiz poco menos que de la nada, con el regreso de Fernando VII sufrió un primer paréntesis que se cerró con el levantamiento militar de 1820, aunque con la intervención francesa volvió a abrirse un segundo paréntesis absolutista, esta vez más largo, que terminó con la muerte del Rey. En 1833 se inició un nuevo período también lineal aunque con una dirección distinta, puesto que a partir de este momento el peligro absolutista se alejó definitivamente por medio de una guerra civil y la dialéctica no corrió ahora entre liberales y absolutistas sino entre progresistas y moderados. En cualquier caso –y de acuerdo con la filosofía de la historia propia de la época– el liberalismo encarnó «el espíritu del siglo» al que nada podía detener. Podría experimentar altibajos pero era irrefrenable hasta alcanzar su destino universal, que era el europeo, y hasta cósmico puesto que no estaba en manos de los hombres, que actuaban como meros instrumentos de una decisión trascendente. Tal era la historia política de Hegel, de Donoso Cortés y de Marx y también la de Darwin. 




			Visto con estos criterios el liberalismo moderno –claramente distanciado del gaditano– empezó en España con la Regencia de María Cristina y, superados los titubeos propios de Cea, se colocó en el carril de la alternancia de moderados y progresistas, cuyas reglas de juego eran muy sencillas puesto que reflejaban un constitucionalismo de mecánica rígida de tal manera que gobernaba el partido que gozaba simultáneamente de la doble confianza de los dos Poderes que compartían la soberanía: el Rey y la Nación (que se expresaba en las Cortes). Respetándose estas reglas la paz estaba asegurada sin otra condición que la de que Rey y Cortes se aviniesen a otorgar su confianza a la misma persona. 




			Así empezó la partida. Movió ficha la Regente a favor del moderado Martínez de la Rosa y la nación asintió eligiendo unas Cortes moderadas. Pero aquí tuvo lugar la primera perturbación del juego cuando apareció un protagonista no invitado: un pueblo que no se expresaba en las Cortes (como hacía la nación) sino en juntas revolucionarias provinciales que exigían un cambio de Gobierno al margen de las reglas establecidas. María Cristina cedió y, sin que mediasen elecciones, dio un cambio de timón y nombró a Mendizábal. Y las Cortes, por su parte, también cedieron y lo  aceptaron permitiendo un gobierno pacífico, aunque vigilado por ese  pueblo que conservaba en la mano el arma de las juntas revolucionarias, desde septiembre de 1835 a febrero de 1836. Nótese, pues, que los dos Poderes soberanos habían cedido a la presión exterior y aceptado –y con ello legitimado– el golpe de Estado extraparlamentario. 




			Los problemas vinieron cuando al empezar el año 1836 –y curiosamente poco después de que las Cortes hubiesen dado al presidente del Consejo de ministros un voto extraordinario de confianza– se distanciaron de él en un punto del debate de la ley electoral que Mendizábal consideró como una ruptura formal. Desaparecida de esta forma la doble confianza podía la Regente restablecerla a través de uno de estos medios: o cesar a Mendizábal o, poniéndose de parte de éste, disolver las Cortes. Escogió entonces la segunda opción y las nuevas Cortes, inequívocamente mendizabalistas, establecieron las condiciones constitucionales de gobierno. 




			Poco tiempo después, no obstante, volvieron a cambiar las cosas. Porque en mayo de 1836 la Reina Gobernadora retiró su confianza a Mendizábal y entregó la presidencia a Istúriz, un liberal avanzado de pasado impecable. Con lo cual se levantaba de nuevo el conocido dilema de la doble confianza. Porque si ahora aceptaba el Congreso la nueva situación, nada había pasado; pero como de hecho no aceptaron a Istúriz (a diferencia de lo que había pasado antes inicialmente con la llegada de Mendizábal), se rompió la doble confianza. Y como María Cristina no estaba dispuesta esta vez a ceder, disolvió las Cortes y convocó nuevas elecciones con la esperanza de que las nuevas fueran isturistas, dado que la nación suele ser electoralmente favorable al presidente de turno. 




			Así sucedió en efecto, pero el «pueblo», que no había relajado su vigilancia, volvió a actuar e inmediatamente salieron las masas a la calle, los sargentos accedieron a Palacio, cedió la Reina Gobernadora, cesó Istúriz, volvió Mendizábal como hombre fuerte del Gabinete Calatrava, las nuevas Cortes salieron rabiosamente progresistas y con ello se restableció la doble confianza. En definitiva, por tanto, el Ministerio de Istúriz no había sido más que un paréntesis en la marcha del progresismo, recuperado en La Granja y convalidado en las nuevas elecciones. Ésta era, al menos, la apariencia, pero la lectura que se sostiene en este libro es que aquí hubo algo más puesto que medió un golpe de Estado gestionado por fuerzas extraparlamentarias, que demostró que ya no valían las reglas del juego constitucional y que estos golpes generaban un nuevo proceso político: los perdedores aspiraban a la revancha utilizando, si era preciso, los mismos medios. Con lo cual se funcionaba de acuerdo con dos métodos incompatibles: el regular constitucional de la doble confianza y el irregular del golpe de Estado. Dos procesos que se superponían cuando a posteriori unas elecciones consolidaban el golpe de Estado previo. El Ministerio de Istúriz, en suma, nació como consecuencia de una decisión –formalmente constitucional pero políticamente inoportuna– de la Reina Gobernadora y murió aplastado por la presión inequívocamente inconstitucional aunque políticamente explicable de unas juntas provinciales populares y de unos sargentos insubordinados. Toda una lección de historia constitucional y una referencia constante para entender la historia de todo el período isabelino. 




			Para terminar estas breves consideraciones sobre el fugaz Ministerio de Istúriz conviene precisar unos datos sobre la caída de Mendizábal, que fue provocada de manera inmediata por la exacerbación de un radicalismo que le impuso el ala avanzada del progresismo como precio a un apoyo parlamentario que cada vez le era más necesario vista la dura oposición que se le dirigía desde el Estamento de Próceres. Para sobrevivir necesitaba en efecto aliarse con López y Caballero; pero fue cabalmente esta alianza, al tensar demasiado la cuerda política, lo que acabó arruinándole cuando María Cristina decidió resistirse a sus presiones y optar por la alternativa de Istúriz que, pese a sus antecedentes, parecía ahora más conservador. La fracción avanzada exigía una remoción de cargos militares para entregárselos a personas de su confianza. Mas no sólo eso puesto que pedía también una ampliación del número de próceres con objeto de debilitar la oposición que desde allí se hacía a la política progresista y también que se enviase al frente del Norte a toda la guarnición de Madrid para encomendar el orden público de la capital exclusivamente a la Milicia nacional. Maniobra que comentó el ultraconservador Rico y Amat (III, 23) en los siguientes términos: «Mendizábal, a quien se prometió autorizar para contratar un empréstito, si accedía a estas condiciones, no tuvo reparo en admitirlas, bien que estipulando previamente que en el caso de tener que abandonar el Ministerio por resultas de la lucha que tenía que emprender para llevar a cabo las intenciones de sus apoyadores, éstos le auxiliarían para que volviese a él». 




			



			 




			El motín de La Granja 




			



			 




			La vida del Ministerio Calatrava no fue regular desde el punto de vista constitucional puesto que nació a la sombra de un motín de sargentos de la Guardia Real en La Granja y murió empujado por un motín de oficiales acantonados en Pozuelo de Aravaca. Estos datos cuarteleros son clave para entender no sólo este Gobierno sino toda la historia política de España durante aquella época puesto que el único quiebro pacífico, sin cañonazos efectivos o ruidos de sables, fue la muerte natural de Fernando VII. 




			Aquí no queremos extendernos mucho sobre los acontecimientos de La Granja puesto que poco tenemos que añadir a lo ya escrito desde los tiempos de Pirala y el Diario de Sesiones apenas si nos ofrece un par de testimonios marginales. La verdad es que todavía no sabemos exactamente lo que pasó allí entonces y lo más importante no es lo que se nos ha contado sino lo que se ha silenciado, porque lo que de veras nos falta es la conexión entre este motín militar y la oleada de levantamientos populares y constitución de juntas provinciales. Y es que el golpe de La Granja no fue una operación aislada y autónoma, sino la coronación de un movimiento insurreccional generalizado, del que supuso el último acto. Sin esta energía anterior es muy probable que los sargentos no se hubiesen levantado y que, de hacerlo, no hubieran tenido ni intención ni fuerza para derribar el Ministerio y provocar el nombramiento de otro. 




			La historia nos ha dejado dos versiones contrapuestas igualmente sospechosas. Por un lado está la versión denigrante de una algarada de soldados ebrios y sargentos corrompidos tal como la han relatado los primeros historiadores liberales. Y en el extremo opuesto tenemos la versión épica de unos revolucionarios amantes de la libertad y de la constitución de 1812. En cualquier caso nadie nos cuenta las fuentes que ha manejado y de ordinario los unos se limitan a copiar a los otros. Testimonios de primera mano sólo tenemos las memorias de uno de sus protagonistas, Alejandro Gómez (Los sucesos de La Granja en 1836. Apuntes para la Historia, 1864) y un breve artículo de su compañero Higinio García publicado en El Eco del Comercio en noviembre de 1836; y casi de primera mano, la correspondencia del embajador inglés en Madrid, el siempre bien informado pero harto chismoso y a veces truculento Villiers. Existe también una «versión cortesana» original tomada de una Memoria redactada por Juan Felipe Martínez, testigo de vista, conservada en el Archivo General de Palacio y publicada recientemente por Pro (pp. 256-265). 




			El librito de Gómez apoya, como no podía ser de otra manera, la versión favorable; pero ofrece algunos puntos débiles graves que nos obligan a manejarle con precaución. Por lo pronto, la fecha: ¿por qué guardó el autor sus recuerdos durante treinta años y los hizo públicos cuando casi todos los demás protagonistas habían desaparecido y, por tanto, podía contar lo que quisiera dado que ya nadie podía desmentirle? Y naturalmente se pinta a sí mismo más que como un protagonista, como un héroe. Además, es dudoso que la obra se deba a su pluma, teniendo en cuenta su formación literaria y, sobre todo, porque los parlamentos que pone en su boca y en la de los demás sargentos reproducen, a veces literalmente, lo que venían diciendo algunos historiadores y políticos anteriores. Todo eso hubiera tenido un valor muy diferente en 1836. 




			Pero lo fundamental es que esta publicación de 1864 es la segunda versión ofrecida por el mismo Gómez, quien ya había relatado su historia en términos muy distintos unos años antes a varios testigos entre los que se encontraban Cánovas del Castillo, Emilio Bravo y Antonio María Fabié. Y es el caso que el hijo de éste, a la vista de las notas tomadas por su padre, publicó los primeros recuerdos de Gómez en los números del 5 y 10 de agosto de 1924 en el Diario de Barcelona con el título de El motín de La  Granja o una revolución por 36 onzas de oro-. Ahora bien, ¿hasta qué punto podemos fiarnos de Fabié y de la veracidad del primer Gómez? En cuanto a los otros sargentos que dialogaron con la Reina Gobernadora, Juan Lucas, desmintiendo sus ardientes ideales constitucionales, se pasó a la facción y, habiendo tenido la desgracia de caer prisionero de los cristinos y de ser reconocido, fue fusilado al instante. Higinio García, que no pertenecía siquiera a la guarnición pero que era un excelente escribiente del conde de San Román, murió en la indigencia años después en Cuéllar. Pirala, por su parte, afirma que quien conocía de veras toda la historia y estaba en condiciones de contarla con revelaciones sorprendentes era Fernando Muñoz (a quien por cierto los cronistas silencian prudentemente), el marido de María Cristina, que estaba en Palacio acompañando a la Regente la noche de los sucesos. Pero Fernando Muñoz murió sin haber hablado y Pirala, siguiendo su peculiar estilo, ninguna precisión añade aunque no se priva de hacer algunas insinuaciones venenosas (III, 408): «Tiene su historia aquella revolución y consignada en pocas páginas, en un pliego de papel donde constan 38 nombres de personas que eran entonces ardientes progresistas y han sido después sus mayores enemigos; de personajes que al hallarse en el lugar de los sargentos hubieran sido, quizás, menos reverentes para con la augusta Señora y después se han portado servilmente con ella y ocupados algunos en su inmediato servicio». Con hilos tan débiles resulta imposible tejer una tela consistente, aunque con ayuda del sentido común se pueden levantar algunas conjeturas plausibles. 




			La posibilidad de un motín de sargentos es perfectamente verosímil en la historia de España y de ello tenemos sobrados ejemplos, si bien ninguno de las características del que estamos examinando, pues no podía ser lo mismo lo que sucedía en el cuartel del Hospicio que en Palacio cuando los que estaban a cargo de la custodia de la familia real tenían la posibilidad de penetrar por la fuerza en sus aposentos privados. ¿Cuáles son entonces las peculiaridades del presente caso? 




			Por lo pronto, la actitud de los oficiales. Los oficiales del segundo regimiento de la Guardia Real no participaron ciertamente en el motín, mas tampoco se opusieron adecuadamente a él y, si se hubiesen opuesto con energía, es probable que no hubiera prosperado. Unos se habían ido al teatro (lo que pudo no ser casualidad sino quizás una coartada para quitarse del medio y no quedar implicados, al menos por lo sucedido en las primeras horas, que fueron las decisivas) y los que se quedaron forzosamente de guardia poco hicieron. El hecho, muy significativo, de que el nuevo ministro de la Guerra no realizara investigación alguna sobre el particular habla por sí mismo. El motín fue, pues, obra de algunos sargentos, pero con la tolerancia, o al menos con la pasividad, de los oficiales. Sin olvidar que los sargentos que entraron en Palacio a dialogar con la Reina Gobernadora tampoco fueron demasiado representativos, puesto que uno era escribiente del conde de San Román y otro músico; y el soldado que les acompañó en la primera entrevista sigue siendo anónimo, aunque se haya relatado con pelos y señales su diálogo (sin saber, bien es verdad, quien lo contó –o se lo inventó– por primera vez). 




			Mientras tanto, ¿qué hicieron los oficiales del primer regimiento? Consta que 150 soldados de caballería bloquearon el paso de los amotinados (comportamiento que coincide con la mentalidad disciplinada de la caballería, como sabemos por Seoane según se cuenta en otro lugar de este libro) pero se retiraron sin dar más explicaciones y esto tuvieron que hacerlo a las órdenes de un oficial. En la noche del 12 al 13 estuvieron formados frente a frente en los jardines de Palacio de un lado 130 caballos de granaderos, guardias de corps y oficiales, y de otro unos 700 insurrectos del 4.º regimiento de la Guardia Real y del 1.º de granaderos provinciales de infantería, sin oficiales ni jefes. ¿Cómo explicar que aquéllos cedieran ante éstos? ¿Dónde estuvieron aquellas horas los jefes y oficiales de la guarnición? ¿Tan escasa era su autoridad? ¿Cómo se encargó la protección de la Reina a unas tropas tan poco fiables? 




			Más importante aún: admitiendo que los sargentos estuvieran en condiciones de amotinarse, parece evidente que no estaban en las de imponer a la Reina Gobernadora, al ministro presente y a su cortejo las exigencias políticas que de allí resultaron. Los diálogos que al parecer se celebraron tienen un nivel más bien zarzuelero (dejando a un lado la dignísima intervención de Gómez, de autenticidad dudosa). Una cosa es apoderarse de un cuartel y otra secuestrar la voluntad real. ¿Es creíble que aquellos sargentos conocieran las cualidades de Calatrava, un civil perfectamente desconocido fuera de los círculos políticos? Es fácil imponer el cese de un Ministerio, pero sugerir los nombres del sucesor exige estar familiarizado con la situación política general. Además, nadie nos ha contado nunca quién sugirió el nombre de Calatrava, que parece seguro no procedió de los sargentos. Y si no fueron ellos, ¿quién se lo propuso –o impuso– a la Reina Gobernadora? Posiblemente Barrio Ayuso, que era el único ministro que estaba aquel día acompañándola y que al parecer actuó como caballo de Troya de los conspiradores. 




			Por otro lado se ha minimizado el papel de la tropa, que fue esencial. Valga que las negociaciones con la Reina Gobernadora las llevaran los sargentos personalmente, pero no hubieran podido hacerlo sin el apoyo de los soldados. Recuérdese cómo sucedieron las cosas: las delegaciones compuestas por sargentos daban cuenta puntual de lo que habían conseguido y la tropa, que les esperaba en el patio, reprobaba o aprobaba a gritos sus resultados. ¿Quiénes negociaban entonces: los sargentos por sí mismos o unos comisionados de la tropa? 




			La tabla de «súplicas» presentada a María Cristina el 14 de agosto fue firmada por «la guarnición» y encabezada por «los batallones existentes en este sitio». Villiers, en su carta del 31 a su hermano Eduardo (apud Villaurrutia, 274-275) insiste una y otra vez en el protagonismo de la tropa y de los soldados: «El ver a la reina gardée a vu, insultada de todas las maneras, sometida en sus más importantes funciones de gobierno a un millar de soldados, movidos primero por el dinero y el vino, asustados luego de sus actos, empujados a todo por el sentimiento de lo efímero de su poder y por el instinto de la propia conservación, era el espectáculo más repugnante que he presenciado (...) Los soldados eran capaces de todo. Los sargentos que promovieron el motín perdieron su prestigio con los soldados a las 24 horas y, por consiguiente, no asumiendo ninguno su responsabilidad, el grupo de soldados más numeroso era el que decidía y la decisión solía ser contraria a la adoptada media hora antes. Nadie podía persuadirles de que no se les engañaba y estaban dispuestos a cometer cualquier arbitrariedad, hija de su miedo, de la ferocidad o de la irresolución». 




			Las anteriores observaciones nos llevan a una conclusión inexorable: detrás del motín había habido una conspiración preparatoria. Alguien (con dinero o sin él) se había encargado de organizar el alzamiento, de neutralizar a los oficiales y de dictar a los sargentos lo que tenían que decir y lo que tenían que exigir. Y ese alguien no podía ser lógicamente un militar, puesto que los objetivos eran rigurosamente políticos: la proclamación de una constitución (que era ciertamente una aspiración muy generalizada y fácilmente comprensible para cualquiera) y la formación de nuevo Ministerio, que ya no estaban al alcance de unos sargentos y ni siquiera de unos oficiales. 




			Si está fuera de dudas que hubo una «mano» detrás de aquello, ¿qué mano fue? Aquí nadie puede hacer afirmaciones terminantes. La «voz pública» acusaba a Mendizábal y, cabalmente para librarse de esta imputación difusa pero inequívoca, el expresidente y luego ministro hizo todos los esfuerzos posibles para desmarcarse del motín, negándose inicialmente a aceptar un puesto en el Consejo de ministros y luego arrollando ostentosamente a Gómez. Nos tenemos que limitar, por tanto, a una simple sospecha, puesto que si lo único seguro era el beneficiario (qui prodest),  los beneficiarios fueron los progresistas y así Mendizábal pudo ser repescado para el Poder. 




			Villaurrutia (258 ss.) parece, en cambio, conocerlo todo a la perfección y suscribe sin pestañear la tesis de la conspiración: «Desde la caída de Mendizábal y su reemplazo por Istúriz se había comenzado a conspirar activamente en el ejército con el objeto de tomar el desquite de la disolución del Estamento y de otros actos de Gobierno que se suponían inspirados por la camarilla de la Reina Gobernadora, siendo el propio Mendizábal el alma de aquella conspiración, que se urdía en las logias masónicas (...) El periódico de D. Fermín Caballero, El Eco del Comercio, publicaba noticias que eran indicaciones para los iniciados en la conjura y la Gobernadora recibía constantemente amenazadores anónimos que la hicieron encerrarse en Palacio más de doce días a fines de junio por temor de que se realizara el audaz proyecto de separarla a viva fuerza de sus hijas». 




			Añadiendo a continuación detalles propios de una novela romántica o de Pío Baroja: «Un tal D. Manuel Barrios, gaditano, empleado de Hacienda, amigo, secretario y confidente de Mendizábal, hombre audaz, zalamero y entrometido como pocos, que conocía íntimamente a la mayor parte de los jaraneros de Madrid, emprendió la conquista de los sargentos del segundo regimiento de la Guardia, valiéndose de Alejandro Gómez, a quien había conocido en un baile, acordando luego reunirse en un establecimiento de la plaza de Antón Martín, a donde acudieron varias veces Barrios y D. Ángel Iznardi, redactor principal de El Eco del Comercio, el cual aseguró a los sargentos que detrás del movimiento estaba, para consolidarlo, el general Espartero y que, una vez dado este paso, España entera secundaría la revolución. A la tercera o cuarta entrevista, los sargentos Higinio García, Alejandro Gómez Domínguez, Juan Lucas García y Rafael Esteban exigieron, para formalizar el compromiso, dos condiciones: la primera, que se les asegurase de modo cierto la pasividad de los jefes y oficiales de la Guardia Real y la adhesión de fuerzas considerables del ejército del norte; y la segunda, que uno de los jefes más autorizados del partido progresista se pusiera directamente al habla con ellos, con objeto de responder de la seriedad de los comisionados. Barrios e Iznardi aceptaron sin vacilar y a los dos o tres días que los sargentos mantuvieron una conversación con D. José María Calatrava, al que acompañaba D. Joaquín María López, quedando perfectamente satisfechos». ¿Qué habrá de cierto en todo esto, que procedía de Gómez en la versión de Fabié? Sin que pueda pasarse por alto un dato singular: Espartero aparece en esta versión salpicado en el golpe revolucionario de La Granja como luego lo estaría en el contragolpe de Pozuelo. 




			En la versión canonizada de los hechos, quienes primero se entrevistaron con la Reina Gobernadora (a la que acompañaban Barrio Ayuso, Alagón, San Román, Cerralbo, Arteaga, Izaga, Porras, la marquesa de Santa Cruz, «otras señoras» y «los comandantes de toda la guarnición») fueron los sargentos Gómez y Lucas y un soldado. En verdad que María Cristina siempre estuvo moral y psicológicamente asistida, aunque desde luego con poca eficacia. Se tiene la sensación de que los cortesanos estaban asustados no por la presencia de los sargentos, que siempre guardaron la compostura y el respeto, sino por las vociferaciones de la soldadesca y la impotencia o desamparo de los jefes y oficiales y, quizás, por el recuerdo de la prisión de Luis XVI. Puede sospecharse incluso de cobardía física, pero hay seguridad de una ausencia total de ánimo de resistencia.  




			Después de un diálogo un tanto grotesco, María Cristina se remitió a la decisión de las Cortes (a las de Istúriz por supuesto, no a las constituyentes posteriores, de las que todavía no se había hablado) y los comisionados cedieron satisfechos y se retiraron. Pero cuando salieron al patio a informar, la tropa no lo aceptó y enviaron otra comisión encabezada ahora por Higinio García, que forzó a María Cristina a las cinco de la mañana, o sea, en la madrugada del 13 a firmar un papel, que manuscribió Izaga (por supuesto sin refrendo alguno aunque allí estaba el ministro Barrio Ayuso) y que quedó en manos de Ramírez, comandante del 4.º Regimiento. 




			Una hora antes (a las 4) Barrio Ayuso había enviado con un propio a Madrid un escueto mensaje pidiendo auxilio, que llegó a la capital a las 8 y se sometió a deliberación del Consejo de Ministros con la presencia de Quesada, el capitán general. Al final se acordó renunciar a la violencia y se envió a La Granja a Méndez Núñez, ministro de la Guerra, con el encargo de negociar con los amotinados mediante el correspondiente soborno, que por cierto no aceptaron. 




			Los sargentos presentaron luego a la Reina Gobernadora un documento con sus exigencias, que ésta accedió a firmar siguiendo los consejos de los embajadores de Francia y Gran Bretaña, y es entonces cuando suscribió también el primer decreto de nombramientos ministeriales. Esta «exposición» sin firma, extendida en medio pliego de papel doblado, contenía la siguiente «súplica»: 




			



			 




			1.º Deposición de su destino de los srs. conde de San Román y marqués de Moncayo. 2.º Real decreto para que se devuelvan las armas a los nacionales de Madrid, al menos a las dos terceras partes de los desarmados. 3.º Decreto circular a las provincias y ejércitos para que las autoridades principales de unas y otros juren e instalen la constitución del año 12. 4.º Nombramiento de nuevo Ministerio a excepción de los srs. Méndez Vigo y Barrio Ayuso. 5.º S.M. dispondrá que en toda esta tarde hasta las doce de la noche se expidan los decretos y órdenes que arriba se solicitan. 




			



			 




			De esta lista lo que más llama la atención es la ausencia de los rasgos  esenciales que luego caracterizarían el golpe de Estado, a saber: la convocatoria de nuevas Cortes, la aprobación de una constitución distinta  de la de 1812 y, en fin y sobre todo, el nombramiento de un nuevo Gabinete. Lo cual significa que, en último extremo, el golpe de los sargentos  puso en marcha el cambio revolucionario pero en modo alguno lo dirigió: sencillamente se les escapó de las manos. Salvo en la versión de Villaurrutia, nadie hasta ahora se ha atrevido a establecer una conexión directa entre los sargentos y el nombre de Calatrava. 




			Con estos datos, lo único cierto es que Calatrava y los progresistas fueron los directamente beneficiados por el motín, que se convirtió en un fulminante golpe de Estado. En su consecuencia parece razonable conjeturar que los sargentos eran instrumentos y meras piezas de una operación de más altos vuelos, puesto que de ellos no salió sugerencia –ni menos imposición– alguna sobre las personas que debían ocupar el nuevo Ministerio con la reserva –que no se respetó– de que continuasen Méndez Vigo y Barrio Ayuso. Y es posible, además, que si algún día se llegan a investigar las relaciones entre La Granja y las provincias sublevadas, pueda encontrarse la clave del alzamiento. 




			Uno de los testimonios no oculares más interesantes de todo aquello, y que confirma cuanto viene diciéndose, se lo debemos al general Seoane: un hombre de cabeza bastante simple aunque, quizás por ello, absolutamente sincero, quien en la sesión del 18 de agosto de 1837 hizo el siguiente relato: «Yo he examinado a los sargentos uno por uno y he visto que ha sido una cosa de las que suceden en España que nadie puede comprender: el hombre más caracterizado que ha tenido conocimiento de aquel suceso ha sido un sargento graduado de alférez». Mas no por ello absolvió a los oficiales, antes al contrario, los acusó con argumentos de mucho peso: «Se cambió el Ministerio y fui llamado para decirme si podía ponerme a la cabeza de la capitanía general a fin de contener la indisciplina, la efervescencia pública y el encono de las pasiones». Así lo hizo en efecto, reprimiendo duramente los desórdenes de los soldados. Ahora bien, «sin que sus oficiales hubieran tenido la más mínima parte en el suceso de La Granja, eran los sostenedores de estos desórdenes por la simple razón de no salir de Madrid y no ir a campaña a pasar peligros y a sufrir privaciones. Ésta es el alma del negocio (...) Ni con una sola voz ni con un solo gesto ayudaron a su comandante a contener la sedición». Volviendo a lo sucedido en La Granja, continuó: «Este suceso tuvo origen de haberse quitado a la Guardia el servicio de Palacio en razón de que las necesidades de la Patria la llevaban a otras partes. Hablemos claro porque, ¿qué espada de oficial se desenvainó allí, qué uniforme se tiñó de sangre para defender a una señora?» Y, en fin, aludiendo a la pasividad de los altos mandos refirió cómo se había ofrecido personalmente para ir a La Granja con un batallón para proteger la persona de la Reina y cómo no se aceptó su propuesta. 




			La prensa extranjera, sobre todo la francesa, no vio con buenos ojos el motín, que entendió como un signo de la anarquía en que se estaba hundiendo España. Una actitud que lastimó profundamente a los patriotas de este lado de los Pirineos y provocó respuestas vehementes no sólo en los periódicos sino en el Congreso. El Diario de Sesiones de 14.3.1837 recogió a este propósito una pintoresca intervención de Vila, quien aludió a «esas viles calumnias que en una tribuna extranjera hace pocos días se han vertido contra la revolución, contra los sucesos de La Granja, contra estos hechos que sólo fueron el eco de lo que en el resto de España había ya pasado (...) El que inventó esa postura no conoce el carácter y sobriedad de los españoles. Jamás la embriaguez ha dado fin a movimientos políticos como en otras naciones». Y Caballero tres días más tarde (el 17): «Quiero desvanecer las atroces calumnias que tanto extranjeros como naturales han esparcido contra el glorioso pronunciamiento (de La Granja) sin embargo de que ya está vindicado nuestro honor por el célebre Odilon Barrot y en este Congreso por otros de mis dignos compañeros. Es necesario que se repita una y mil veces que cuando se dio el decreto de 13 de agosto en La Granja la constitución de 1812 estaba ya proclamada en todos los ángulos de la península (...) Es decir, que S.M. la Reina Gobernadora el 13 de agosto no hizo más que reconocer lo que hasta aquel momento no se había dejado penetrar por los consejeros pérfidos que rodeaban el Trono. 22 días bastaron para expresar la común opinión de los pueblos cuando en 1820 tardó el pronunciamiento 66 días». 




			



			 




			El enigma de La Granja 




			



			 




			Los sucesos de La Granja y Madrid de los días 12, 13 y 14 de agosto (1836) son, como acabamos de ver, bien conocidos hasta en sus detalles, en las dos versiones que circulan. Pero las notorias contradicciones de éstas –si los amotinados estaban sobrios o borrachos, si corrieron o no onzas de oro- apenas tienen relevancia histórica porque no afectan a lo fundamental, a saber: cómo se gestó el motín, qué pretendían los amotinados y cómo se pasó de una asonada de suboficiales a un cambio de Ministerio con unos nombramientos determinados y a la aprobación de una constitución nueva que nadie había solicitado. 




			En cuanto a lo primero, es difícil aceptar la explicación espontaneísta, porque realmente la conducta de los sargentos fue demasiado precisa para ser obra de una inspiración propia, aunque tampoco puede pasarse por alto la enorme efervescencia que por aquellos días atravesaba España desde la Corte a las trincheras pasando por las ciudades y pequeños pueblos apartados y que tenía que ser forzosamente conocida por un regimiento ocioso estacionado cerca de Madrid. Es probable, por tanto, que la tropa estuviese contagiada y que los soldados pensaron que lo que estaban reclamando las juntas provinciales también podían hacerlo ellos directamente sin más trabajo que forzar el portón de las verjas de Palacio.  




			Podemos dar por seguro que los amotinados pedían la recuperación de la constitución de 1812 y eso les alinea en un frente político homogéneo que corría a lo largo de todas las juntas provinciales tal como se explicitaba en sus manifiestos y exposiciones. Y de aquí podemos pasar sin dificultades a la exigencia del cese del Ministerio de Istúriz, que reiteradamente también habían reclamado antes las juntas provinciales. 




			Dos exigencias que son ambiguas y decididamente incongruentes. Porque, para empezar, el alzamiento que se produjo unánimemente al grito de la constitución de 1812, luego rectificó bruscamente y transformó su objetivo en la aprobación de otra constitución. Los fieles a la de Cádiz se convirtieron de pronto en heterodoxos, políticamente sospechosos; y eso no como consecuencia de una evolución sino desde el primer día ya que esto es lo que firmó la Reina Gobernadora en La Granja. ¿Qué pensarían los sargentos que hablaron con ella y los soldados que habían pasado la noche vitoreando por las calles el texto de 1812? 




			En cuanto al cese de Istúriz, ¿qué tenía que ver con la vuelta de la constitución? Istúriz no era doceañista, desde luego, pero tampoco lo era ya Calatrava y aquél tenía preparado un proyecto de constitución que poco desmerece de la que posteriormente fuera la de 1837. Si lo que se quería de veras era abolir el Estatuto Real y sustituirlo por una constitución nueva, y no por la de 1812, no hacía falta amotinarse. El objetivo de los alzamientos provinciales, populares y cuarteleros era manifiestamente derribar al Ministerio Istúriz que se estaba consolidando en las urnas. Pero frente a la voluntad electoral y la confianza de Palacio estaba el poder callejero y el de los sables. Lo que de veras importaba no eran los procesos constitucionales, y menos los del Estatuto Real, sino la voluntad nacional cuyo oráculo –tan respetable y fabuloso como lo son todos– había declarado que Istúriz era el enemigo de la libertad. 




			Pues bien, si corremos la vista hacia atrás para examinar los alzamientos junteros provinciales de julio (1836), nos encontramos de inmediato con la mano de Mendizábal, que conspiraba así para recuperar lo que había perdido por voluntad de la Reina Gobernadora en mayo. Al menos ésta es la versión que por aquellos días dio El Español y que han recogido algunos historiadores: entre ellos y fundamentalmente Janke, que la admite sin vacilar. Para Peña y Aguayo, desde aquel periódico, la conexión de los movimientos junteros era incuestionable y prueba por sí misma «la existencia de agentes de la anarquía y el desorden» y de que «hay un centro de acción desde donde parten las instrucciones a todos los extremos y que en este centro se ha acordado impedir a todo trance la reunión de las Cortes revisoras. A este fin hemos visto que en todos los puntos en donde el resultado de las elecciones ha sido a favor de los hombres de la legalidad y del orden y del progreso nacional y de las cuentas claras se han hecho protestas y reclamaciones, aunque ridículas en sí (...) que procedían por órdenes secretas». Lo único probado son las relaciones entre los amotinados y la Milicia nacional de Madrid, que se necesitaban mutuamente. Lo primero que reclamaron los sargentos fue que se devolvieran las armas a los milicianos de la capital a los que cautelarmente se había desarmado y, por otra parte, a primeros de agosto se instalaron en La Granja individuos tan sospechosos como Orense, Guardamino, Aguilar y Terán Ramírez. Además, el día 16 allí acudieron milicianos tan significados como Rufino Carrasco y Juan Fernández Pino. 




			Todo esto es cierto, aunque nada pruebe sobre la presunta autoría de Mendizábal, antes bien lo contrario. Porque, dejando a un lado el caso de Málaga en el que las concomitancias personales con el entorno de Mendizábal saltan a la vista (Escalante, Scheidnagel), por lo general las juntas de 1836 más bien parecen un rebrote –que Janke, por cierto, ha verificado convincentemente– de las de 1835 y es manifiesto que en ellas ninguna intervención tuvo quien a la sazón residía en Londres. Otra cosa es que se aprovechara de su organización; pero ya es entrar de nuevo en el terreno de las conjeturas más atrevidas. 




			De ser correcto cuanto se está diciendo podemos llegar a las siguientes conclusiones: el motín de La Granja se inserta en un movimiento político entonces generalizado que pretendía derribar al Ministerio Istúriz y la abolición del Estatuto Real reinstaurando la constitución de 1812, alterada en su caso para adaptarla a los nuevos tiempos; un movimiento expresado en bullangas callejeras, juntas provinciales y motines militares. En estas condiciones no es esencial determinar si hubo una mano oculta –con vino o con onzas– que manipulase a los sargentos protagonistas, a los oficiales pasivos y a la tropa aclamadora. Lo probable es que así fuera; pero tampoco era imprescindible puesto que los protagonistas podían haber participado directamente en el movimiento político, que había ya contaminado a casi todas las guarniciones. La intervención personal de López, Calatrava y Mendizábal es plausible ciertamente pero poco probable. Hasta aquí no nos hemos encontrado todavía, por tanto, con un auténtico enigma histórico sino que estamos en el terreno habitual en el que conviven hechos probados, tradiciones anónimas, imputaciones ideológicas y conjeturas seudohistóricas. 




			El enigma empieza ahora, en el momento de indagar el gran salto que va desde las coacciones militares hasta el nombramiento del Ministerio Calatrava: un salto inexplicado –aquí está el enigma– y de enorme trascendencia histórica. ¿Qué relación hubo entre las exigencias presentadas por los sargentos (constitución de 1812 y el cese de Istúriz) y el nombramiento de Calatrava, que nadie había pedido? Porque lo lógico hubiera sido, dando un paso atrás en el tiempo, sustituir a Istúriz por Mendizábal para dejar las cosas como estaban en mayo. Esto no hubiera necesitado de explicación alguna; pero sí –y no la tenemos– la de la aparición de Calatrava, al que no habían aludido ni las juntas ni los sargentos. 




			Lo sorprendente es que este enigma no haya llamado la atención de los historiadores. Convengamos en que la Reina Gobernadora cediese, no sabemos con qué resistencia, a la presión de los sargentos y cesara a Istúriz. Pero ¿por qué no llamó a Mendizábal? Primera incógnita; y segunda: ¿por qué llamó precisamente a Calatrava? Descartados los sargentos, ¿quién le aconsejó este nombre? ¿Sus cortesanos? ¿Barrio Ayuso que estaba con ella? ¿Quién había de la camarilla? ¿O no sería el propio Istúriz? En la petición de los batallones amotinados sólo se exigía el «nombramiento de nuevo Ministerio, a excepción de Méndez Núñez y Barrio Ayuso, que merecen confianza». Mientras que Pirala informa que fueron los ministros salientes quienes sugirieron a la Reina Gobernadora los nombres de sus sucesores (mas desde luego sin aludir a Mendizábal) con excepción de Ferrer, a quien incluyó María Cristina por su cuenta y es significativo que a este ministro se le dieran tan pocas posibilidades de tomar posesión, que al final no pudo hacerlo. La versión de Pirala (III, 412) es, en efecto, terminante: La Reina Gobernadora «indicó le designasen las personas de que podía valerse para formar el nuevo Gabinete y los dos ministros dimisionarios que se hallaban a su lado nombraron a D. José María Calatrava, Gil de la Cuadra, don Domingo Torres, Ferraz y Ulloa, a Seoane para capitán general de Madrid y a Rodil para inspector de Milicias. A todos aceptó menos a Torres, nombró en su lugar a Ferrer». Luego, en el decreto fechado el 14, al nombrar a Calatrava le encomendaba «me proponga a la brevedad posible los sujetos más aptos para sustituir (a los ministros de Guerra, Justicia y Marina)». Es decir, que no había hueco ni se había pensado en Mendizábal. 




			Miraflores es más terminante, aunque ignoramos las fuentes en que se apoya. Para él el nombre de Calatrava fue sugerido por Barrio Ayuso (I. 101 y 106 ss.) «a quien suponía el poder necesario para conjurar la tempestad que creía amenazaba al reino» o, en otras palabras, que estaba en condiciones de sofocar los levantamientos populares que tanto aterrorizaban a la Reina Gobernadora. E incluso da detalles de los tratos entre el sargento García y el nuevo presidente del Consejo de ministros: «El día 16 de agosto García significó a Calatrava el disgusto que le causaba el que Vigo y Barrio Ayuso no hubiesen quedado en el Ministerio (como la guarnición había pedido) y arrojando sobre la mesa la gaceta extraordinaria en que se notaba variado el nombramiento de ministros hecho el 13 añadió: “yo no sé cómo la tropa tomará tal disposición, porque eso de que habiendo hecho nosotros la revolución quieran enmendarnos la plana los de Madrid, eso no ha de ser”». 




			¿Cómo interpretar todo esto? Por así decirlo se había cerrado la puerta a Mendizábal pero no se había echado la llave con el propósito de facilitarle la entrada al segundo intento, pues no era lo mismo suceder a un interino como Egea que a una personalidad como Ferrer. Tornemos a las conjeturas. En el nuevo panorama político era capital formar el «pacto progresista», es decir, la unión de toda la estirpe o, al menos, la de sus dos alas más importantes: la mendizabalista (a la derecha) y la caballerista (a la izquierda). Caballero era un buen muñidor de fusiones –y de escisionespero es posible que el fulminante éxito del motín de La Granja le sorprendiera antes de haber cerrado la operación y que necesitase luego unos días para atar los cabos en el futuro ministerial y, sobre todo, en el parlamentario. Así encajarían las piezas: un pacto progresista formalizado colocado bajo la garantía de una autoridad reconocida, como la de José María Calatrava, y actuando López como mandatario de los caballeristas. Una combinación viable pero en la que no había sitio para Ferrer. 




			La conjetura, aunque sin pruebas, no es inverosímil; pero en el mejor de los casos muy poco elegante para Ferrer, si bien éste no fuera hombre de pequeñas vanidades ni amores propios. Ahora bien, ¿cómo y por qué entró la Reina Gobernadora en esta maquinación? ¿Quién estaba en La Granja para sugerírsela? ¿Quién había inspirado a los consejeros de María Cristina los nombres que luego éstos sugirieron a la Reina Gobernadora? ¿No sería más bien una improvisación nacida en la pesadilla nocturna? Sin olvidar que también es posible que la cosa viniera de antes, como una de las bazas preparadas para salir de la crisis que se venía encima. 




			En contraste con este círculo de dudas y oscuridades, el embajador de Gran Bretaña nos ha suministrado no sólo una información bastante completa de los hechos, que conoció de primera mano puesto que residía en aquellos días en La Granja acompañando a la Reina Gobernadora, sino también una interpretación de ellos, de sus antecedentes y consecuencias, cuya coherencia es demasiado perfecta para ser creíble, aunque tampoco puede ser descartada. Villiers era un buen observador y tenía excelentes fuentes de información. En cualquier caso, su versión nos ha sido facilitada por Janke (224 ss.) quien, a diferencia de Pirala o de Villaurrutia, va indicando paso a paso el documento en que se apoya. 




			Para Villiers, en resumen, el motín fue preparado de antemano de acuerdo con las normas convencionales de la teoría de la conspiración: «El movimiento (de primeros de agosto) fracasó y por consiguiente se hacía necesario un nuevo intento y esta vez se eligió la residencia de la Corte, el palacio de La Granja (...) Carrasco y otros miembros de la Milicia salieron en dirección a La Granja. A eso de las 8 de la tarde del día 12 se aproximaron a los barracones y lanzaron el grito de la constitución de 1812. El 4.º Regimiento de la Guardia se unió a ellos y todo el grupo se encaminó entonces a Palacio (...) Durante dos horas se les negó la entrada, pero los guardias que estaban de servicio se unieron al regimiento amotinado y después de dos horas María Cristina recibió una delegación». Nótese, pues, que de acuerdo con esta versión la cabeza y el motor de la asonada fueron los milicianos y que los soldados se limitaron a unirse a ellos proporcionándoles la fuerza física para imponerse; pero –atención– quienes acudieron a presencia de la Reina y hablaron con ella no fueron los milicianos sino los sargentos, que siempre hablaron en nombre propio y de la guarnición o como comisionados de los batallones sin aludir jamás a los milicianos ni a otros posibles instigadores. En verdad, que si fueron actores, desempeñaron muy bien su papel. 




			Sobre la corrupción de los soldados el embajador estaba convencido de que habían recibido vino y dinero: «Hacía tres meses que no recibían sus pagas y habían estado bebiendo. Se suponía que esto demostraba que habían sido sobornados, pero era perfectamente posible conseguir bebida a crédito sin tener dinero». Sin embargo, Villiers veía que alguien había proporcionado dinero y vino a las tropas, aunque éstas rehusaron recibir ningún soborno suyo (como luego rehusarían las onzas que les ofreció Méndez Vigo). 




			«Parece claro –sigue diciendo Janke– que los guardias se sublevaron sin jefe y evidentemente se sentían parte de un movimiento espontáneo. Replicaron a Villiers y Bois le Compte que “no hay comandante ni oficiales; los suboficiales han tomado el mando”». Y en una carta de amor de uno de los guardias –conservada en el archivo de Villiers– confesaba Hermenegildo a su inolvidable Manuela «que no emos necesitado ningún jefe pues no subieron asta que estabamos en palacio, no es visto nunca una union tan grande entre los dos regimientos solo los pocos soldados que somos en este sitio emos dado la ley a toda España (...) lo que los buenos liberales no han podido sacar en tres veces lo emos echo nosotros en menos de 18 oras es increíble que entre soldados en encuentren ingenios como los que anoche aquí se an bisto». Ahora bien, lo único que prueba esta carta es que el soldado Hermenegildo ni se sentía manipulado ni había tenido noticia de la existencia de una conspiración exterior. Mas ello no obsta naturalmente a que tal conspiración existiese realmente, pues no todos los soldados estarían en condiciones de conocerla y entenderla. La experiencia constante de las manifestaciones multitudinarias acredita que sólo una parte, a veces muy reducida, de los que salen a la calle saben exactamente contra qué protestan y qué es lo que piden. 




			Villiers terminó aceptando esta insólita situación: «No sé de ninguna otra revolución que no tuviera una cabeza visible y en la que la responsabilidad, aunque fuera por muy poco tiempo, no le correspondiera a alguien». La Reina Gobernadora, en cambio, «se negaba a creer que se tratase de algo más que de una conspiración; le dijo a Bois le Compte que los soldados con los que ella habló eran absolutamente incapaces de haber concebido cualquier idea de la revolución». 




			Por lo que se refiere a la mayor incógnita –el nombramiento del nuevo Ministerio– también tenía el embajador informaciones y opiniones precisas. En el texto de Janke (229 ss.), «inmediatamente después (del motín) se rumoreó que (a Mendizábal) le daría Hacienda o la embajada de Londres (...) La influencia de Mendizábal se hizo notar en el regateo por los puestos de gobierno: se mencionó el nombre de Ramón Escobedo (...) si Ferrer, que se encontraba en Francia, rehusase. La opinión de la embajada francesa era que Mendizábal se proponía labrarse una posición financiera poderosa fuera del Gobierno. Él dijo a Villiers que prefería no formar parte del nuevo Gobierno para probar su inocencia respecto a la acusación de La Granja, pero es más probable que Calatrava, celoso de él, prestase  oídos a la desconfianza de la Reina Gobernadora hacia su ex ministro (...) El ministro británico iba a adjudicarse el mérito de la incorporación de Mendizábal al Gobierno de Calatrava, diciendo que tomaría a Calatrava por asalto (...) Calatrava se oponía fuertemente; pero Villiers convenció a Gil de la Cuadra de la necesidad de que Mendizábal se incorporase y Gil de la Cuadra amenazó con dimitir si no se le incluía (...) Desde el punto de vista financiero, la vuelta de Mendizábal fue preparada por un grupo dirigido por José Safont, propietario de El Patriota, periódico ministerial en la primera época de Mendizábal. El grupo estaba formado por Jaime Ceriolo, Vicente Juan Pérez, Manuel Matheu, Valentín Llano y Ramón Llano y Chavarri. Estas personas se ofrecieron para enviar inmediatamente diez millones de reales al norte. Además de suscribir estos préstamos, el Gobierno les concedió contratos de avituallamiento del ejército». 




			Los celos de Calatrava son desde luego verosímiles porque en aquel momento era notorio que la sombra de Mendizábal no dejaba crecer la hierba a su alrededor. Pero por otro lado al incorporarle a su Gabinete se aprovechaba de la popularidad, entonces todavía enorme, del expresidente, sin cuyo apoyo hubiera quedado el nuevo Ministerio en una posición más débil e igualmente se confiaba en la eficacia de su gestión pública. 




			En fin –según informa el propio Janke (228)–, Villiers «y los franceses creían firmemente que Mendizábal era el inspirador del golpe de La Granja. Guizot afirmaba que, de acuerdo con todos los informes, él era el responsable». Cárcel, por su parte, nos informa (p. 327) que «el nuevo nuncio de Austria escribía desde Praga diciendo que la proclamación de la constitución gaditana había sido considerada por el Gabinete imperial un hecho ilegal, reprobable e inadmisible, tanto por la naturaleza de la constitución misma, fruto del más radical democratismo, nunca sancionado por el voto unánime de la nación, puesta y suprimida por la fuerza de las facciones, cuanto por el modo violento con que la Reina había sido obligada a proclamarla. Por ello el Gabinete austriaco condenó la anarquía existente en España expulsando a la persona que sin carácter oficial representaba a María Cristina en Viena». 




			Para otros una de las hipótesis más plausibles es la siguiente: los alzamientos revolucionarios junteros provinciales llevaban el sello de los amigos radicales de Mendizábal, que contaban ya con organización y experiencia suficientes, y éste había de ser consecuentemente su candidato reanudando el curso político que se había interrumpido con la inesperada llegada de Istúriz. Lo que pasó luego es que la Reina Gobernadora, asustada por la exaltación de Caballero y López y considerando la vuelta inmediata de Mendizábal como una imposición intolerable, acudió como un mal menor a Calatrava, cuyas energías se habían ido apaciguando notoriamente con los años. La solución, en definitiva, del mal menor, del progresismo templado, a cuya cabeza se pondría luego Mendizábal cuando Calatrava le llamó y pudieron desprenderse de las peligrosas compañías de Caballero y López. El comportamiento de Mendizábal con el sargento García –al que se negó a ascender e incluso reprendió– no se sabe si aclara o confunde más las cosas puesto que puede entenderse como una repulsa sincera a los amotinados o como una maniobra hipócrita para que así se creyera. Por lo que a este episodio se refiere vale la pena recordar las palabras coetáneas de Alcalá Galiano (Historia 142-143): «Expidió la Reina Gobernadora un Real decreto nombrando nuevos ministros, pero no expresando según las fórmulas acostumbradas que aquellos a los cuales destituía quedaban exonerados de sus cargos ni que se les admitía una supuesta o verdadera renuncia, sino diciendo solamente que los nombrados lo eran en lugar de los antiguos (...) En la tarde misma del 15 de agosto salió a luz un Real decreto con la fórmula común que lo declaraba rubricado de la real mano, pero falta tan necesario requisito y aun hecho sin conocimiento de la augusta persona cuya aprobación suponía, pues era una variación notable del extendido y verdaderamente rubricado en San Ildefonso». 




			¿Cómo desenredar esta maraña de informaciones, rumores y conjeturas? Los historiadores no gustan de llegar al final de las cosas porque saben del riesgo de ser algún día desmentidos por la aparición de un documento inesperado. Lo prudente es, por tanto, no cerrar del todo los interrogantes que se van abriendo y esperar a que el tiempo proporcione algún día respuestas definitivas. Por lo que se refiere a la invitación de modificar la constitución de 1812 –e incluso de redactar una nueva–, tenemos la impresión de que la idea pudo venir directamente de María Cristina y de su entorno cortesano con la intención de padecer «del mal el menos», o sea, con la esperanza de que el odiado texto gaditano no arraigase en todo su radicalismo sino con un recorte de sus garras más peligrosas. 




			Desde nuestro punto de vista, las tesis contrapuestas del espontaneísmo y de la conspiración son plausibles como conjeturas aunque un tanto simplistas. Lo más probable es que aquí, como en todos los acontecimientos complejos, confluyeran diversas causas que se potenciaron mutuamente, sin olvidar el azar que terminó amalgamando a todas. Para nosotros el mejor modo de entender aquel motín –tan asombroso por su desarrollo como por sus consecuencias– es examinarlo en su contexto, que explica al menos una parte de sus peculiaridades.  




			El contexto nos revela, en efecto, en primer término que la exigencia de la restauración de la constitución de 1812 se había generalizado ya en media España de la mano de las juntas provinciales donde indefectiblemente participaban elementos populares y militares. De hecho, el ejército estaba «infectado» de constitucionalismo revolucionario o, por mejor decir, dividido puesto que en todos los cuerpos y hasta en el último batallón había partidarios del texto gaditano enfrentados a quienes defendían sin reservas el orden constituido. Se trataba, por tanto, de una contaminación política generalizada en la que todos se permitían tener su propia opinión sin someterse a la disciplina jerárquica, característica tradicional de las fuerzas armadas, de tal manera que ya había dejado de funcionar el principio de que la tropa pensaba –y sobre todo se comportaba– como le indicaban sus jefes. Con la importante peculiaridad añadida de que en todos estos movimientos solían participar los sargentos con un estilo inequívocamente corporativo. En definitiva, lo sucedido en La Granja no supuso en principio una novedad en su origen y desarrollo. Lo original estuvo en la desmesura de sus consecuencias, pero ello fue debido a la circunstancia de su proximidad física a la Reina Gobernadora. En Málaga, Zaragoza o Barcelona los sublevados no podían ir más allá de constituir una junta, jurar en público la constitución de 1812 y redactar y enviar a Madrid un manifiesto. En La Granja, en cambio, pudieron acceder a la Regente en persona y exigirle directamente la firma de unos decretos. 




			En todos estos sucesos el trasfondo conspirativo y manipulador se da por supuesto ya que forma parte de la naturaleza de las cosas, pero no parece correcto dar a este impulso la calidad de una «causa» y es más exacto entender que se trataba de un empujón en un movimiento que ya estaba en marcha o de una chispa caída en una masa ya inflamable. 




			Siguiendo con el contexto, todavía hay otro factor no menos influyente: la completa desmoralización del Ministerio, su absoluta falta de energía resistencial. El Gobierno se había dado por vencido de antemano y, cuando tuvo noticias de los sucesos de La Granja, no se le ocurrió otra medida que la de intentar sobornar con unas talegas de onzas de oro a los amotinados y luego emprender la fuga al extranjero dejando a María Cristina en las impredecibles manos de los sargentos. Más todavía, el propio presidente del Consejo de ministros ya había declarado públicamente su debilidad en la carta dirigida al embajador francés firmada el 5 de agosto (1836) en la que pedía auxilio militar inmediato relatando que «una provincia tras otra se sustrae a la obediencia de V.M. y su Gobierno en corto plazo se verá reducido a la circunferencia de la capital donde su existencia habrá de ser muy breve», confesando así «la imposibilidad de conservar por más tiempo inmune la regia autoridad de doña Isabel II sin un auxilio, pronto, fuerte y eficaz de las armas francesas». 




			Los sucesos de La Granja y la formación del Ministerio Calatrava levanta, como acabamos de ver, muchas preguntas que la historiografía todavía no está en condiciones de responder y que curiosamente no llamaron la atención de los periódicos de la época ni de los cronistas contemporáneos, persuadidos como estaban de que las decisiones importantes para el destino de las naciones formaban parte de un arcano reservado propio del principis pectoris, al que nadie tenía acceso. 




			Esto sigue siendo cierto y así será siempre en mayor o menor medida. Nunca sabremos bien cómo va el mundo, ni a dónde, ni mucho menos el porqué. Clío no es una musa sino una esfinge que sabe guardar sus secretos y para entender sus oráculos hace falta mucha imaginación y aceptar resignadamente la incertidumbre de las conjeturas.  




			



			 




			Desafíos y primeros pasos del Ministerio Calatrava 




			



			 




			La composición del Gabinete no resultó nada sencilla, dando la sensación incluso de que el éxito de La Granja había cogido por sorpresa a las fuerzas del progresismo, visto que no estaba preparado un Gobierno de recambio o, al menos, que no acertaron a sugerírselo puntualmente a María Cristina. Lo único seguro –y lo más importante, desde luego– fue la propuesta de José María Calatrava para la silla de Estado con la presidencia del Consejo. Cuando fue nombrado con este carácter el día 14 de agosto sólo le acompañaba Gil de la Cuadra en Gobernación y Joaquín Ferrer para Hacienda, que se encontraba en Francia en paradero oficialmente desconocido y a quien ni siquiera se le comunicó a tiempo su nombramiento como para general sorpresa relataría él mismo más adelante en las Cortes el día 4.5.1837, contestando con aspereza a una alusión de Calatrava: «Ha dicho S.S. (el presidente del Consejo de ministros) que aceptó el Ministerio cuando los egoístas no quisieron comprometerse (...). La Cortes saben que fui nombrado ministro de Hacienda el 14 de agosto, pero es menester saber que el ministro encargado de hacerme la comunicación, que creo fue D. Pedro Méndez Vigo, la mandó a París a la embajada por correo ordinario, según parece por lo que tardó. Además, yo no sé lo que se hizo de esta carta en la embajada, pues a mí no se me comunicó sino que recibí un correo que me remitieron las autoridades de San Sebastián con la Gaceta que contenía mi nombramiento, y hubo quien me ofreció aprestar un vapor para ponerse en Socoa. Estuve en los baños quince días sin tener noticia oficial, al cabo de este tiempo el cónsul de Bayona recibió por correo ordinario un oficio con un mero sobre y creyendo que convenía al Estado me lo remitió. Es claro, pues, que mi nombramiento no llegó a mi noticia sino mucho tiempo después de hecho (...) Creí deber hacer dimisión, que remití por todos los medios de tierra y mar el mismo día que recibí el oficio. No fue el egoísmo lo que me movió a hacer esta dimisión. Para remediar el mal efecto que esto podía producir, atribuyéndolo a la desconfianza y que consideraba perdida la causa de la libertad, escribí a las autoridades de San Sebastián que aunque siempre les había dicho que no me nombraran diputado, no dejaran ahora de nombrarme, pues estaba dispuesto a hacer todos los sacrificios imaginables de mi fortuna, como siempre los he hecho, gastando el patrimonio de mis hijos en servicio de mi patria, sin haber pensado en recibir por ellos en las dos épocas ni una cinta ni un ochavo». 




			En realidad, por tanto, no existía un Gabinete sino una persona a la que con muchas dificultades se le fueron buscando compañeros semanas más tarde: para el Despacho de Guerra el general Rodil, para Gracia y Justicia José Landero y para Hacienda, visto que Ferrer no aparecía, Mariano Egea, cuyo nombramiento fue comentado así por Santillán, que tenía motivos para estar enterado aunque desde luego no cita las fuentes de su información, en sus Memorias (I, 165-166): «Pretendióse tal vez con este nombramiento  atenuar las sospechas que  había contra Mendizábal de haber sido el promovedor de la sublevación de La Granja; pero esta creencia, que era general, no podía debilitarse con el aplazamiento de la vuelta de aquél al ministerio de Hacienda, reclamada imperiosamente por cuantos habían tomado parte en la última revolución y sobre todo porque fue  una de las condiciones impuestas por los sargentos, jefes de los sublevados de San Ildefonso a la Reina Gobernadora. Así que no pudo dilatarse aquella vuelta más que hasta el 11 de setiembre, y no faltaron motivos para creer que durante esa interinidad el verdadero ministro de Hacienda era Mendizábal, no porque Egea fuera capaz de convertirse en instrumento suyo sino porque habiendo aceptado el Despacho de aquel departamento por ruegos a que su carácter condescendiente no pudo resistir y esperando por momentos su relevo, obraba bajo la presión de sus compañeros inspirados porque él debía volver pronto». 




			En esta remodelación septembrina pasó Gil de la Cuadra a Marina y, además de Mendizábal, entró Joaquín María López en Gobernación como prenda de la alianza entre aquél y los caballeristas, es decir, del grupo progresista avanzado que encabezaba Fermín Caballero y del que formaba parte López, quien, de paso, robustecía con su inflamada oratoria la posición del Ministerio en el Congreso, habida cuenta de que ninguno de sus compañeros destacaba en este campo. De esta manera tan laboriosa se gestó el Gobierno Calatrava-Mendizábal, llamado así popularmente por la arrolladora e imaginativa personalidad del segundo, clave indiscutible de todo el Gabinete.  




			La primera preocupación del nuevo Gobierno fue la de buscarse una legitimación, puesto que no podía reconocer que había llegado al poder de la mano de unos sargentos amotinados que se habían impuesto con violencia a la Reina Gobernadora. A tal efecto la consigna fue la de identificar  los pronunciamientos provinciales con la voluntad nacional y al tiempo  distanciarse prudentemente de los sucesos de San Ildefonso, como si el Ministerio poco o nada tuviera que ver con ellos. 




			Esta interpretación fue desarrollada oficialmente, y mirando al exterior, en un mensaje enviado por el presidente al embajador en París el 28.8.1836 con el encargo de que fuera debidamente difundido: 




			



			 




			Se ha calumniado a la Nación atribuyendo el reciente movimiento de las provincias a una facción anárquica, a manejos de las sociedades secretas, a miras de desorden y lucro y de obtener la impunidad de excesos pasados. Esto es chocar, aunque en balde, con la evidencia de los hechos más notorios. No: este movimiento ha sido nacional, así de las provincias como del ejército, y necesariamente producido, no por pasiones ni intereses particulares, ni por intrigas de sociedades secretas, impotentes y despreciables en España, sino por causas grandes, públicas y las más fuertes que pueden impulsar a un pueblo generoso. 




			



			 




			Postura que fue sancionada luego por la propia Reina Gobernadora en el discurso de apertura de las Cortes de 24.10.1836: «No bien me convencí de que era verdadera voluntad nacional restablecer la constitución de la Monarquía proclamada en Cádiz cuando me apresuré a jurarla y a mandar que fuese jurada y observada en todo el reino como ley fundamental (...) Al mismo tiempo llamé cerca de mi persona que compuso un gobierno de sujetos de mi entera confianza, que ya bastantemente conocidos casi que podía inspirarla también a la nación. Yo espero que en la conducta gubernativa que han seguido no desmerezcan esta confianza y si en algunos de sus actos se han visto precisados a salir algún tanto de la esfera de sus facultades, no dudo que atendida la irresistible necesidad de salvar por ellos el Estado hallen su justificación en la equidad y benevolencia de las Cortes». 




			En cuanto a los fines más inmediatos del nuevo Gobierno, la fuerza de las cosas le había colocado ante los siguientes objetivos ineludibles: en primer término y de forma más inmediata, la aprobación (en las Cortes naturalmente) de una nueva constitución, la conclusión victoriosa de la guerra civil (con las cuestiones anejas de pagos, suministros y dirección estratégica) y, en fin, ya que no la liquidación, la atención de las obligaciones de la Deuda. En segundo lugar estaba el compromiso de asumir –o no asumir o asumir parcialmente– la obra revolucionaria iniciada y no consumada en Cádiz y en el Trienio. Y en tercer lugar –aunque esto viniera impuesto de una manera implícita– la coronación de la obra iniciada y no consumada durante el anterior Ministerio de Mendizábal. Una tarea gigantesca, en suma, a la que habían de añadirse otros objetivos que irían surgiendo con el tiempo. Todo lo cual precisaba de una colaboración íntima y fructífera entre el Gobierno y las Cortes, que fueron convocadas sin dilación el día 21 de agosto (1836). 




			En cualquier caso, a las pocas horas del golpe de Estado el nuevo Ministerio inició una actividad frenética. En el mismo día 22 de agosto se mandó reorganizar la Milicia nacional, el 25 se constituyeron las comisiones provinciales de armamento y defensa como un medio de apaciguar pacíficamente la efervescencia de las juntas revolucionarias, el día 26 se adoptaron dos importantes medidas de carácter militar: una nueva quinta de 50.000 hombres y la movilización de la Milicia nacional; cerrándose el mes con cuatro Reales decretos fechados el día 30: dos de índole financiera, como el empréstito o adelanto de los 200 millones, y dos jurídicos: el restablecimiento de la supresión de las vinculaciones y el regulador de los procedimientos de las causas de conspiración. 




			En el mes de septiembre se ralentizó perceptiblemente ese ritmo desenfrenado pero se notó la incorporación al Gabinete de Mendizábal y López, el día 11, de un signo inequívocamente más radical: el 16 se decretó el secuestro de bienes de los emigrados, el 21 se abolieron las pruebas de nobleza para el ingreso en la Armada (lo que el día 28 se extendería al Ejército) y al día siguiente, el 22, le tocó el turno a la magistratura, que intentó enderezarse a través de una junta de clasificación de jueces y magistrados; el 24 dictó López una polémica Real orden sobre el comportamiento de diputaciones provinciales y ayuntamientos en caso de invasión de las facciones y el 25 un Real decreto no menos polémico de Mendizábal sobre homologación de intendencias y provincias. 




			En términos deliberadamente menos prolijos así resumía Burgos (Anales, IV,6) la actividad de este período ministerial: «las primeras medidas que en aquellas críticas circunstancias tomó el Gobierno tuvieron por objeto acallar las quejas y satisfacer las exigencias justas o injustas del partido exaltado. Devueltas las armas a los milicianos nacionales de Madrid, levantado el estado de sitio de la capital; destituidas las autoridades y hasta los empleados subalternos de la administración; repuestos por un decreto especial en sus respectivos destinos los funcionarios públicos que había separado el Ministerio anterior por haberse, en su calidad de procuradores a Cortes, asociado al voto de censura fulminado en el último Estamento; proscrito, en fin, por todas partes el partido liberal conservador, perseguidos sus caudillos y cambiada enteramente la forma de gobierno, poco quedaba que hacer al Ministerio Calatrava para satisfacer las primeras ambiciones que se despiertan en los momentos inmediatamente posteriores al triunfo de una revolución».  




			En verdad que no perdió el tiempo el Gabinete en las seis primeras semanas de su actuación y en el futuro inmediato no se veía nube alguna puesto que, por la derecha, los moderados (incluidos los estatutistas) no tenían voz en el Congreso y, por la izquierda, los exaltados estaban dispuestos a colaborar; las depuraciones en el ejército y en la administración garantizaban la fidelidad de estas instituciones y las corporaciones populares ya habían expresado su apoyo antes del golpe de Estado de agosto. En tales condiciones, ¿qué obstáculos podían oponerse a esta marcha triunfal? Los carlistas, por descontado, cierta prensa, la Iglesia y los agobios del Tesoro. Una oportunidad, en definitiva, hasta entonces inédita para imponer una política progresista. Y a fe que la aprovecharon. 




			En un panorama tan risueño todavía no se pensaba en los peligros que aparecerían pronto: las divisiones internas, la reaparición de los moderados, los desastres de la guerra, la miseria financiera y, sobre todo, el distanciamiento del ejército y de Palacio. 




			La dureza de las medidas adoptadas desde el primer momento por este Ministerio y que tantas críticas levantaron en la derecha, no obstaba, naturalmente, a que desde la izquierda fueran vistas como insuficientes y expresión, más bien, de una tibieza que rozaba la traición. Ésa fue concretamente la acusación de Álvaro el 17.8.1837, es decir, ya en los funerales del Gabinete: «Este Ministerio no ha correspondido a las esperanzas de la Nación, cuyos deseos eran que la fuerza pública y todos los empleos que pudiese dar el Gobierno se pusieran en manos de personas patriotas y decididas (...); pero el Ministerio ha procedido de un modo enteramente contrario, porque ha concedido destinos a personas que están muy distantes de tener estas ideas (...) Creo firmemente que el Ministerio actual, lejos de haber colocado la revolución en manos verdaderamente constitucionales la ha colocado en manos sospechosas y que ésta es la causa por la que no se ha atacado a los enemigos con la energía necesaria». 




			



			 




			Mendizábal se incorpora al Ministerio 




			



			 




			La enorme energía desplegada por el Ministerio Calatrava en las primeras semanas se vio incrementada aún más, según hemos visto antes, a partir de la incorporación de López y Mendizábal el 11 de septiembre. El primero llevaba consigo la intención progresista avanzada del grupo caballerista y el segundo la afirmación y la continuación de la política desarrollada en su anterior Ministerio (de septiembre de 1835 a mayo de 1836) del que éste sería en lo sustancial un mero, aunque singularmente eficaz, continuador. A partir de este momento la iniciativa y la dirección de los asuntos pasó indiscutiblemente a las manos de Mendizábal, sin perjuicio de la indiscutida autoridad personal y política del presidente, que conservaba sin merma a pesar de su evidente decadencia física. 




			Por lo que se refiere a las Cortes, el jefe de la mayoría fue desde el primer día también Mendizábal, luchador infatigable que participó en todas las batallas parlamentarias incluso aunque no afectasen directamente a su ministerio. Mendizábal, protagonista reconocido de la época, encarnación mítica del progresismo, era un animal político de vocación, orador poco brillante pero eficaz y apasionado, laborioso hasta la extenuación y creador de planes sorprendentemente imaginativos. Era el político más destacado de la Regencia aunque tuvo la desgracia de que casi todos sus proyectos o no llegaron a madurar por completo durante su Gobierno o fracasaron sonoramente. 




			En su tardía Exposición de 21.10.1837 nos ha dejado una excelente descripción de cómo le habían tratado sus adversarios: «No ha habido mentira grosera ni absurdo exorbitado a que no hayan recurrido para malquistarme y envilecerme en la opinión pública. Tan pronto he disipado los recursos más pingües y efectivos, cuya cuantía y existencia jamás han demostrado. Tan presto me he arrojado a hacer emisiones clandestinas y cuantiosas de efectos de la deuda pública, que nadie ha visto ni sabe decir cuál es su paradero. Unas veces he celebrado contratas de ruina para la nación y de manantiales inagotables de ganancias para mis protegidos o mis ahijados. Otras he dejado hambrientos y desnudos a nuestros valientes ejércitos, no aplicándoles los fondos del Estado, que el Estado no producía. Yo he embrollado la Administración pública, ahuyentando el buen orden y concierto en que indudablemente dejaron los sucesos de julio y agosto de 1835 y los acontecimientos de iguales meses de 1836. Yo he desperdiciado o no sabido aprovechar los raudales de oro que gratuitamente me ofrecía el extranjero. En un tiempo me dejé gobernar por influencias extrañas para ser sostenido en el poder, al que he renunciado dos veces, encontrándome en ambas favorecido y apoyado con la mayoría de las Cortes». 




			En este punto quizás sea útil recordar la imagen que nos ha dejado el embajador inglés en su copiosa y aguda (aunque no siempre fiable) correspondencia según los textos traducidos por Rodríguez Alonso (Gobernantes, políticos y militares españoles). Villiers fue el primer valedor de Mendizábal tanto ante su propio Gobierno como ante la Reina Regente, sobre la que ejercía una influencia quizás desmesurada pero explicable porque la napolitana María Cristina no se fiaba de los españoles. A lo largo de esta correspondencia puede comprobarse que el diplomático quedó inicialmente seducido por el encanto personal del ministro y por su pregonada habilidad financiera; pero también cómo luego, cuando le conoció mejor, fue cambiando de opinión, que terminó siendo peyorativa hasta el extremo. Veamos dos testimonios de ello. En su carta de 28.11.1835 explica que «tiene el truco de encomendar todas las cuestiones importantes a una comisión, cuya selección hace del modo más descuidado; con lo cual piensa que evita problemas y responsabilidades pero aumenta las dos cosas, de forma que yo le he dicho que este procedimiento no es gobernar sino simplemente administrar». Y en la de 16.1.1836: «La opinión pública se estaba cansando de un ministro nuevo del mismo modo que los niños se cansan de un juguete cuando deja de divertirlos, por muy bonito y llamativo que en un primer momento haya podido parecer». 




			Este desencanto general contagió pronto al embajador, quien el 13.2.1837 escribía ya desengañado: «Su vanidad y autosuficiencia, que son ilimitadas y que no se basan –siento decirlo– en otro fundamento que en la ignorancia y en una viva imaginación, le impiden aprender el arte de gobernar y de entender que consiste en cualquier cosa menos en una sucesión de golpes más o menos afortunados, por cuya ejecución práctica y efectos últimos no se interesa él, que es su inventor. Estos mismos sentimientos le hacen no sólo ávido de gloria sino de cualquier migaja de aureola que pueda arañar de la superficie de los asuntos y con el fin de tener la popularidad de dos o tres medidas llamativas (mejor, decretos, que suelen marchitarse y morir porque proceden de un estilo de gobierno abortivo) en cada departamento del Estado». Insistiendo en la carta de 27.2.1836 que «se ha esperado demasiado de él, o mejor, se ha puesto demasiada fe en las expectativas que él mismo suscitó. La gente olvidó que sus conocimientos y experiencias se forjaron en la Bolsa y que probablemente iba a aplicar el sistema que le había dado tan buenos resultados para gobernar el país. En la Bolsa, las mentiras y las grandes promesas fallan o tienen éxito, pero se olvidan a las cuatro horas. Cuando un primer ministro adopta ese sistema y hace contratos de tiempo con la nación, se convierte necesariamente, como le ocurrirá al pobre Mendizábal, en un pato cojo, lo cual es menos gracioso en un estadista que en un agiotista». Y en la carta de 6.8.1837 resumía así su juicio final sobre una persona a la que tanto había admirado y ayudado antes: «Nadie puede tener un desprecio más profundo por el carácter de otro que el que yo tengo por el de Mendizábal: al principio fascina y engaña, pero pronto se averigua que es un tramposo redomado». Es curioso, por cierto, que andando los años su amigo Argüelles empleara los mismos términos si bien desprovistos de una carga tan peyorativa: «El Gobierno reconoce, por ejemplo, que en el día tiene cien obligaciones que cumplir y que sólo puede satisfacer veinte. ¿Qué es, pues, lo que ha de hacer? Trampear, salir del momento». 




			Saltando ahora a otras fuentes, veamos la carta dirigida a Luis Fernández de Córdova el 2.2.1836, que transcribe en sus Memorias íntimas, (I. p. 212) su hermano Fernando y que por su temprana fecha demuestra que el desengaño de Villiers se había producido más pronto de lo que era de esperar: «No niego a Mendizábal grandes cualidades ni inspiraciones felices. Sé que es un hombre desinteresado y gran patriota; pero a pesar de todo adolece de tal ligereza, de tal falta de coordinación en las ideas, que le es imposible prever las consecuencias de sus propias resoluciones». Y unos días más tarde, el 9 de febrero: «Posee Mendizábal tan viva imaginación que supone ya como un hecho consumado lo que es sólo el deseo de realizarlo, y tiene en su persona una de esas confianzas que toda la instrucción y todos los conocimientos que le faltan apenas justificarían. El oficio de hombre de Estado, de hombre parlamentario, de orador, requiere un aprendizaje. No es él de mi opinión, pues cree que le basta su instinto y su estrella». 




			Y para finalizar este retablo, desde una perspectiva moderna, así veía Díez del Corral a nuestro personaje en 1956 (476-477): «El gobernante anterior a Mendizábal había pertenecido a alguna de las categorías sociales más o menos tradicionales en los equipos de mando (pero) el gobernante español que representa un tipo absolutamente ignorado en los siglos anteriores y más todavía en España, el que encarna los nuevos valores sociales característicos del siglo es Don Juan Álvarez de Mendizábal (que es) el primer político español que se vale de los nuevos resortes sociales (...) En medio de la desorganización y el desconcierto en que había caído el país, en el ambiente de hastío por la ineficacia de tantas discusiones políticas, la figura realista del repatriado Mendizábal concentró la atención de las diversas clases sociales expresadas, como dice Alcalá Galiano, en que con sus modos no comunes hiciera nuevas maravillas». 




			Si Mendizábal fue el «hombre fuerte» del Ministerio Calatrava, el que inspiró su política e impuso sus resoluciones más importantes, ello no autoriza a infravalorar el peso de sus compañeros de Gabinete. El de López fue el más relevante no sólo por su prestigio personal y fama parlamentaria sino también porque era la prenda de la alianza con el grupo caballerista del progresismo avanzado, de tal manera que su salida del Ministerio expresó una ruptura política y un desacuerdo parlamentario de graves consecuencias. Landero, en Gracia y Justicia, mantuvo con entereza la obra desamortizadora de Gómez Becerra y la difícil tarea del arreglo del clero. Del peso político de Pita Pizarro se hablará mucho a lo largo de este libro y tampoco puede desconocerse a Acuña aunque su presencia en el Ministerio fue fugaz y no hace posible mayores comentarios, si bien puede, al menos, recordarse el testimonio que dejó de su ideario político en la Circular de 15.7.1837 de la que vale la pena recoger lo que para él significaba la constitución de 1837: 




			



			 




			Esa ley, de origen tan respetable y puro, es la bandera de unión, el signo de amistad de todo buen español; en torno a ella no hay más que hermanos, y lejos de ello se marca la línea divisoria: la de la lealtad y de la rebeldía. 




			



			 




			Crónica legislativa 




			



			 




			Tal como ya se ha dicho, las Cortes constituyentes de 1836-1837 impusieron sin dificultades los grandes objetivos liberales puesto que su composición era aplastantemente progresista y contaban con la colaboración entusiasta de un Gobierno de esta naturaleza y si existía ciertamente una oposición minoritaria, ésta estaba de acuerdo con los grandes objetivos liberales y sus maniobras eran de táctica política y no de fines últimos. 




			La obra normativa de este eje parlamentario ministerial se desarrolló materialmente en tres campos: a) La recuperación de los logros iniciales revolucionarios de Cádiz y del Trienio; b) La consolidación legislativa de las reformas iniciadas durante el Gobierno de Mendizábal en 1835 y 1836; y, en fin, c) La implantación, más o menos exitosa, de otras reformas surgidas ahora a iniciativa del Ministerio o del propio Congreso. 




			a) Entre la constitución de las Cortes y antes del nuevo año de 1837 se restablecieron las anteriores disposiciones constitucionales en las que se habían consagrado las libertades fundamentales del liberalismo: libertad de imprenta (Real decreto de 17 de agosto), sustanciación de causas criminales (30.8), requisitos para ordenar prisiones o detenciones (30.8), penas para los conspiradores contra la constitución (30.8), supresión de vinculaciones (30.8), abolición de pruebas de nobleza para el cuerpo de la Armada (21.9), gobierno político de las provincias (15.10), abolición de ordenanzas de montes y plantíos (21.11), extinción de la contaduría de propios y arbitrios (23.11), libertad de industria (6.12), formación de ayuntamientos y del gobierno de éstos así como de las diputaciones provinciales (8.12). Y en 1837 demolición de los signos de vasallaje (27.1), responsabilidad de autoridades en el cumplimiento de órdenes superiores (31.1) y señoríos (2.2). 




			b)  Por lo que se refiere a la convalidación de las disposiciones impuestas por el anterior Gobierno de Mendizábal, son de destacar: enajenación de bienes nacionales (27.2) y extinción de conventos (29.7). 




			c)  En cuanto a las medidas aprobadas a iniciativa del Ministerio o de las propias Cortes: reorganización de la Milicia nacional (27.8.1836), constitución de comisiones de armamento y defensa (25.8.1836), quinta de 50.000 hombres (26.8), movilización de la Milicia nacional (26.8), adelanto de 200 millones (30.8), secuestro de bienes de emigrados (16.9), junta de clasificación de magistrados y jueces (22.9), régimen de intendencias (26.9), declaración a la Reina viuda de Reina Gobernadora (19.11), devolución de fincas de propios y comunes enajenadas durante la guerra de la Independencia (23.11), devolución de compradoras de bienes nacionales enajenados entre 1820 y 1823 (25.1.1837), secuestro de bienes de los facciosos (14.2), requisitoria de caballos (27.2), pago de intereses de la deuda interior (21.3), legislación especial de las provincias de Ultramar (19.4), sentencias ejecutoriadas (29.4), reparto entre braceros de terrenos de comunes (18,5), sanciones a obispos (24.5), enajenaciones de bienes de propios (4.6), supresión de la agencia de preces de Roma (7.6), subasta de campanas (9.6), liquidación de créditos contra el Estado (28.6), ley electoral (30.7) y supresión del diezmo (29.7). 




			Con esta simple enumeración –que no es exhaustiva– basta para comprender la grandiosidad de la obra legislativa del progresismo civil durante este período. Otra cosa fueron las realizaciones materiales. Porque para hacer leyes basta disponer de una pluma fértil en un Congreso devoto y monocolor; pero gobernar no es simplemente emborronar páginas de la Colección Legislativa. 




			



			 




			* * *
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